Comisión de Presupuestos, Versión Taquigráfica que forma 
integrada con la de Hacienda parte del Acta N? 72 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN 
PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2011 


Reunión celebrada el día 23 de julio de 2012 


(Asisten autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas) 
SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 11 y 08) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación del Ministerio de Economía Finanzas, integrada 
por el Director de Asesoría Tributaria, contador Fernando Serra; el Director de la Unidad de Presupuesto, 
economista Michael Borchardt; las asesoras, contadoras Susana Díaz y Marta Abilleira; el Director General, 
profesor Pedro Apezteguía; la señora Jeannette Mailhe de la Contaduría General de la Nación y la señora 
Verónica Cante de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Quedó pendiente de consideración el articulado de Disposiciones Varias y algunos otros artículos, en 
particular el 260. que será analizado al final de la presentación del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR BORCHARDT.- El artículo 290 incorpora a las funciones que tiene el Banco Central la 
promoción y el desarrollo de la educación y la cultura económica y financiera. Se ha entendido que esto 
complementa las funciones que tiene el Banco Central en cuanto a la promoción de la solvencia y la 
solidez del sistema financiero. Es algo en lo cual se ha empezado a trabajar, por lo que entendíamos 
conveniente que estuviera ampliado por ley en sus facultades. 


El artículo 291 modifica el artículo 2%de la Ley_N* 18.812. Esta ley refiere a la central de riesgos. De acuerdo 
con la normativa existente, esta central de riesgos tiene un plazo de quince años para mantener la información 
cuyo objetivo básico es la evaluación adecuada de las operaciones en cuanto a la calidad del riesgo que 
tienen. 


En este artículo se modifica esa duración, pero solo a los efectos estadísticos y para poder apoyar la 
elaboración de la normativa prudencial para lo cual se ha entendido necesario aprovechar la base de datos de 
la que se dispone y no simplemente dejar de usarla. Se está pidiendo -solo a los efectos estadísticos- utilizar 
los datos de la central de riesgos, más allá del período de quince años que hoy está vigente para la evaluación 
de las operaciones. 


El artículo 292 refiere a la capitalización del Banco del Sur. La adhesión de Uruguay al Banco del Sur fue 
aprobada en el año 2011. Acá aclaramos que la capitalización del Banco del Sur que le corresponde hacer a 
Uruguay será realizada con fondos del Banco Central, como hasta ahora han sido realizadas todas las 
participaciones de Uruguay en los organismos internacionales. Esto, a su vez, forma parte del capital del 
Banco Central. Como esa normativa no había sido adecuadamente aclarada, se entendió conveniente hacerlo 
aquí. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Hay un estimativo de cuánto es el monto que deberá capitalizar el Estado 
uruguayo para el Banco del Sur, en este caso a través del Banco Central? 


SEÑOR BORCHARDT.- Cuando se aprobó la adhesión de Uruguay al Banco del Sur se adjuntaba al 
artículo único el proyecto constitutivo del Banco del Sur, que tendrá un capital de US$ 7.000:000.000. 
A Uruguay le compete aportar US$ 400:000.000, pero solo el 20% será en efectivo, pues el resto es 
capital suscrito. Este capital, US$ 80:000.000, deberá hacerse efectivo en diez años. Este año 2012 nos 
corresponde aportar US$ 8:000.000 al Banco del Sur, y así por diez años. 


El artículo 293 fue incluido en la Rendición de Cuentas pasada. Es una modificación sobre lo que se incluyó 
porque entendimos que había que hacer dos correcciones. Este artículo, que está vigente, estableció que 
previamente a la firma de toda operación financiera de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
que supere el monto de 85 millones de UI -monto aproximado a US$ 10:000.000-, se tiene que contar con la 
aprobación del Poder Ejecutivo, salvo para las operaciones con proveedores. Acá se están haciendo dos 
modificaciones. 


Por un lado, se está excluyendo de esta obligación a aquellos organismos que por su naturaleza son 
esencialmente financieros y, por ende, tener esta restricción previa les generaría complicaciones, por ejemplo, 
al Banco Central del Uruguay, al Banco de la República, al Banco de Seguros del Estado y al Banco 
Hipotecario del Uruguay. Se excluye a estos organismos de esa obligación en la que hoy están comprendidos, 
que les genera complicaciones. 


Por otra parte, se incluye la obligación de dar información y pedir autorización previo a las operaciones 
financieras que contraten las personas jurídicas controladas por los mencionados Entes. Las personas 
jurídicas controladas por los Entes Autónomos o Servicios Descentralizados también estarán obligadas a 
pedir autorización previo a la realización de operaciones financieras superiores a 85 millones de UI. 


SEÑOR GANDINI.- Respecto a esto último debo entender entonces que, por ejemplo, las sociedades 
anónimas en las que tiene capital mayoritario o participación accionaria mayoritaria un Ente 
Autónomo deben cumplir este requisito. Me gustaría conocer cuál es el fundamento de esto y si se 
extiende a las sociedades anónimas, sobre todo para ver si ese mismo argumento no debería extenderse 
a otros organismos u otras entidades como las personas de derecho público no estatal, donde el Estado 
también puede adquirir obligaciones, particularmente cuando estas, a su vez, son propietarias de 
sociedades anónimas, algunas de ellas con movimiento de caja muy importante. Hago este planteo para 
entender por qué se incorporan estas y no otras. 


SEÑOR BORCHARDT.- El fundamento es que de este tipo de operaciones también pueden resultar 
obligaciones que en algún momento puedan llegar a comprometer o a afectar a los Entes Autónomos. 


La propuesta del señor Diputado Gandini de hacerlo extensivo a otro tipo de figuras jurídicas perfectamente 
puede ser de recibo en cuanto a incluir dentro de esta obligación, por ejemplo, a las personas públicas no 
estatales. 


SEÑOR GANDINI.- Me interesa la respuesta. Me gustaría saber qué quiere decir esto. 


Uno piensa, por ejemplo, que la Corporación Nacional para el Desarrollo termina siendo asistida por Rentas 
Generales, y así sucedió con alguna de las empresas deficitarias que debió manejar en algún momento. A su 
vez, es la propietaria de la Corporación Vial del Uruguay, una sociedad anónima que también contrae 
obligaciones que repercuten sobre su propietario -reitero, es la CND-, que a su vez repercute sobre el Estado. 


A lo mejor el razonamiento debería llevarnos a extender esta obligación de requerir esa autorización del 
Poder Ejecutivo en todos los casos, siempre que el Estado termine siendo responsable último de cualquier 
compromiso que se contraiga. 


Si el Poder Ejecutivo está dispuesto a esto, a lo mejor habría que buscar una redacción en ese sentido. 


SEÑOR BORCHARDT.- Es de recibo la sugerencia del señor Diputado Gandini de incluir otras 
formas jurídicas y, por lo tanto, de modificar la redacción de este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad se plantea ampliar la disposición original de la Rendición de 
Cuentas del año anterior, en la que solamente los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados tenían 
esta obligación. 


En este caso sacamos a los financieros por su propia característica de tener que actuar permanentemente 
endeudándose para hacer su actividad, incluimos a las sociedades anónimas que sean controladas por estos 
Entes Autónomos y pasaríamos a ampliar a otras personas jurídicas de derecho público no estatal 


¿Ese es el planteo del señor Diputado Gandini? 
SEÑOR GANDINL.- Efectivamente. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Hay que tener en cuenta el monto del que se está hablando. Difícilmente la 
mayoría de las empresas no estatales puedan acceder a dicho monto sin requerir garantía del Estado. 
Normalmente, no pueden acceder a préstamos de esta entidad, pero sí lo pueden hacer los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados por su propio tamaño. Aquí el tamaño tiene que ver con la 
especialización de cada una de esas entidades. 


Esas entidades que se crean tienen una especialización particular y, por lo tanto, un tamaño acorde. Es difícil 
que una empresa pública de derecho privado acceda a ese tipo de financiamiento sin requerir previamente la 
autorización del Poder Ejecutivo. De cualquier manera, si la bancada del Partido Nacional quisiera incluirlo, 
estaríamos dispuestos a considerar una redacción alternativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaremos a la espera por si hay algún aditivo en este sentido. 


SEÑOR BORCHARDT.- El artículo 294 prorroga dos facultades que se tienen desde los años 2009 y 
2010, que refieren a un crédito fiscal para las instituciones de asistencia médica colectiva, las 
mutualistas. La primera norma era un crédito fiscal de hasta seis puntos del IVA y la segunda era un 
crédito fiscal equivalente al 10% de lo que estas instituciones perciben por cuota de bolsillo. Estas dos 
medidas se adoptaron en 2009 y en 2010 con el objetivo de amortiguar el traslado a precios de las subas 
de costos de las mutualistas para aquellos que deben pagársela del bolsillo. Obviamente que la 
población beneficiada por este subsidio viene decreciendo en tanto la mayor parte de los colectivos van 
entrando, gradualmente, al Fonasa. 


Esta potestad vence en diciembre de 2012 y por este artículo se está pidiendo autorización para continuar con 
estas dos facultades hasta diciembre de 2014. De no aprobarse esta norma, se aumentaría la cuota mutual 
para aquellos que la siguen pagando del bolsillo. Entendemos que es conveniente mantener esta facultad. 


El artículo 295 había sido descartado por nosotros en la comparecencia del señor Ministro, como quedó claro. 


SEÑOR GANDINI.- El artículo 295 quedó descartado en tanto el señor Ministro manifestó, 
precisamente ante mi requerimiento, que había sido redactado con anterioridad al desenlace de Pluna, 
y fundamentó su opinión en el sentido de que ninguna de las deudas que pueda mantener Pluna 
rebotarán -así lo dijo- contra el Estado. Es decir que no hay que hacer ninguna previsión legal ni 
presupuestal porque no saldrá de Rentas Generales ningún recurso para atender las consecuencias de 
Pluna. Con eso nos quedamos. Sin embargo, esa misma manifestación, que es de conocimiento público, 
generó una serie de consecuencias en el debate parlamentario que llevaron a que el Presidente de 
Ancap manifestara su disconformidad con esa solución, lo que generó una serie de idas y venidas en 
cuanto al voto de un legislador que representaba esa visión. Esta situación fue superada por un 
entendimiento, del que tomamos cuenta a través de la prensa, entre el Presidente de Ancap y el 
Presidente de la República, según el cual Ancap va a cobrar. 


En horas de la mañana de hoy escuché una extensa entrevista que hizo una emisora radial al Presidente de 
Ancap, quien fue categórico en decir que Ancap va a cobrar. Dijo que cobraría de alguno de estos dos modos: 
transfiriendo menos de lo que transfiere habitualmente a Rentas Generales, o a través de la exoneración o 
compensación por impuestos que Ancap paga por la actividad que tiene. En este argumento fue en el que 


mayormente abundó en esa entrevista -lamentablemente, no la tengo aquí porque aún no accedí a su versión 
desgrabada-, y fue muy contundente en decir que el compromiso era con el Presidente de la República y que 
tenía que ver con que esos US$ 28:000.000 -catorce de los cuales venían de antes y el resto vino en la 
siguiente etapa, cuando ya se había firmado un convenio, etcétera, con todo el tema que ya sabemos, y una 
parte, de esa solicitud del Ministerio de Economía y Finanzas de que no cortara el suministro de combustible 
en esa última etapa en que Pluna voló, pero ya sin la empresa Leadgate en su propiedad- serían restituidos, 
fundamentalmente, a través del sistema de compensaciones por no pago de impuestos que hace el organismo 
a Rentas Generales. 


Si esto es así, debemos transparentarlo porque, en todo caso, paga Rentas Generales a través del mecanismo 
que sea: una partida que se transfiere o una renuncia fiscal de recaudación equivalente. Esto debe decirse, 
porque una renuncia fiscal termina repercutiendo en el equilibrio de las cuentas públicas: aumenta el déficit, 
el endeudamiento o algo. Son US$ 28:000.000 que Rentas Generales transferirá directa o indirectamente, 
pero esto debe transparentarse, si este es un acuerdo político, que es legítimo hacer. Eso no se cuestiona. 
Podrán sacarse las conclusiones políticas que se quieran de esto, pero es legítimo hacerlo. De todas maneras, 
si repercute en las cuentas públicas, por una transferencia directa o por una transferencia indirecta a través de 
renuncia de recaudación, debe transparentarse, en el articulado o en el planillado y, por consiguiente, en el 
equilibrio que se nos presentó de origen. 


En definitiva, quiero saber hasta dónde es la posición del Ministerio de Economía y Finanzas la que se ha 
transmitido hoy como acuerdo con el Presidente de la República y el Presidente de Ancap. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El Ministerio de Economía y Finanzas fue claro en cuanto a retirar el 
artículo 295 por la simple razón de que no puede haber una refinanciación y garantizarse el pago de la 
deuda de una empresa que se ha presentado a concurso con afán de liquidación. 


Con respecto a las declaraciones, debo decir que son eso: declaraciones. En la Rendición de Cuentas no hay 
ninguna previsión al respecto. Por lo tanto, si eso debe transparentarse, como plantea el señor Diputado 
Gandini, se hará por una ley de la que tendrá conocimiento el Parlamento, pero no por medio de la Rendición 
de Cuentas. Obviamente, en las cuentas del Ente tendrá que reflejarse como una cuenta impaga, con las 
repercusiones que ello tenga en los resultados del Ente y, por consiguiente, en el pago de impuestos, 
transferencias, etcétera, de acuerdo con esas consecuencias. 


Los otros acuerdos y compromisos a que el Presidente de la República haya llegado con el Presidente del 
Ente deberán reflejarse en una norma específica de la que tendremos conocimiento en el momento adecuado. 


SEÑOR GANDINI.- Quiere decir que si no hay una norma especial en su momento, el organismo 
tendrá que transparentar en su balance ese monto como pérdida y así lo deberá registrar en sus 
estados contables. O sea: hay un deudor que no pagó sus deudas y deberá justificar por qué no lo hizo 
y por qué no tiene garantías, pero lo cierto es que en el balance deberá constar esa pérdida. Para que 
eso no suceda -según nos dijo el Director Apezteguía-, en todo caso, tendrá que venir una norma 
habilitante que permita exonerar al organismo de determinados pagos que compensen esa pérdida, 
pero eso requiere una ley. Eso es lo que entendí. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Sin ánimo de continuar un debate que la Cámara ya tuvo con motivo de la 
aprobación de la ley, me parecen interesantes las interrogantes del señor Diputado Gandini 


Seguramente, las erogaciones o gastos en los que pueda incurrir el Poder Ejecutivo, la Administración 
Central o, inclusive, el Ente Autónomo Ancap serán motivo de la Rendición de Cuentas el año próximo, 
porque los gastos y erogaciones de este año se rinden -la palabra que utilizaba el señor Diputado era 
"transparentar", que es una forma de rendir cuentas-; el Poder Ejecutivo dará cuenta en su planillado de los 
gastos y erogaciones en que haya incurrido en dicho año, y también de la forma en que se haya resuelto la 
situación de Ancap con respecto a las deudas de Pluna SA, que serán impagas producto de que se ha 
presentado a concurso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ancap, como empresa comercial tiene sus normas contables adecuadas para 
poder registrar este tipo de cosas. Deberá registrar la contingencia de no cobrar. Todavía no es una 


pérdida, tiene crédito, y va a formar parte de una masa de acreedores. Tendrá que hacer la 
contingencia correspondiente. Si no cobra, una vez que se hayan agotado las posibilidades, entonces sí 
deberá ser registrado. 


Si en el futuro hay alguna disposición de compensar a Ancap por esta pérdida, tendrá que ser a través de una 
ley. En esta Cámara acabamos de aprobar una ley que modifica la forma de calcular el IVA, que también 
implica una renuncia fiscal, que si bien no tenía nada que ver con Ancap, fue mediante una ley y quedó 
absolutamente transparente esa renuncia fiscal del Estado Central a favor de una empresa del Estado que, en 
definitiva, cuando hacemos el consolidado también forma parte del resultado fiscal del Estado. 


No veo cuál es la inquietud en este momento. 


SEÑOR GANDINI.- Es cierto lo que decía el señor Diputado Sánchez, pero si hay previsión de pagar 
debería habilitarse en esta Rendición de Cuentas que empieza a correr a partir del 1” de enero de 2013, 
salvo que sea un imprevisto o una contingencia posterior, de la que luego sí se rendirá cuentas luego. Si 
se sabe y se está dispuesto, bien puede ponerse ahora. Se nos contesta que no. Está bien. Entonces no 
está, y si viene algo, vendrá una ley. Y está bien. 


Simplemente lo pregunto porque el señor Ministro de Economía y Finanzas dijo en esta misma Sala que 
ninguna deuda rebotará contra el Estado y si este, de alguna manera, lo va a pagar, sea por ley o como fuere, 
entonces quiere decir que hay deudas que rebotan contra el Estado. Si no, tendrá que ir a pérdidas, porque por 
ese crédito que tiene la empresa contra un deudor -que es Pluna- que no existe más, tendrá que anotarse en la 
masa de acreedores en la que hay muchos antes de Ancap. Por lo tanto, todos sabemos cuál es el final de esta 
historia. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que la inquietud del señor Diputado Gandini es totalmente pertinente, entre 
otras cosas porque a raíz del proceso que se ha vivido con relación a la empresa Pluna y a la 
incorporación de este artículo N* 295, ahora descartado, obviamente han surgido versiones 
contradictorias, que han tenido como escenario esta Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda y la opinión pública. 


El señor Ministro de Economía y Finanzas, en ocasión de su comparecencia a esta Comisión, dijo que el 
Estado no se iba a hacer cargo de este pasivo, lo que suscitó una situación política que todo el país conoció. A 
raíz de eso luego se le trasmitió a la opinión pública que Ancap iba a cobrar. Creo que esa sola contradicción 
genera inquietud, pero a esa hay que agregarle otra preocupación, la de los consumidores uruguayos. Hay 
versiones insistentes según las cuales el Directorio de Ancap y el Gobierno Nacional no resuelven una rebaja 
de los combustibles, cuando el petróleo ha caído más de 25% desde los primeros días de mayo, como lo 
consigna el propio informe económico financiero que está analizando esta Comisión de Presupuestos, entre 
otras cosas por la incertidumbre que genera esta situación del pasivo de US$ 29:000.000, cuyo destino o 
resolución final se desconoce. Me parece que esa es una perspectiva que hay que incorporar al análisis. Yo la 
incorporo porque realmente no se entiende muy bien de qué manera el Directorio de Ancap -que se aprestaba 
hace no mucho tiempo a decretar una rebaja como hubiera correspondido, porque el precio del petróleo se 
desplomó en el mes de mayo, y más en el mes de junio-, a raíz de esta situación que se cruzó por el camino y 
que sin duda no estaba en las previsiones de la empresa, ha generado incertidumbre y preocupación. 


Creo que todo eso refuerza la inquietud y de pronto le da legitimidad a la misma. La información que se nos 
puede dar ahora es esta pero, obviamente, nos mantenemos en una situación y en un panorama de 
incertidumbre que no alcanza a despejar esa preocupación. 


SEÑOR GAMOU.- Recuerdo que los años 1990 y 1991 me involucré en la actividad privada, 
concretamente en un bar. En ese momento uno tenía una lista de precios de las comidas. Al principio, 
como hacemos todos los que incursionamos en esto, hacíamos la lista en una imprenta. Luego, como los 
cambios de precios venían bravos, los empezamos a hacer con lapicera, y finalmente los terminamos 
haciendo con lápiz. 


No se puede manejar una economía en base a los vaivenes que yo tenía, por ejemplo, por esos años, cuando 
cada tres semanas -o menos- me venían las nuevas listas de precios de Conaprole. 


Además, en una instancia como esta, cuando decimos que el Estado gasta alrededor de US$ 10.000:000.000 
por año, hablar de que la rebaja de los combustibles depende de una deuda de US$ 29:000.000, es un 
atentado a los conceptos macroeconómicos. 


Recuerdo de muy pocas rebajas del combustible en épocas de los partidos tradicionales. Muy pocas. De 
repente hasta soy desmemoriado. No recuerdo una. ¿Será que no hubo ninguna? 


En esto tiene que ver el precio del dólar, los vaivenes, etcétera. Como dije, yo tenía un boliche en los años 
1990-1991, pero la economía del país no se puede manejar como un boliche. 


Seremos totalitarios o no, pero lo cierto es que no podemos manejar una rebaja del precio de petróleo a partir 
de una deuda de Pluna con la empresa estatal Ancap. Sé que es muy popular decir este tipo de cosas, pero a 
mí me gustaría escuchar los fundamentos, que se hablara del sobre costo energético, del precio del dólar, de 
cuánto se importa de combustible, de cuál ha sido la variación de los combustibles en el largo plazo, pero por 
sobre todas las cosas me gustaría que se hablara de cómo hoy está la empresa Ancap y cómo estaba hace 
algunos años cuando la manejaban los catedráticos del precio del petróleo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les recuerdo que estamos analizando la Rendición de Cuentas de este 
Período y las modificaciones presupuestales hacia el próximo, y no la situación de Ancap. Les solicito 
que tratemos de centrarnos en el tema. 


SEÑOR ABDALA.- Yo creo que estamos en el tema porque estamos hablando de una disposición que 
tiene que ver con una deuda que una empresa mantiene con otra y, en definitiva, precisamente esa otra 
empresa es la que regula monopólicamente el precio de los combustibles. 


Yo no he incurrido en ninguna demagogia; simplemente, he descrito hechos. 


Hasta hace relativamente pocas semanas era inminente la rebaja de los combustibles, pero no porque la 
reclamáramos nosotros sino porque el Directorio de Ancap la estaba analizando 


En cuanto a las versiones insistentes, nosotros tenemos representación en el Directorio de Ancap y, según 
ellas, se ha convocado a una mayor cautela en función de la fragilidad en la que se encuentra la empresa 
Ancap en este momento, por distintas causas, no solo por esta deuda, y ese es un dato de la realidad. Ancap 
cerró con resultado económico negativo hace dos Ejercicios por distintas circunstancias, entre ellas, sin duda, 
la evolución del precio del petróleo. 


Una deuda de US$ 29:000.000 en los números de Ancap genera una situación de desequilibrio y de 
preocupación. Tanto es así que, inclusive -lo traía a colación el señor Presidente-, tiene media sanción un 
proyecto que todos votamos para que Ancap pueda descontar el IVA de sus compras, que representa una 
renuncia fiscal de US$ 15:000.000, y US$ 15:000.000 es bastante menos que US$ 29:000.000, pero eso 
ayudaría -y ayudará- a que Ancap pueda equilibrar sus cuentas. Si US$ 15:000.000 ayudan a que Ancap 
equilibre sus cuentas y su balance anual, con cuánta más razón US$ 29:000.000 de deuda pueden incidir 
negativamente. 


Las versiones en la empresa en el sentido de que esta situación ha retrasado los planes de trasladar a las 
tarifas la rebaja del precio del petróleo, son versiones insistentes y además tienen asidero en circunstancias de 
hecho que en el ámbito de la empresa se analizan cotidianamente. No lo estoy inventando yo. 


En el pasado se decretaron varias rebajas de los combustibles. Cuando yo fui Director de Ancap reclamé 
varias que, lamentablemente, la mayoría en aquel momento no estuvo dispuesta a conceder, a pesar de que se 
daban las circunstancias para hacerlo. Que esto también quede claro. Hoy la situación está planteada en estos 
términos, y no puede negarse. No ha habido simplemente un alivio en la cotización del precio del petróleo. 
Ha habido un derrumbe. Es cierto que el viernes el precio del barril cerró a US$ 106, pero digamos que el 
precio de referencia de Ancap es de US$ 119. Es una diferencia enormemente apreciable. 


En el mes de junio el promedio fue de US$ 96 por barril. Ancap ha tenido una ganancia muy importante, 
tanto en mayo como en junio como consecuencia de la compra del millón y medio de barriles hecha en esos 
meses, la que es habitual. 


Estos son hechos. Sé que, eventualmente, pueden generar incomodidad a más de uno, pero me parece que la 
rotundidad de los mismos, por lo menos nos habilita a traerlos a consideración de la Comisión. 


SEÑOR GAMOU.- Esto no tiene nada que ver con los artículos de la Rendición de Cuentas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos totalmente de acuerdo. 


SEÑOR GAMOU.- Ya que estamos incursionando en el tema empresas públicas, me encantaría una 
reflexión acerca de lo que se mantuvo hace una semana acá: si hubiéramos trasladado el sobrecosto 
energético del petróleo a las tarifas de UTE, las hubiéramos tenido que aumentar el cien por ciento. 


Me encanta esta hemiplejia: hay que trasladar inmediatamente a las tarifas algún "vaivencillo" del precio del 
petróleo, pero ni hablamos de trasladar a las tarifas un "vaivenazo" -más que un "vaivenazo", una montaña 
rusa- en el tema de energía eléctrica. El Gobierno no traslada ese cien por ciento que hubiera tenido que 
trasladar a las tarifas de UTE, como también es sereno y precavido en el caso de los precios del combustible. 


SEÑOR APEZTEGUIA.- El artículo 296 ya fue discutido en oportunidad de la comparecencia de las 
autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente. 


SEÑOR APEZTEGUIA.- El artículo 297 es una autorización a la Corporación Nacional para el 
Desarrollo a los efectos de ejecutar el sistema nacional de disposición final de residuos sólidos. 


Como se ve, este artículo establece el marco conceptual en que puede darse ese sistema de disposición final 
de residuos sólidos urbanos a nivel nacional. Allí se dispone que la CND podrá constituir una sociedad, que 
deberá ser de acciones nominativas y, en función de esa propiedad de la sociedad, los distintos Gobiernos 
Departamentales y UTE podrán suscribir con ella un conjunto de convenios en los cuales establezcan, por un 
lado, las condiciones en las cuales los residuos sólidos urbanos serán remitidos para el procesamiento a esa 
sociedad y, por otro lado, las condiciones en que la Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones 
Eléctricas adquirirá la energía que pudiera generarse por el tratamiento de esos residuos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Ibarra) 


En el inciso tercero se establecen las condiciones en que la CND podrá enajenar -realmente tendría que 
decir "deberá enajenar"- el cien por ciento de las acciones de la sociedad anónima, mediante subasta u otro 
procedimiento competitivo entre aquellos postulantes que reúnan condiciones técnicas y financieras para 
poder realizar el objeto de la sociedad. 


Obviamente, en el inciso cuarto se establece que la sociedad deberá cumplir con todas aquellas condiciones 
que cumple cualquiera de las sociedades. 


El inciso quinto establece que los contratos que se realicen entre esa sociedad y los Gobiernos 
Departamentales, y entre esa sociedad y la Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas, 
solamente tendrán principio de ejecución a partir de la enajenación del paquete accionario. También hace una 
previsión cuando establece: si estos contratos estuvieran, si no se hiciera la enajenación, si no apareciese un 
interesado en adquirir ese paquete accionario y realizar, en consecuencia, la actividad, entonces esos 
contratos no solo no tendrán principio de ejecución sino que tampoco se ejecutarán y se resolverán de pleno 
derecho. 


Por último, la reglamentación dispone que los términos y condiciones de los contratos a suscribirse con UTE 
y con los Gobiernos Departamentales no podrán exceder los veinte años, así como también cómo debe 
operarse la prórroga y, además, que el Poder Ejecutivo deberá establecer los términos y las condiciones en las 
cuales los terceros deberán hacer la oferta por el paquete accionario. 


Este artículo viene a resolver la modalidad en que deben operarse aquellas cuestiones que se están 
discutiendo a nivel técnico con técnicos del Congreso de Intendentes, de la OPP y de los Ministerios de 


Economía y Finanzas y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, sin perjuicio de que, en 
cada caso, la actividad que se va a desarrollar deba obtener los permisos correspondientes de cada una de 
esas autoridades, ya sean departamentales o nacionales. 


SEÑOR ASTI.- Obviamente, este artículo viene a llenar un vacío muy importante que es necesario 
resolver. No vamos a discutir la necesidad de que este tema sea encarado; esta es una de las formas 
correctas de hacerlo. 


De todos modos, quiero hacer una precisión con respecto a algunos incisos de este artículo. En el tercer 
inciso del artículo se establece que la CND podrá enajenar hasta el cien por ciento de las acciones de la 
sociedad anónima mediante subasta, y el quinto inciso señala que los contratos recién se perfeccionarán una 
vez que se haya realizado esa enajenación. Entonces, teniendo en cuenta que no se establece que la CND 
deberá vender el cien por ciento del paquete accionario, me queda la duda de si alcanza con que venda el 
80% o el 90%, o si debe vender todo para que se perfeccione, dado que en un inciso se está habilitando una 
venta que puede ser parcial, según la redacción actual, y en el penúltimo inciso se plantea que entrarán esos 
contratos a tener a ejecución a partir de que se perfeccione esa enajenación. Tendríamos que ver si es posible 
algún cambio de redacción que aclare cuál es la participación que podrá mantener la CND en esta sociedad. 


SEÑOR GANDINI.- En primer lugar, me surge la misma duda que al señor Diputado Asti, sobre todo 
cuando se nos dice que deberíamos cambiar la palabra "podrá" por "deberá". De manera que se 
establece que deberá enajenar hasta el cien por ciento, lo cual no aclara cuánto exactamente. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


En segundo término, me gustaría saber si esta formulación deja abierta la posibilidad de que la solución 
sea múltiple y diversa. En los análisis que se han hecho se habla de la posibilidad de una planta, pero también 
de varias plantas. Un factor determinante para que este sistema se pueda aplicar es el costo del transporte. No 
es lo mismo llevar los residuos de Montevideo a ciento cincuenta o doscientos kilómetros, que llevarlos a un 
punto intermedio entre Montevideo y Canelones. Si allí se ubicara el lugar en que deben depositarse los 
residuos, tampoco sería rentable ni sostenible para un departamento que está a doscientos kilómetros -por no 
decir más- traer sus residuos hasta la capital, porque si bien el sistema tiene un autofinanciamiento que no 
pesa sobre las economías departamentales, sí pesa el transporte. De hecho, Montevideo genera 2.200 
toneladas diarias de residuos. Si debe transportarlas diez o veinte kilómetros, tendrá un costo, pero si las tiene 
que transportar cien o doscientos kilómetros, será otro costo. Lo mismo vale para otros departamentos. Por lo 
tanto, en el análisis que se hace pesa también la ubicación y el transporte. Y aquí se habla de una sociedad 
anónima. La pregunta es si esa sociedad anónima puede habilitar varias soluciones o si, en realidad, se está 
pensando exclusivamente en el área metropolitana, que es la más importante en volumen y la más viable en 
el sentido de poder instalar un sistema con una generación de energía que permita sustentarlo 
económicamente. 


Entonces, no entiendo si esta formulación prevé esa solución final que a lo mejor puede ser instalar varias 
plantas en el territorio nacional, todas con el mismo involucramiento del Gobierno Nacional en su 
financiamiento, como se habló en un principio. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En mi opinión, el inciso tercero de este artículo debería establecer que la 
CND deberá enajenar el cien por ciento. Ese es el espíritu de este artículo. En los incisos quinto y sexto 
se habla de la enajenación, refiriéndose al cien por ciento, no al 1%, quedándose la CND con el 99%. 
Eso no sería posible. Y al final se hace referencia al paquete accionario. Por lo tanto, estamos hablando 
del cien por ciento. Creemos que debe establecerse que la CND deberá enajenar el total de las acciones 
nominativas de la sociedad que se cree. Se trata de una sociedad, pero el artículo no establece cuál es la 
solución. En particular, pensamos que la solución debe ser múltiple, atendiendo el área metropolitana, 
pero también otras situaciones que históricamente han estado incorrectamente solucionadas. Los 
sistemas de disposición final de residuos en las Intendencias del interior del país dejan mucho que 
desear. Basta con recorrer no solo los informes, sino también las consultorías que se han contratado a 
nivel de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, la OPP, el Plan Director de Residuos Sólidos 
Urbanos. En todos los casos se detectan dificultades para el tratamiento, que tienen que ver con las 
erogaciones que implica, pero también con una falta de cuidado o de adaptación a los cambios en la 


conciencia que estos temas han requerido. Hace unos años se pensaba que bastaba con tener una 
cantera vieja y tirar allí los residuos para hacer de esa manera una disposición final correcta. Hoy 
sabemos que eso no es así. Lo que se procura es valorizar los residuos de la mejor manera, en cada 
lugar con la solución más adecuada, que no está planteada en este artículo y que creemos que no es 
motivo legal. Obviamente, el baricentro de la masa de residuos que se produce si no está en el 
departamento de Montevideo, está muy cerca de su frontera. 


Hay que tener en cuenta que el ferrocarril es el medio de transporte de los residuos. Ningún otro podría 
competir con él. Por lo tanto, para calcular los costos del transporte hay que pensar en costos ferroviarios, 
pero también en ubicaciones que estén cercanas a la red ferroviaria. Entiendo que tendrá que haber una 
solución para el área metropolitana y alrededores. Habrá que tomar en cuenta el aspecto económico y hacer 
muy bien las cuentas, porque quizás en departamentos cercanos al área metropolitana conviene invertir en 
costos de transporte, porque de esa manera se amortiza mejor la inversión para la valorización de los residuos 
del área metropolitana. 


Hay otros departamentos, sin duda los del norte del país, para los cuales esa solución difícilmente sea 
conveniente. Habrá que pensar en soluciones para ellos. En ese sentido los Intendentes ya han avanzado en 
soluciones regionales o compartidas entre más de un departamento para mejorar los sistemas de disposición 
final, que en algunos casos no solo son complejas plantas de alta tecnología, sino sistemas de disposición 
mediante relleno sanitario en los cuales se puede obtener la valorización energética menos rentable que con 
las altas tecnologías, o es más difícil que con ellas, pero que tienen efectos ambientales y económicos 
adecuados. El caso de Maldonado es uno de los que ha funcionado con éxito. Allí la disposición final de 
residuos se hace en forma adecuada, se obtienen no solo efectos ambientales positivos sino que, inclusive, se 
llega a la comercialización de bonos carbono que ayudan al financiamiento del emprendimiento. 


SEÑOR GANDINI.- Entiendo la intención del artículo y el trabajo que se viene realizando, con todas 
las incógnitas que todavía tiene y que son lógicas, dado que el tema es muy complejo. Mi pregunta va 
en el sentido de que el inciso primero autoriza a la Corporación a constituir una sociedad anónima, el 
inciso segundo establece que esa sociedad acordará en forma directa con los Gobiernos 
Departamentales interesados y con la UTE los términos y condiciones de la recepción de residuos, y el 
inciso tercero dirá que la Corporación deberá enajenar el total de las acciones a quien gane el 
procedimiento competitivo. Todo parece indicar que esto se dilucidará en una sola operación; es decir 
que no deja abierta la posibilidad de que se acuerde la ubicación de una planta con tres Gobiernos 
Departamentales, porque eso tiene una viabilidad regional y económica, llamémosle el norte, otra 
solución para la zona metropolitana -que tiene en sí misma un volumen de residuos que supera lo que 
se ha manejado en algunas plantas que podrían estar interesadas en venir al país con uno de los 
sistemas posibles, que atiende dos mil toneladas diarias cuando solo Montevideo genera más que eso- y 
podría haber otra tercera, que atienda otra región del país. 


Ahora bien, si la solución de los Gobiernos interesados pasa por tres o cuatro alternativas diferentes -que, 
inclusive, pueden ser con sistemas de disposición de residuos distintos-, no entiendo cómo esto termina en 
una sola operación: la Corporación es dueña de todo y enajena todo, porque lo que tiene es una sola sociedad 
anónima. No sé si esto no conduce a una operación única que complique más una solución final, que uno 
imagina que pasa por alternativas todas manejables, atendiendo distintas regiones, con diversos volúmenes y 
distancias. Si fuera toda una, sería un problema. Entonces, podríamos terminar resolviendo la situación de 
Montevideo y de Canelones y postergar -quién sabe hasta cuándo- otras realidades departamentales que 
tienen la misma problemática. 


La redacción conduce a autorizar a la Corporación a formar una sociedad anónima que acuerde con los 
Gobiernos Departamentales interesados -probablemente todos lo estén, pero algunos no quieran una solución 
única- y luego, lleva a la venta por licitación del cien por ciento de esas acciones, y no deja abierta la 
posibilidad de que la Corporación constituya varias sociedades anónimas según el diseño final de la solución, 
y enajene a cada una de ellas en su realidad; a lo mejor en el plazo de un año aparece una empresa interesada 
para una zona pero no para otras, por lo que la situación se resuelve en una y en otras; se verá. Entonces, no 
parece que esta redacción deje abierta la posibilidad de que la Corporación enajene por partes ese cien por 
ciento. 


Comparto la idea de fondo y la intención que aquí se persigue, pero me preocupa que la redacción refleje 
adecuadamente estos conceptos. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- La redacción refleja el espíritu discutido: es un único emprendimiento, una 
única sociedad, que podrá tener soluciones técnicas diversas y territorialmente ubicadas en distintos 
lugares e, inclusive -agrego más-, ingresando en distintos momentos. En departamentos que tienen 
solucionado su problema, no sería razonable realizar nuevas inversiones hasta tanto no se requiera de 
ellas. Por lo tanto, los contratos con los Gobiernos Departamentales de esta sociedad deberán 
contemplar esas particularidades. 


Además, estamos convencidos de que para que esto tenga carácter nacional la solución económica debe estar 
en el paquete. No tenemos dudas de que una solución para el área metropolitana es mucho más rentable que 
para el resto de los departamentos del país. Por lo tanto, la sociedad es lo que posibilita dotar de integralidad 
a la solución y, sin duda, permitirá atender de igual forma problemas ambientales que son de iguales 
características y que deberían tener la misma importancia en todas las zonas del país. Por eso se trata de una 
sola sociedad. Tememos que lo que puede suceder con un conjunto de sociedades es que haya zonas del país 
en las cuales nadie esté interesado; que luego de interesarse en la explotación de los residuos urbanos 
altamente valorizados en el área metropolitana nadie lo esté en hacer la disposición final de los residuos, por 
ejemplo, de la ciudad de Artigas. 


Por lo tanto, cuando decimos que debe ser una sociedad es porque estamos convencidos de ello. En este 
sentido, bastan las experiencias, por ejemplo, de la OSE. No sería posible que el agua potable llegara a todo 
el país si no fuera por la influencia del área metropolitana y el departamento de Maldonado. El saneamiento 
no sería rentable en la mayoría de las ciudades del interior si el departamento de Maldonado no estuviera 
colaborando con su sistema de saneamiento, y el agua potable no permitiera generar algún tipo de subsidio 
cruzado en la propia Administración de Obras Sanitarias del Estado. Pensamos que este esquema debe ser 
similar y es lo que los técnicos deben contemplar al establecer las condiciones técnicas y financieras en que 
se deberán ejecutar esos contratos. Ese es el trabajo de este año y esta reglamentación permitirá trabajar el 
próximo año. 


SEÑOR GANDINI.- Con esta norma estamos proporcionando un marco jurídico para dar los 
primeros pasos. En algún momento se dijo que la solución de fondo va a requerir del apoyo o del 
aporte económico del Gobierno Central. Ahora bien, como aquí no viene previsión presupuestal 
alguna, la pregunta es si esa previsión -en tanto requiera recursos que supongo que le transferirá el 
Gobierno a esta sociedad anónima- vendrá en otra Rendición de Cuentas, por lo extenso que será este 
sistema, o bien se aspira a que la solución sea autofinanciada, es decir, que la financien aquellos que 
terminan ganando la licitación y operando el sistema. Me refiero a la autofinanciación por el 
mecanismo de la generación y venta de energía eléctrica, etcétera. 


En algún momento se habló de que el subsidio tendría que darlo la UTE, dando certeza del costo de la 
energía más allá del precio spot con el que compra en el mercado, sea cual fuere en ese momento, asegurando 
en determinado plazo -que puede ser de veinte años- un monto que permita al inversor un retorno adecuado. 
En ese caso, no habría recursos de Rentas Generales, pero sí una suerte de subsidio de un organismo que no 
está para eso, pero que asegura comprar energía eléctrica más cara de lo que puede comprar la energía eólica 
o la generada con biomasa, etcétera. ¿Cómo está pensado esto? ¿Se piensa otorgar recursos por otra ley, en 
otra Rendición de Cuentas, o se espera que el sistema se autofinancie, sin necesidad de aportes de Rentas 
Generales o de la UTE? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Bueno: ese es el sueño del pibe. Si eso fuera posible, aquí terminaría la 
historia de la participación del Parlamento. Si no fuera así, en caso de que los números indiquen lo 
contrario, en la próxima Rendición de Cuentas deberá venir una previsión presupuestal que permita 
colaborar con el financiamiento del sistema. Sabemos poco sobre qué pasará en los próximos veinte 
años a este respecto. Desde el Ministerio de Economía y Finanzas no pensamos que deba ser UTE -pero 
hay visiones distintas en ese sentido- la que asegure un precio de compra que financie el paquete. 
Creemos que, como bien decía el señor Diputado Gandini, UTE tiene otra función; y si es necesario que 
esta actividad reciba un aporte expreso del Estado, el subsidio debe ser reflejado claramente e 


integrado a la discusión de cuáles son las transferencias que el Gobierno Central realiza hacia los 
Gobiernos Departamentales, debate que deberá darse nuevamente allá, por junio o julio del año 2015. 


SEÑOR SANDER.- El jueves pasado, cuando cerramos la sesión a la hora 18, habían quedado 
pendientes tres preguntas para hacer al señor Ministro de Economía y Finanzas. Refieren a temas 
generales de la Rendición de Cuentas, por lo que me gustaría poder hacérselas al Director General y al 
equipo que lo acompaña. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La delegación del Ministerio dijo, al principio de la sesión -creo que todavía 
no estaba presente el señor Diputado Sander-, que hablaría primero de estos artículos y luego del 
artículo 260, que también había quedado pendiente y que, por la propia intervención de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo, estaba vinculado. Si el señor Diputado Sander está de 
acuerdo, terminaríamos primero con la presentación de los artículos por parte de la delegación y luego 
él podrá hacer esas preguntas generales. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 260 establece lo siguiente: "Autorízase al Poder Ejecutivo a 
transferir a la Administración de Ferrocarriles del Estado (A.F.E.), los montos necesarios para hacer 
frente a los compromisos asumidos por concepto de contrapartida nacional de los proyectos de 
rehabilitación de vías férreas propiedad del Ente, financiados parcialmente por el Fondo de 
Convergencia Estructural del Mercosur (FOCEM)". En ese sentido, se asigna a los fines autorizados 
una partida anual de $ 160:000.000. 


Como saben los señores Diputados, al Fondo de Convergencia Estructural del Mercosur -lo que llamamos 
FOCEM 1- se ha presentado el proyecto de la segunda etapa de rehabilitación vial entre la localidad de 
Pintado y la ciudad de Rivera, y la donación que realiza el Fondo de Convergencia Estructural del Mercosur 
requiere de una contrapartida nacional. En este caso, como se trata de obras de infraestructura ferroviaria y en 
este país de acuerdo a la legislación vigente estas son propiedad de la Administración de Ferrocarriles del 
Estado, se otorga, vía esta Rendición de Cuentas, una partida anual a la Administración de Ferrocarriles del 
Estado, a los efectos de que pueda atender dicha contrapartida nacional. 


Ahora bien, por disposición de la Ley_N” 17.930 y del decreto reglamentario que salió sobre fines del año 
pasado, se establece la creación de una sociedad anónima operadora de los servicios ferroviarios de 
transporte de carga, constituida en un 51% por AFE y en un 49% por la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. En esa sociedad, se establece que los aportes al capital social de la Administración de 
Ferrocarriles del Estado podrán hacerse mediante la integración de bienes que requiera esa sociedad y de esta 
manera se establece que el aporte de los $ 160:000.000 anuales pueda ser reintegrado mediante más aporte de 
bienes a esa sociedad y que eso sea considerado como parte del aporte de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. Esta es una primera etapa. 


Atrás de FOCEM I vendrá FOCEM Il, porque ya está la negociación avanzada -por montos aun superiores- 
para la rehabilitación de otros tramos viales y, por cierto, en la órbita del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, de la CND y de AFE se viene trabajando en la construcción de esa operadora ferroviaria. Este 
artículo viene a solucionar adecuadamente la forma en la cual se realiza la integración de capital en esa 
sociedad y la forma en la cual se financia algo que la Administración de Ferrocarriles del Estado, por sí sola, 
no puede hacer. De la misma manera que en este Parlamento se votan las partidas presupuestales para el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y se subsidia a la vialidad nacional se está estableciendo una 
suerte de subsidio a la infraestructura ferroviaria que, en este caso, está a cargo de un ente. 


En el futuro, esperamos tener una operadora ferroviaria que con los bienes aportados y con su propia 
actividad pueda realizar una explotación eficiente de los servicios de transporte y una Administración de 
Ferrocarriles del Estado que con las partidas que requiera del Presupuesto Nacional pueda realizar un 
mantenimiento, tener en un estado adecuado la red ferroviaria nacional en la que la operadora deberá actuar y 
pagar los peajes correspondientes. 


SEÑOR GANDINI.- Este artículo es, como se decía recién, la primera etapa de un proceso que se ha 
resuelto seguir adelante para recuperar el ferrocarril, mediante una formulación diferente: una 
empresa mixta. Sin embargo, quisiera conocer la opinión del Ministerio de Economía y Finanzas 


respecto a un tema sobre el que, obviamente, volveremos en los próximos días, cuando comparezca 
AFE. 


Me preocupa que el nuevo Presidente del organismo, el señor Jorge Setelich, dijera públicamente al diario 
"El Observador", el 3 de julio de este año, refiriéndose a la Rendición de Cuentas: "La reactivación del 
ferrocarril dejó de ser una de las prioridades de este gobierno". Más adelante, dice: "El mensaje de la 
Rendición fue muy claro. Se pasa de un discurso genérico de apoyo al ferrocarril, a una situación donde el 
desarrollo del ferrocarril no está próximo". Agregó que fue un "golpe duro" porque somete la "gestión del 
ente" durante los próximos dos años a una "parálisis". Y la frase que viene, desde el punto de vista 
presupuestal, es relevante: "Vamos a continuar administrando la miseria y tirando dinero a la basura". 


Cuando uno está analizando el Presupuesto Nacional y estudia estos compromisos que asume el Gobierno, 
defiende el Ministerio de Economía y Finanzas y debe aprobar el Parlamento, y ve que el Presidente del 
organismo, recientemente designado, dice que esto es tirar la plata a la basura, se da cuenta de que hay algo 
que anda mal: o el Presidente del Ente está en un lugar que no debe y pusieron a la persona equivocada o bien 
el Gobierno efectivamente está disponiendo tirar la plata a la basura. ¿Vamos a darle dinero a una persona 
para que lo ejecute, cuando piensa que lo vamos a tirar a la basura? 


Me gustaría conocer la opinión del Ministerio de Economía y Finanzas, porque luego se la requeriremos 
también al Presidente del Ente cuando venga a esta Comisión, en los próximos días, acompañando al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Es una afirmación muy fuerte, dicha por alguien que tiene una 
responsabilidad recientemente asumida. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En primer lugar, no me hago cargo de declaraciones de prensa. 


En segundo término, esta es una parte de las partidas que el Poder Ejecutivo aporta para el cumplimiento de 
su proyecto ferroviario. Entre FOCEM I y FOCEM Il -sobre el que tendrá que venir algún artículo en la 
próxima Rendición de Cuentas-, estamos hablando de una inversión de US$ 200:000.000 directamente 
destinada a infraestructura ferroviaria no rodante. A eso debe sumarse el subsidio, que está establecido en la 
Ley de Presupuesto y que recibe la Administración de Ferrocarriles del Estado. En estos momentos se están 
discutiendo las condiciones por las cuales ya el presupuesto de este año de la Administración de Ferrocarriles 
del Estado puede tener un mejor desarrollo para la adaptación de la infraestructura vial y, por supuesto, 
también el proyecto de presupuesto del año 2013, que debe ser presentado por AFE -si no me equivoco- antes 
del 31 de julio, y que luego tendrá que ser aprobado por el Poder Ejecutivo. Por lo tanto, esto es solo una 
parte de la película. Otra parte de la película está en el propio presupuesto de AFE; otra parte de la película 
está en el propio presupuesto del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que recientemente ha recibido 
un incremento de rubros para atender los proyectos de consultoría, tanto en lo que tiene que ver con la 
infraestructura ferroviaria como en el funcionamiento de la operadora. Otra, tiene que ver con aquellos 
financiamientos que la propia operadora pueda obtener porque, al moverse en el derecho privado y tener, 
además, la posibilidad de realizar contratos de carga a largo plazo, seguramente podrá acceder a alguna forma 
de financiamiento que le permita manejar el material rodante. 


Ese es el paquete del proyecto ferroviario, que estamos convencidos que es una prioridad para el Gobierno y 
que se refleja en los números. Estamos hablando de FOCEM 1 y de FOCEM Il, de US$ 200:000.000; 
estamos hablando de US$ 30:000.000 que se terminaron de ejecutar en este período; estamos hablando de 
transferencias al Ente del orden de los US$ 15:000.000 anuales, que se podrían incrementar en 2012 y 2013; 
estamos hablando de inversión en el material rodante a cargo de la operadora. Ese es el paquete tal como lo 
vemos desde el Ministerio. Los detalles de dónde se aplica ese dinero específicamente, corresponden al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR ABDALA.- Por lo que dice el profesor Apezteguía, advierto que esta es una parte de un 
paquete más amplio y más complejo, con distintas fuentes de financiamiento. 


He visto alguna información de parte de la Unión Ferroviaria, que ha sido muy crítica en cuanto a la 
inversión que se ha desarrollado en el tramo Pintado-Rivera. Allí se habla de una inversión total de 

US$ 60:000.000 y supongo que una parte será por la vía del financiamiento externo y otra por la 
contrapartida nacional. Por lo tanto, me gustaría saber a cuánto ascendería el monto de la inversión, o de las 


sucesivas inversiones, que eventualmente tenga previsto realizar el Estado, a los efectos de la concreción de 
estas obras de infraestructura en el sistema ferroviario en su conjunto. ¿Esto se incluye en la Rendición de 
Cuentas y simplemente es un adelanto de algo que tendrá el correlato de nuevas inversiones que realizará el 
Estado o de nuevas contrapartidas de otros créditos internacionales, o, en todo caso, el resto quedará librado a 
la inversión privada por la vía de la Corporación Ferroviaria? Pregunto esto porque resulta un poco complejo 
advertir cuál es la solución de conjunto. 


La otra pregunta es con relación al inciso tercero. Allí se habla de que AFE compensará estos créditos con la 
integración de bienes que forman parte de su patrimonio. No sé qué quiere decir eso, cómo se implementa o 
cómo se materializa. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Sin que nos competa entrar en la complejidad que tiene el transporte 
ferroviario, nosotros decíamos que esta era una parte de la película que se reflejaba en este 
Presupuesto. En la Ley de Presupuesto Nacional están reflejados los subsidios que recibe AFE, con la 
posibilidad de ampliación que tiene el Poder Ejecutivo. 


Por otra parte, el artículo 260 establece el monto de la contrapartida nacional al aporte del Fondo de 
Convergencia Estructural del Mercosur, lo que nosotros llamábamos FOCEM I. Acá hay una contrapartida 
nacional del orden de los US$ 24:000.000 -o un poco menos- y hay otros US$ 50:000.000 que aporta el 
Fondo del Mercosur. En cuanto al FOCEM IL, hablamos de una cifra de US$ 83:000.000 por parte del 
Mercosur más US$ 44:000.000, que deberán ser reflejados en la Rendición de Cuentas del próximo año. El 
FOCEM aprueba los recursos, hay que hacer las negociaciones, elaborar los pliegos y tener claro el proyecto 
para poder ajustar los montos de la contrapartida nacional. 


Como bien decía el señor Diputado, a esto se suma una inversión que se realizó entre 2009, 2010 y alguna 
parte de 2011, de unos US$ 60:000.000, de los cuales US$ 30:000.000 estaban en alguna Rendición de 
Cuentas del período pasado y otros US$ 30:000.000 corresponden, en números redondos, a una compra de 
rieles rusos que había realizado la Administración de Ferrocarriles del Estado y que se integraron a la obra. 
En aquel momento, el Ministerio de Economía y Finanzas comparó las ofertas privadas y las ofertas de estas 
obras, que fueron realizadas bajo la supervisión y la dirección de técnicos y funcionarios de AFE, para lo 
cual, en su momento, la Unión Ferroviaria manifestó su acuerdo y trabajó para que fuera así. Por lo tanto, me 
asombra el comentario de que esta no sería una obra adecuada, porque estuvo bajo la conducción de 
funcionarios y técnicos de AFE. Recuerdo que esa no era la posición del Ministerio de Economía y Finanzas 
al respecto y que en aquel momento, a los efectos de la comparación de ofertas, pidió que se integraran los 
bienes que ya estaban en propiedad de AFE y que iban a ser incorporados a las obras. 


Con todo eso se alcanza la suma de US$ 60:000.000. Estamos hablando, entonces, de US$ 260:000.000 y de 
que se pueda realizar un proyecto de participación público- privada difícil de estimar -seguramente, por 
encima de los US$ 150:000.000-, en un proceso que deberá continuar al del establecido en el artículo 260 y 
en el 260 que vendrá en la próxima Rendición de Cuentas 


Por lo tanto, debemos estar hablando de una inversión para el ferrocarril, en este quinquenio, del orden de los 
US$ 400:000.000 o US$ 450:000.000. 


SEÑOR SANDER.- Si analizamos las proyecciones que se hacen en las páginas 81 y 95 del Mensaje, 
advertimos que se dice que el tipo de cambio tendrá una variación de 7,9%. Si tomamos el dólar base 
de diciembre, que era de $ 19,30 y le aplicamos ese 7,9% que está en la página 81, nos da un dólar de 
$ 20,82 para 2012. Si tenemos en cuenta que hoy el dólar está por encima de los $ 22, no se estaría 
cumpliendo el supuesto del tipo de cambio en el escenario macroeconómico. Quiero saber cuál es el 
impacto. Si el equipo económico mantiene esa previsión, entonces, entenderíamos que el dólar tendería 
a la baja a diciembre de 2012 


Si sumamos a esto las últimas novedades que tenemos de Argentina, donde el dólar paralelo está casi a $ 7 
argentinos, sería bueno saber cómo podría impactar eso en estos cuadros que, en definitiva, son la base del 
Presupuesto, como decía el señor Ministro. 


En el cuadro de la página 95, la proyección del BPS salta de 6,6% en los ingresos del sector público no 
financiero y eso es un poco menor a lo que vino en la página 72, de 2010, que hablaba de un 6,9%. Ahora, el 


crecimiento va a ser de 7,3%. Eso quiere decir que la recaudación del BPS va a aumentar un 7,3%, cuando la 
ocupación de las personas va a aumentar un 1,5%, según la página 81. Entonces, acá tenemos que el BPS va 
a crecer por encima del Producto Bruto Interno, y no sabemos bien cuál es la estimación. Queremos 
preguntarle al equipo económico si va a haber un mayor incremento de aportantes al BPS, que está en un 
número récord de 1:400.000. Asimismo, tomando en cuenta las pasividades, en el año 2010 se estimaba 9 
puntos de egresos para el año 2012, y acá se habla de 9,2 para 2012, pero para los años subsiguientes el 
crecimiento es prácticamente nulo. Sin embargo, sabemos que año a año está egresando mucha gente con la 
nueva ley de pasividades que rebajó la cantidad de años. Por lo tanto, queremos saber si esa cifra es 
sostenible o se irá adecuando con cada Rendición de Cuentas. De lo contrario, habría una diferencia en los 
egresos de unos cuantos millones de dólares. 


El otro día quisimos formular una pregunta al Ministro, pero no encontramos el artículo de prensa 
correspondiente, que es de 19 de abril de 2012. El artículo dice: "[...] Lo que no se registra en las finanzas 
públicas es el efecto de la indexación en el capital que se adeuda". Esto es de la deuda emitida en pesos por el 
Estado. Además, dice: "[...] Este reajuste de la deuda no se mide a los efectos de evaluar la seriedad fiscal del 
gobierno en 2012 pero es una obligación que se comprometió y ocurrió en ese año". Asimismo, dice: "[...] La 
magnitud involucrada es grande. Un primer número se puede apreciar viendo el stock de $ 185.000 millones 
de deuda en moneda nacional del Gobierno Central a finales de marzo de 2012. Del mismo, la parte en UI 
llega a $ 160.000 millones, por lo que si la inflación prevista para los siguientes 12 meses es de 7,5% 
entonces hay un conjunto de 'intereses' no registrados en el próximo año" -o sea para 2012- "por $ 12.000 
millones." Si a esto le sumamos que también tenemos unos $ 25.000:000 emitidos en otros bonos, se 
generaría un interés de 10%. El artículo dice: "[...] Sumando los dos conceptos se llega a aproximadamente 

$ 14.500 millones (más de US$ 740 millones al tipo de cambio actual). En comparación con un PIB 
proyectado para el año en US$ 49.000 millones, representa una carga de intereses devengados y no 
registrados del 1,5% del PIB". Aclaro que me refiero al año 2012, o por lo menos al balance del año 2012. 


En ese sentido, quiero saber cómo hará el Gobierno, es decir si lo irá contabilizando al vencimiento, ya que 
prácticamente la mitad de la deuda de Uruguay está nominada en pesos. Reitero que quisimos hacer esta 
pregunta al señor Ministro, pero no encontramos el artículo de prensa. Ahora, lo tengo en mi poder y habla de 
intereses de aproximadamente $ 14.500:000.000, unos US$ 740:000.000, que no estarían registrados para el 
año 2012. 


La otra pregunta que quedó trunca, refiere al artículo 143, que otorga beneficios a los deudores de Dinamige 
en lo que tiene que ver con las canteras. En base a esto, propongo brindar la misma posibilidad a los deudores 
del impuesto de Primaria -prácticamente son el 50%- y por una sola vez sacar las multas y recargos. Pienso 
que de esta forma el Gobierno podría recuperar una masa muy importante de dinero, que estimo que es de 
alrededor de US$ 50:000.000. Viendo que en el artículo 143 se da facilidades de pago a deudores que son 
empresas, por qué no darlas a deudores que son familias. De esta manera podríamos incorporar esta 
propuesta. Quiero aclarar que en la Comisión de Hacienda la bancada de Gobierno rechazó una iniciativa del 
señor Diputado Abdala en ese sentido. Por lo tanto, en base a este artículo 143 se podría agregar un beneficio 
para todos los deudores del impuesto de Primaria, que creo que sería muy bien recibido. Además, el Gobierno 
podría recuperar una gran partida de dinero para sumar a su presupuesto. 


SEÑOR BORCHARDT.- En cuanto al tipo de cambio, debo decir que lo que nosotros consideramos en 
el escenario macro económico es una previsión, una estimación, un marco de consistencia general. Por 
lo tanto, lo que procura es dar una estabilidad y una previsión global para los próximos años. Es decir 
que los cambios recientes ocurridos en Argentina no nos pueden llevar a cambiar las previsiones que 
estamos considerando. Por este motivo, la respuesta a la pregunta es que mantenemos las mismas 
proyecciones que estábamos considerando al momento de elaborar la Rendición de Cuentas, hace 
apenas veinte o treinta días. Obviamente, el tipo de cambio tiene volatilidad y fluctuaciones. No 
estamos tratando de adivinar cuál va a ser la senda del tipo de cambio, sino que procuramos elaborar 
una proyección consistente entre salarios, tipo de cambio y producto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una aclaración para que conste en la versión taquigráfica. ¿Sobre qué tipo de 
dólar se estima esta evolución? ¿Sobre el interbancario? 


SEÑOR BORCHARDT.- Sí, señor Presidente. 


En cuanto a los ingresos y egresos del Banco de Previsión Social, puedo decir que efectivamente en la 
proyección de egresos hay un incremento importante, como fue apreciado por el señor Diputado Sander. 
Estos datos corresponden a lo que está pasando realmente en los meses transcurridos del año 2012 y, como se 
puede ver, para adelante se prevé una proyección relativamente estable con un muy ligero crecimiento del 
Banco de Previsión Social. Esto tiene que ver también con la recaudación, no solo por mayor empleo y 
mayor salario, sino por la incorporación de otros colectivos al Fonasa que también se consideran ingresos al 
BPS, en la forma en que está presentada aquí. Por eso, hacia adelante, en forma más conservadora, lo hicimos 
evolucionar solamente por empleo y salarios. 


Con respecto a los egresos, efectivamente en el presente año ha habido un incremento importante -lo 
señalamos en nuestra anterior comparecencia- bastante mayor que lo que habíamos estimado en un principio 
por la ley que flexibilizó el acceso a la jubilación. De acuerdo con lo que nos informaron, las autoridades del 
BPS estiman que el efecto más importante ya se habría verificado y entienden que no se daría esta situación 
en el futuro. Hacemos confianza en los técnicos y autoridades de BPS que han evaluado la situación. En ese 
sentido, estamos reflejando el salto de aumento de egresos hasta ahora, pero no lo hacemos para adelante por 
el efecto de la flexibilización en el acceso a la jubilación. 


Con relación a la Ul, creo que el señor Ministro había dado alguna explicación al respecto. Nosotros 
seguimos la metodología habitual en la que se considera que el cambio de valor de la Unidad Indexada o el 
cambio del valor del dólar -también hay bonos en dólares- no se considera dentro del resultado fiscal. Lo que 
se considera dentro del resultado fiscal son los intereses nominados, tanto en Unidades Indexadas como en 
dólares. Hay un efecto patrimonial en cuanto a que lo que se va a tener que pagar en cantidad es mayor, pero 
de acuerdo con la metodología habitual y estándar aplicada por los organismos rectores en la materia, 
entendemos que esto no afecta el resultado fiscal, que solamente refleja lo que corresponde a intereses. Sí 
afecta la necesidad de financiamiento y está reflejado en las proyecciones. Si mencionáramos la Ul -es más 
fácil conocer una previsión-, también tendríamos que considerar el tipo de cambio con la volatilidad y las 
complicaciones que genera. En definitiva, en esto estamos aplicando estrictamente las metodologías estándar 
en materia de cómo calcular el resultado fiscal. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En cuanto a la pregunta que refiere a Dinamige, si no entendí mal no hay 
problema con el artículo, sino que el señor Diputado Sander se inspiró en el artículo y propone 
exonerar de otras multas y recargos y hacer otras financiaciones. 


Obviamente, es un tema discutible, que no está en la iniciativa del Poder Ejecutivo. Como el señor Diputado 
Sander sabe, se trata de recursos que van directamente a la Administración Nacional de Educación Pública y 
forman parte del presupuesto de la enseñanza. Quizás debería realizar esa propuesta a las autoridades del 
Codicen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos finalizado el capítulo referido al Ministerio de Economía y Finanzas. 
Queda pendiente un asunto hasta que recibamos el dictamen del Tribunal de Cuentas sobre la 
ejecución presupuestal del año 2011. Hemos insistido varias veces en la entrega de este documento, 
pero no estaría pronto antes del fin de semana. Cuando lo recibamos, se lo enviaremos. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Queremos proponer a la Comisión un artículo relativo a la vinculación entre 
el secreto tributario y el secreto estadístico y a la forma de poder utilizar la información que posee la 
Dirección General Impositiva con fines estadísticos por parte del sistema estadístico nacional. 


Si se nos permite, el contador Serra podrá dar una explicación al respecto y dejaremos un texto posible de ese 
artículo para su discusión en esta Comisión. 


SEÑOR GANDINI.- Previamente, quiero formular un par de inquietudes -sobre diferentes temas-, que 
había dejado para exponer cuando se hiciera referencia a algunos aspectos en general. 


Hace algunos días, llegó a la Comisión de Hacienda y Presupuesto de la Asamblea General -que jamás se 
reúne- un proyecto de presupuesto operativo vinculado con la Administración Nacional de Correos. Si mal no 
recuerdo, desde la Ley de Presupuestos la Administración Nacional de Correos recibe una partida anual de 
subsidios establecida, formal, de $ 300:000.000; creo que para todos los ejercicios. A su vez, llega al 


Parlamento una aprobación por parte del Ministerio de Economía y Finanzas de un subsidio suplementario, 
un financiamiento extraordinario de Rentas Generales bastante importante -más o menos otro monto-, de 
aproximadamente $ 225:000.000, más otros $ 261:000.000 por deudas con organismos internacionales. 
Como las transferencias, en general, son importantes, pero son muy importantes para la Administración 
Nacional de Correos, que ha tenido un subsidio permanente establecido por la Rendición de Cuentas, pero en 
este año se duplica, queremos conocer la opinión del Ministerio de Economía y Finanzas. Hemos estado 
mirando las transferencias que se dan a los Entes Autónomos deficitarios y advertimos que son importantes. 
Cuando uno observa los aportes de capital que debieron hacerse en PLUNA o cuando uno mira a AFE -sobre 
la que hablamos recién- y advierte que Entes Autónomos de tipo industrial y comercial, como el Correo, 
reciben esta atención tan importante, empieza a considerar que hay que hacer algunos tratamientos de fondo 
en estas empresas que están siendo subsidiadas de distinto modo; el Correo ya lo tiene por medio de una tasa 
postal, que será incrementada por una nueva normativa que se está estudiando en el Senado. Entonces, para 
este ejercicio que corre hubo una autorización extraordinaria para poder hacer frente a una déficit no previsto. 
Quiero conocer una opinión al respecto. 


La siguiente consulta tiene que ver con la puesta en funcionamiento de la Agencia Nacional para el 
Desarrollo. La Agencia se vincula con el Poder Ejecutivo y, por lo tanto, con el Parlamento, a través del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Fue aprobada en el año 2009, con un apoyo político importante. Forma 
parte de un diseño de desarrollo estratégico del país; por ahí se quiere canalizar buena parte del 
"emprendedurismo". Hoy, buena parte de ello lo hace la Corporación Nacional para el Desarrollo, pero se 
tomó la decisión política de llevar eso a una agencia que funcionará con la independencia necesaria, a la que 
se le transferirán recursos humanos y económicos varios organismos. Todo eso se ha hecho: la previsión que 
la ley establece de transferir un 40% de los recursos de la Corporación Nacional para el Desarrollo, la 
capacitación del personal adecuado, la transferencia de los programas. Todo eso está previsto, incluyendo el 
espacio físico en el que va a funcionar. Se han dado todos los pasos y estamos a casi tres años de lo que se 
manejó que era un factor determinante para apuntalar el desarrollo nacional por medio del apoyo a pequeñas 
empresas emprendedoras en el país. Se entendió que se debía sacar ese aspecto de la Corporación Nacional 
para el Desarrollo y desarrollarlo en una agencia especializada. En ese sentido, se apoyó, se complementó, 
pero no se ha constituido su autoridad, que es lo que se requiere para comenzar a funcionar. Como depende 
del Ministerio de Economía y Finanzas, queremos preguntar en qué situación está. Lo vamos a preguntar a la 
Corporación Nacional para el Desarrollo, pero me temo que la decisión o indecisión está en el ámbito del 
Poder Ejecutivo; quiero confirmarlo. 


SEÑOR BORCHARDT.- En cuanto al subsidio de la Administración Nacional de Correos, 
efectivamente, es del orden de los $ 300:000.000; me parece que el monto establecido en el Presupuesto 
es de $ 312:000.000. Allí, se había fijado como línea de base lo que había recibido cada institución en el 
año 2009. Entonces, cuando se aprobó el Presupuesto, ya había cierto rezago. 


Es una institución claramente deficitaria. Lo que se ha planteado es un incremento del subsidio, que el año 
pasado se hizo por la vía del refuerzo de rubro, como está detallado en los últimos cuadros. El año pasado, el 
Correo recibió refuerzos aun mayores a los que recibiría este año. 


El año pasado, para la operativa normal del Correo, se requirió un monto adicional a los $ 300:000.000 o 
$ 312:000.000; fue de $ 337:000.000 de subsidio. Para este año, está planteada una leve reducción de ese 
monto de subsidio, en parte, porque está recibiendo lo que cobra por el servicio postal universal y por el 
esfuerzo de ordenamiento interno. 


Además, se debe tener en cuenta que el año pasado el Correo recibió una transferencia adicional de 

$ 137:000.000 -mucha plata- para hacer frente a deudas que todavía tenía con algunos bancos desde el año 
2002. Entonces, en realidad, el subsidio del año pasado del Correo fue bien importante; este año, pensamos 
en un monto de subsidio menor -seguramente es al que hace referencia el señor Diputado Gandini-, pero con 
un incremento importante con respecto a la partida que tiene. 


Infiero la motivación de esa nota. Para aprobar los Presupuestos, el Tribunal de Cuentas planteaba cómo se 
demostraría que realmente se haría efectiva una transferencia mayor que los subsidios aprobados. Por eso, 
dentro de la normativa existente, comprometimos un monto del subsidio acorde a lo que estaba previsto en el 
Presupuesto del Ente, sobre la base de las normas de refuerzo de rubros, que es lo que estamos aplicando. 


SEÑOR GANDINI.- Quiere decir que el año pasado el Correo recibió un subsidio, entre el aprobado 
de modo corriente y el extraordinario, de aproximadamente US$ 30:000.000, $ 600:000.000. O sea que 
tenemos un correo nacional que está en esa pérdida anual. 


Entonces, tenemos un organismo público que para que reparta correspondencia hay que poner más de 
US$ 2:000.000 por mes. Esta es la conclusión. Aunque este año disminuyan un poco, por los números que 
están aquí, igual pasarán los US$ 25:000.000, lo que es llamativo. Es un tema que merece un estudio 
particular. 


SEÑOR GAMOU.- Creo que acá está medio subyaciendo una discusión que debemos tener. Esto que 
vamos a aprobar es la Rendición de Cuentas del Poder Ejecutivo. No estamos en un Estado de antes de 
Garibaldi, en la Italia aquella que tenía el Reino de Florencia, Nápoles, el Ducado de Milán, etcétera. 
No hay que concebir al Estado como un conjunto de empresas públicas en el que cada una tiene su 
propio interés, sino que todas deben buscar la eficacia de lograr la mayor y mejor cantidad de servicios 
para todos los uruguayos. Si vamos a hablar de empresas públicas, podría decir, con un concepto 
similar, que al Metro de Tokio lo tienen que eliminar porque hoy tiene un déficit superior al Producto 
Bruto Interno uruguayo. 


Por lo tanto, estamos discutiendo en términos generales la Rendición de Cuentas del Estado. No estamos 
hablando de feudos que son las empresas públicas. A algunas las tenemos que subsidiar y otras tienen que 
brindar sus ganancias a Rentas Generales. Lo importante es que el promedio salga bien y creo que ha venido 
saliendo muy bien. 


SEÑOR GANDINI.- Deseo hacer una aclaración. Mi intervención refiere a la Rendición de Cuentas. 
No estoy hablando de feudos ni de no sé qué época de Garibaldi. Estoy diciendo que en el Ejercicio que 
estamos considerando hay una transferencia de recursos de Rentas Generales -que, por supuesto, 
vienen en el Presupuesto del Gobierno central- a una empresa pública. Nosotros no aprobamos el 
presupuesto de las empresas públicas; lo hace la OPP. Cuando hay algún elemento de discrepancia 
entre ambos organismos, según la Constitución de la República, se informa al Parlamento. Se repartió 
un informe de la Asamblea General -Repartido N* 137 del 9 de mayo de 2012- que da cuenta de lo que 
estoy diciendo 


En el planillado de esta Rendición de Cuentas viene la transferencia ordinaria y la transferencia 
extraordinaria. Estoy confirmando eso porque, además, no se reunió la Asamblea General en la que la 
oposición no tiene mayoría, y la mayoría parlamentaria simplemente opta por no citarla y dejar vencer los 
plazos. No hay manera -lo he pedido por carta- de que se reúna esta Comisión; no lo hace. Nos aplican la 
mayoría y ni siquiera se la convoca. Entonces, aprovecho esta ocasión para confirmar los datos y la 
confirmación que se me da es que del Presupuesto nacional de gastos e ingresos de la nación, del país, del 
Estado, hoy se transfiere a la empresa pública Administración Nacional de Correos más que antes. Diganme 
si no es correcto. Cada vez es más deficitaria la Administración Nacional de Correos, que de paso está en 
conflicto y no reparte las cartas, es decir, bloquea la distribución de cartas que llegan desde el exterior, pero 
le transferimos alrededor de US$ 30:000.000 por año. A mí, como parlamentario que analiza el Presupuesto 
del Estado, me preocupa que tengamos una empresa pública de esas características a la que tenemos que dar 
US$ 30:000.000 por año. 


Es bueno que esto se sepa y se transparente, ya que lo vamos a aprobar. En la Rendición de Cuentas se 
aprobará esto aunque no esté en ningún artículo. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Efectivamente, en la ley de creación de la Agencia Nacional de Desarrollo del 
año 2009 se establece que no depende del Ministerio de Economía y Finanzas, sino que se comunica 
con el Poder Ejecutivo por intermedio de este Ministerio. Pero debería cumplir con los lineamientos 
establecidos por el Gabinete productivo; así lo establece la ley. 


Desde el Ministerio de Economía y Finanzas hemos venido introduciendo en las sucesivas Rendiciones de 
Cuentas algunos artículos que nos han permitido comenzar a separar claramente lo que es la administración 
de la ANDE de la administración de la CND, inclusive estableciendo -con la partición del capital y de los 


activos de la Corporación- qué debía acreditarse a cada una de esas partes, a efectos de no ir incidiendo en 
unas por actividades que corresponden a otras. 


Creemos que los programas que corresponden a la Agencia Nacional de Desarrollo los viene manteniendo la 
Dirección provisoria de la ANDE, que es la misma que la de la CND. Obviamente, hay una decisión del 
Poder Ejecutivo de no designar a nuevos miembros para el funcionamiento de la Agencia Nacional de 
Desarrollo. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- La ley de creación de la ANDE no solo establece cuáles son los recursos que tiene 
que transferir la Corporación Nacional para el Desarrollo de su patrimonio, sino que también 
determina que hasta tanto no se nombre el Directorio de la ANDE, su Directorio será el de la CND. 


Por lo tanto, más allá de que no haya nombramiento, ANDE existe y funciona con un Directorio que es el 
mismo que el de la Corporación. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Efectivamente es así. La ANDE existe. Se han tomado las previsiones desde el 
punto de vista presupuestal para que tengan presupuestos distintos. Así está reflejado en los balances. 
El Directorio de la ANDE y el de la CND es el mismo. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces, supongo que en algún momento el Poder Ejecutivo se propondrá 
derogar la ley de creación de la Agencia. Hoy, la Agencia no funciona; funciona la función de la 
Agencia en manos de otra agencia. Es una ficción decir que hoy la ANDE funciona; funciona la 
Corporación Nacional para el Desarrollo que tiene un departamento que cumple esas tareas. Pero no 
hay dos Directorios; hay uno solo. Digamos las cosas como son: no hay una Agencia Nacional de 
Desarrollo porque el Gobierno no se dispone a nombrar su Directorio. Es lo único que falta. No sé cuál 
es el conflicto, la diferencia, pero si nombrara al Directorio está todo pronto para funcionar; si no lo 
nombra, la Agencia no existe por más que se hayan tomado todas las disposiciones previstas. Hoy, no 
está funcionando. Está funcionando lo que funcionaba antes: la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. Se quiso independizar esa función especializada a través de una Agencia para que se 
multiplicara, se desarrollara y creciera. No me parece que sea correcto decir que da lo mismo porque 
ya funciona. Si diera lo mismo, espero que en algún momento se nos remita un proyecto de derogación, 
que no voy a votar porque estoy convencido de que esto es importante para el país. Pero más o menos 
se nos dijo que da lo mismo. Cuando discutimos la creación de la Agencia había una cantidad de 
fundamentos que indicaban que era necesario tener una Agencia independiente. Por lo tanto, no creo 
que esté funcionando. Sí lo está haciendo la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- No escuché que se haya dicho que sea lo mismo. Lo que se ha dicho es que la ley 
de creación de la ANDE dice que hasta tanto no se nombre su nuevo Directorio, el que oficiará como 
tal será el mismo de la Corporación Nacional para el Desarrollo. Hoy, la ANDE tiene su patrimonio, 
sus recursos, sus previsiones presupuestales, sus funcionarios y un Directorio que es el que toma las 
decisiones. 


Quería dejar constancia de ello. 


SEÑOR ABDALA.- Más allá de lo jurídico que ha quedado claro -en la medida en que no se designe el 
Directorio de la Agencia, oficiará como tal el de la Corporación Nacional para el Desarrollo-, ¿por qué 
han pasado tantos años y no se ha integrado el Directorio de la Agencia? La vinculación con el 
Ministerio de Economía y Finanzas acaba de ser reconocida, entonces, ¿el Ministerio de Economía y 
Finanzas puede aportarnos una versión oficial acerca de por qué no se procedió en ese sentido? La 
pregunta surge de manera espontánea; no es un retraso de seis meses o de un año sino un retraso de, 
por lo menos, tres o cuatro años. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- No. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto puede ser un buen motivo para analizar este tema en otra Comisión. 


Por otra parte, había un nuevo artículo que querían presentar a la Comisión. 


SEÑOR SERRA.- Así es. Tenemos un texto -al que hacía referencia el profesor Apezteguía- que 
queremos someter a consideración del Parlamento nacional, que estaría habilitando al Instituto 
Nacional de Estadística a requerir información a la Administración Tributaria con fines meramente 
estadísticos. Obviamente, esto permitiría el levantamiento del secreto tributario regulado por el 
artículo 47 del Código Tributario pero, a su vez, quedaría subsumido en la obligación de reserva o de 
secreto estadístico. Esto tiene por finalidad contar con más información a la hora del procesamiento de 
la información estadística y, de alguna manera, poder elaborar las cuentas nacionales con mayor 
rigurosidad. 


El texto propuesto es el siguiente: "Las disposiciones del artículo 47 del Código Tributario aprobado por el 
Decreto-ley _N” 14.306, de 29 de noviembre de 1974, no serán aplicables a la información requerida con fines 
estadísticos por el órgano rector del Sistema Estadístico Nacional (Ley N* 16.616, de 20 de octubre de 1994). 
El órgano rector deberá guardar el secreto estadístico sobre la información recibida y la misma podrá ser 
utilizada, exclusivamente, para la realización de estadísticas oficiales por los organismos integrantes del 
Sistema Estadístico Nacional". 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda considerará este 
artículo oportunamente 


Muchas gracias por su presencia. 
(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Economía y Finanzas) 


(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio de Defensa Nacional) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda de la bienvenida a la delegación del 
Ministerio de Defensa Nacional -le pedimos excusas por el pequeño retraso que hemos tenido con la 
delegación anterior, que era la del Ministerio de Economía y Finanzas-, integrada por el doctor Jorge 
Menéndez, Subsecretario de Defensa Nacional; por el señor Jorge Delgado, Director General de Secretaría; 
por la contadora Irene Gúenaga, Directora General de Recursos Financieros; por la doctora Rosana Tomé, 
Directora General de Recursos Humanos; por la doctora Gabriela González, Directora General de Servicios 
Sociales, y por el profesor Hernán Planchón, Director de Formación Militar. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Como siempre, es un gusto estar en esta 
Casa. 


Quiero saludar a todos los ex colegas parlamentarios, algunos, compañeros de la Comisión de Defensa 
Nacional en el anterior período. 


El Ministerio de Defensa Nacional comparece en el día de hoy tratando de hacer una presentación de los 
distintos artículos -desde el 41 al 81- del proyecto Rendición de Cuentas del año 2011, que tratará el Cuerpo 
en los días venideros. 


Al igual que en anteriores ocasiones, hubiéramos deseado una asignación mucho mayor desde el punto de 
vista financiero para atender los distintos requerimientos que emanan de las políticas proyectadas para este 
Ministerio, pero sabemos que las capacidades no son infinitas, sino finitas, y que se privilegian determinados 
Ministerios debido al tipo de situaciones por las que el país atraviesa. Nuestra Cartera no fue una de las 
privilegiadas en anteriores Rendiciones de Cuentas ni tampoco en esta, pero estamos satisfechos con la 
asignación que se ha hecho de $ 160:000.000, que distribuiremos de la forma más atinada posible, teniendo 
en cuenta dos criterios. Uno, es el que, desde el punto de vista político, emana de la dirección del Ministerio 
en atención a ciertas áreas y, el otro, tiene que ver con las solicitudes que desde las distintas Unidades 
Ejecutoras del Ministerio se nos realizan. 


En atención a lo que planteó el señor Presidente, vamos a hacer la presentación del alcance de las propuestas 
realizadas en esta Rendición de Cuentas en base a distintos capítulos. En primer término, nos referiremos a 


un grupo de artículos que tienen que ver con propuestas de mejora de remuneración al personal participante 
de actividades que presentan un especial riesgo, en función de su dedicación, entrenamiento e interés del 
servicio, que antes no habían sido compensadas. Estamos hablando de mejoras salariales en base a 
compensaciones. 


Esta es una práctica que ya se ha dado en nuestro Ministerio, pero también en otros. No afecta la globalidad 
del Inciso, cosa que anteriormente hicimos en otras Rendiciones de Cuentas, en una política llevada adelante 
que no se practicaba desde hacía muchos años, atendiendo, fundamentalmente, al Personal Subalterno y en 
otros casos al Personal Superior, dependiendo de distintas circunstancias, y tratando de utilizar recursos 
propios dentro del Ministerio de Defensa Nacional. Como dije, en este caso, vamos a atender cierto tipo de 
actividades mediante compensaciones. 


Esta prioridad obedece a retener personal que se encuentra preparado para realizar tareas especiales, en el que 
el Estado ha invertido, estimulando su desarrollo y su permanencia en la actividad por medio del pago de las 
compensaciones antes mencionadas. En lo que refiere a este primer grupo, se destacan los artículos que 
mencionaré a continuación. 


El artículo 41 prevé el incremento de la partida destinada al pago de compensaciones al personal de la 
Secretaría de Estado que cumple tareas especializadas o que requieren un elevado nivel de idoneidad. Se 
autofinancia con reasignación de objetos del Rubro 0. Esto ya se venía realizando; se produce una 
profundización, de acuerdo con categorizaciones que tienen que ver con la profesionalidad, la idoneidad y la 
capacitación técnica. 


El artículo 42 establece un incremento de la partida destinada al pago de primas técnicas al Personal Militar 
Subalterno del Comando General del Ejército que comprende tareas especializadas. Se autofinancia con la 
reasignación de objetos del Rubro 0. 


A través del artículo 52 se asigna una compensación para el personal que desempeña tareas de Policía Aérea 
Nacional, que requiere de una capacitación especial. Desde el punto de vista internacional, estamos 
comprometidos en una serie de acuerdos a través de la Organización de la Aviación Civil Internacional - 
OACI, y la Policía Aérea Nacional cumple una función primordial en esta actividad. Es una de las pocas 
áreas en que el Ministerio de Defensa Nacional lleva adelante actividades de seguridad, en este caso, de 
policía aérea. Se realiza en los aeropuertos. Esto requiere una capacitación determinada y una 
especialización. Es un área de funcionamiento de nuestro personal que se ha ido incrementando desde el 
punto de vista de su número, pero también de su calificación, en base a requerimientos de carácter 
internacional y a las necesidades propias de nuestro país. 


El artículo 53 prevé un incremento de la partida asignada para compensar a un Letrado Civil integrante del 


Supremo Tribunal Militar y a los Conjueces Militares, para el caso de ser Oficiales en situación de retiro, 
durante el período en que efectivamente actúen como Ministros del Supremo Tribunal Militar. 


SEÑOR ABDALA.- Pude haberme distraído por algunos instantes, pero me da la impresión de que el 
señor Subsecretario no viene siguiendo el orden del articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No; dijimos que el señor Subsecretario expondría por bloques. Ahora se está 
refiriendo a las compensaciones. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Pero no perdimos la oportunidad de hacer preguntas sobre los artículos 
anteriores? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No. Cuando termine este bloque, se harán las preguntas correspondientes. 
Además, se volverá a los artículos que aún no mencionó. 


SEÑOR ABDALA.- Correcto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Salvo que ustedes lo entiendan de otra 
forma, la presentación tenía que ver con el tratamiento mediante capítulos. Quedan algunos artículos 


fuera o están en otro capítulo, pero después, al hacer la secuencia artículo por artículo, iremos 
informando al respecto. 


Continúo con el capítulo relativo a las compensaciones. 


Por el artículo 59 se compensa al personal del Grupo K-9 San Miguel Arcángel, donde se hace el tratamiento 
con perros de trabajo militar del Comando General del Ejército y también se realizan tareas de desactivación 
y recuperación de explosivos. Es una tarea específica que tiene un riesgo inherente al desempeño de su 
función y se trata de compensar ese hecho. 


Por el artículo 60 se compensa al personal de la Compañía Especial Antiterrorista -C.E.A.T.- del Batallón de 
Infantería de Paracaidistas N” 14 del Comando General del Ejército que cumplan funciones de riesgo. La 
Compañía Especial Antiterrorista -C.E.A.T.- tiene una alta especialización. Su capacitación fue demostrada, 
inclusive, en algunos tipos de actividades llevadas a cabo recientemente, donde intervinieron en 
determinados tipos de ejercicios con otros grupos de América del Sur, de América Central y de Norteamérica 
que trabajan en la misma especialidad, teniendo una calificación muy importante, fruto de la instrucción que 
anteriormente mencioné. Obviamente, para ello se requiere de la inversión necesaria. Nuestro país asigna a 
esta fuerza, en el marco de compromisos internacionales que anteriormente mencionábamos, determinado 
tipo de responsabilidades en áreas que tienen que ver con el Ejército como también con su funcionamiento en 
la liberación ante determinado tipo de intervención de carácter terrorista en otras áreas como, por ejemplo, el 
área aeroportuaria. Se trata de un personal sumamente capacitado que a veces es codiciado por algún otro 
Ministerio o por la actividad privada. Con esto pretendemos, en base a esa inversión que se realiza allí y 
mediante la compensación, mantenerlos en el servicio por un tiempo mayor al que se consigue con los 
salarios que en este momento reciben. 


El artículo 61 refiere a las compensaciones para el personal superior y subalterno del Comando General de la 
Armada que estén embarcados. Obviamente, esto parecería de perogrullo en la actividad de la Armada pero, 
también y relacionado con las actividades generales que se cumplen en el Comando General de la Armada, el 
hecho de estar embarcado requiere una compensación en la medida que, inclusive los propios funcionarios 
públicos de la Armada Nacional que se hacen a la mar, a veces están dejando tras de sí otro tipo de 
actividades que por distintas causas se adquieren. Esta sería una forma de compensar esa labor de la Armada 
Nacional que es la de navegar; esto se compensa mediante una regulación que se hará a través de la 
reglamentación de esa propia actividad, inherente a la función que cumplen estos funcionarios. 


El artículo 62 está relacionado con las compensaciones para el personal subalterno del Comando General de 
la Fuerza Aérea que desempeñan tareas de rescatistas, y podemos decir que va en la misma línea del anterior. 
Estos funcionarios reciben permanente el ofrecimiento, por parte de compañías privadas y, hasta a veces 
también dentro del propio Estado, de pasar a otras actividades, a otros empleos en otros lugares por ese 
entrenamiento y esa capacitación tan especial que adquieren y que se ha puesto de manifiesto en 
innumerables casos que se han ocurrido en estos últimos años a nivel del mar, de nuestros ríos, en incendios, 
etcétera. Se trata de personal muy capacitado, del cual estamos muy orgullosos y que requiere que se haga el 
esfuerzo por mantenerlo dentro de la Fuerza Aérea, dándole esa compensación que sería de suma importancia 
para el reconocimiento de sus capacidades. 


El artículo 63 refiere a las compensaciones por permanencia a la orden de los técnicos electrónicos 
aeronáuticos egresados del Instituto de Adiestramiento Aeronáutico, que atiende la instalación, 
funcionamiento y mantenimiento preventivo y correctivo de todos los sistemas de radio ayuda de la 
navegación y radares de tránsito aéreo y sistemas de comunicación aeronáutica. 


Mediante el artículo 64 se otorga una partida para mejorar las condiciones en seguridad y eficiencia en la 
prestación de servicios de control de tránsito aéreo. 


El artículo 65 trata de las compensaciones especiales para el personal superior y subalterno del Comando 
General de la Fuerza Aérea que desempeñan efectivamente y en forma asidua actividades de vuelo superando 
las horas mínimas de vuelo mensuales. Quiero hacer hincapié en este artículo 65, que mediante 
compensaciones -y en el 49 también; lo saco de este capítulo- y la devolución de costos y capacitación para 
personal superior y subalterno, trata de atender una situación que se ha generado en la propia Fuerza Aérea: 
la pérdida de capital humano, de pilotos y aerotécnicos que viene ocurriendo hace ya algunos años y que ha 


determinado que un número importante de nuestro personal más capacitado, con capacidad operativa real de 
mantener la función esencial de la Fuerza Aérea, que es el volar, se encuentre en tela de juicio. Se ha perdido 
una cantidad importante de pilotos de nuestra Fuerza Aérea, también de aerotécnicos; han sido alrededor de 
cuarenta y cinco en los dos últimos años y, en el primer trimestre de este año, doce pilotos. Se trata de gente 
capacitada, que estuvo cuatro años en la Escuela Militar de Aeronáutica, un año en la Escuela de Vuelo 
Avanzado en el departamento de Durazno y que, después, se capacitó un año para ser piloto de helicópteros, 
un año para ser piloto de transporte, otro año para ser piloto de combate, con costos muy importantes para el 
Estado. Si hablamos de costos, teniendo en cuenta, por ejemplo, lo que significa la formación en la Escuela 
Militar de Aeronáutica más la Escuela de Vuelo Avanzado, estaríamos hablando de alrededor de 

US$ 100.000. ¡Ni qué hablar de lo que significa la capacitación específica en alguna de las áreas que 
mencioné anteriormente como helicópteros, transporte o combate! Esas son pérdidas en dinero pero, 
fundamentalmente, en capital humano y en años de formación de personal. Esto no se hace de un día para el 
otro ni se suplanta con los egresos de la Escuela. Esto se va por ofrecimientos de un mundo demandante, de 
una región muy demandante. 


Estudios internacionales refieren a que en los próximos veinte años el mundo requerirá de alrededor de 
450.000 nuevos pilotos y muchos más aerotécnicos. Ni qué hablar de la zona Asia-Pacífico en que hay una 
demanda tremenda. Nuestros pilotos ganan cuatro veces menos que lo que paga cualquier línea de aviación 
comercial. 


El mundo demanda y nosotros, de alguna manera, desde el Estado uruguayo y desde el Ministerio de Defensa 
Nacional, pero en acuerdo con nuestra Fuerza Aérea, en esta Rendición de Cuentas, mediante dos artículos, el 
de la compensación y el de la devolución social por instrucción, tratamos de poner freno. Sabemos que el 
freno se pone solamente cuando el mercado regula esta circunstancia. Estas mismas situaciones, señor 
Presidente, se vivieron en Europa hace un tiempo y se han vivido en nuestra América Latina. Chile, que paga 
mucho más que nosotros, lo tuvo e implantó en su legislación un artículo que tiene algún grado de similitud 
con este. También lo ha hecho Perú. Nosotros, de alguna manera, queremos hacer ver a los legisladores que 
es necesario actuar en esta área, tratando de frenar ese drenaje de pilotos, que no es más, por respeto y por 
cariño -desde el punto de vista institucional- a la fuerza de origen. Si no, ya existirían mucho menos pilotos. 


Actualmente, contamos con doscientos cincuenta pilotos de los cuales ciento cincuenta están operativos, 
sesenta en formación y treinta son la reserva de nivel gerencial. Para reponer ese drenaje, ese faltante, 
necesitamos cuarenta y tres pilotos y eso requiere inversión. Esa inversión -además de la que normalmente se 
da- es la que pensamos lograr a través de este tipo de mecanismos, como el de la compensación y el de la 
devolución. 


De estos cuarenta y tres pilotos que precisamos, cinco serían de combate, veintidós de transporte y dieciséis 
de helicóptero. Esa es nuestra realidad, señor Presidente. 


El artículo 68 otorga los aumentos salariales establecidos en los artículos 163 de la Ley de Presupuesto y 84 
de la Rendición de Cuentas de 2010 a los suplementos o partidas porcentuales otorgadas por servicios 
prestados en misiones de paz o en el extranjero. Se refiere al 50% que se paga extra cuando el personal sale 
en misión de paz, que también requiere la aplicación de los artículos mencionados. Acá se hace mención 
expresa y se incorporan al artículo 68 de esta Rendición de Cuentas. 


El artículo 70 refiere al incremento de partida destinada al pago de primas técnicas del personal subalterno 
del Comando General de la Fuerza Aérea que cumple tareas especializadas que requieren un elevado nivel de 
idoneidad, y se autofinancia con la reasignación de Objetos del Rubro 0. 


Por el artículo 73 se incrementa la partida destinada al personal militar afectado a la vigilancia de 
establecimientos carcelarios, en mérito a que una mayor cantidad de personal será destinado a tales tareas. No 
son tareas esenciales de nuestro Ministerio sino de carácter subsidiario que, desde hace varios años, han sido 
recogidas por diferentes leyes de Presupuesto y Rendiciones de Cuenta. Es una tarea que, en aras de apoyar la 
seguridad que lleva adelante el Ministerio del Interior en lo que tiene que ver con las guardias de carácter 
perimetral, se cumplen en distintos centros carcelarios como Comcar, Libertad, cárcel de mujeres, cárceles de 
Canelones, de Rivera, de Rocha y de Maldonado. Además, ahora vamos a realizar tareas -encomendadas por 
la Ley_N* 18.717- de revisación. Por lo tanto, creemos necesario incrementar este rubro para que esta 
cantidad importante de personal del Ministerio de Defensa Nacional -no solo es el que está en funciones sino 
también el que se está preparando para realizarlas- pueda ser tenida en cuenta, y no genere ese desfase entre 


quien cuida un nivel perimetral y quien cuida el anterior, del Ministerio del Interior. De alguna manera, con 
esa compensación queremos, si bien no equiparar, acercar esa diferencia. 


El artículo 76 está referido a personal de operaciones especiales integrantes de la Sección de Reconocimiento 
(Secron) del Cuerpo de Fusileros Navales, que se encuentra afectado a función de riesgo. El concepto es algo 
similar al que mencionamos para el artículo 60 de la CEAT del Batallón de Infantería de Paracaidista N* 14 
del Comando General del Ejército. 


En el segundo Capítulo se encuentran las propuestas vinculadas con la mejora en la cantidad de recursos 
humanos en tres Unidades Ejecutoras, cubriendo necesidades específicas, principalmente técnicas y de 
asesoramiento, mediante la creación de cargos en dos de ellas y la previsión en la contratación de becarios en 
la tercera. Con ello se apunta a lograr mayor eficacia en la gestión de las mismas destacando, por su 
importancia, la creación de ciento tres cargos en la Dirección Nacional de Sanidad. Eso implica continuar con 
las mejoras para dicha Dirección, establecidas en la pasada Ley de Rendición de Cuentas, respecto al 
incremento en las compensaciones para el personal médico, técnico y de enfermería, además de las 
modificaciones en el sistema de aportes, que mejoró sensiblemente la recaudación en dicha Dirección. 


Ahora, voy a hacer referencia a los artículos. 


En el artículo 43 se plantea la creación, en el Comando General del Ejército, de treinta y cinco cargos en el 
Escalafón de Apoyo, Sub Escalafón Administración, que se autofinancia con la reasignación de Objetos del 
Rubro 0. 


El artículo 57 hace referencia a una partida para la contratación de becarios en el Servicio de Oceanografía, 
Hidrografía y Meteorología de la Armada -Sohma-, que se financia con la supresión de cuatro cargos de 
Marinero de 1?. 


Por el artículo 69 se crea, en la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas, un cargo de Sargento 
1? y ciento dos cargos de Sargento en el Sub Escalafón Técnico Especializado, los cuales serán ocupados por 
técnicos que actualmente revistan en un escalafón no adecuado a la función que se cumple. 


En definitiva, esta es una readecuación, pero también la apertura para el ingreso de nuevos funcionarios en 
áreas que se requieran. 


Ingresando al tercer Capítulo, se encuentra un grupo de artículos cuyo objetivo se centra en mejorar la 
capacitación y la formación del personal mediante variadas propuestas. Una de ellas es la devolución del 
costo invertido por el Estado en la formación de personal operativo de Fuerza Aérea -antes mencionado-, con 
el fin de, en una primera instancia, retener al personal y, en segunda instancia -por eso se contempla en este 
grupo-, en caso de efectivizarse dicha devolución, destinarla a solventar capacitación del personal y 
adquisición de materiales para la Fuerza a esos efectos. Asimismo, se contemplan otras situaciones, pero con 
similares objetivos, como retribuir y mejorar el pago de actividades docentes y percibir, por otras Unidades 
Ejecutoras -como Armada y Dinacia- el pago por servicios de formación brindados a terceros. Ello permite 
destinar dichos recursos a inversiones y funcionamiento de tales actividades, lo cual implica su sensible 
mejora. 


Los artículos incluidos en este capítulo serían los siguientes. El artículo 49 establece la devolución del costo 
de formación técnica profesional aeronáutica recibida, de acuerdo con lo invertido en horas de vuelo en los 
diferentes niveles del escalafón operativo del personal que solicite su desvinculación de la Fuerza Aérea 
Uruguaya. 


El artículo 66 prevé una partida para los ejercicios 2013 y 2014 con el fin de retribuir actividades docentes de 
profesores e instructores civiles que dictan cursos en el Instituto de Adiestramiento Aeronáutico. 


El artículo 67 establece una partida destinada al pago de retribuciones de profesores civiles de los Institutos, 
Escuelas y Centros de Enseñanza del Comando General del Ejército. Históricamente, ha existido un gran 
desfase en esta área en lo que tiene que ver con docentes e instructores relacionado con la enseñanza formal 
y, además, con los Institutos de Enseñanza del Ministerio de Defensa Nacional y los Comandos de las tres 
Fuerzas. Mediante estos artículos, y en particular este, se trata de ir paulatinamente normalizando y 
blanqueando determinado tipo de situaciones que han generado dificultades anteriormente. Tenemos 


esperanzas de que esto se concrete y que los docentes del Ministerio de Defensa Nacional tengan la misma 
calificación, retribución y consideración que los docentes en los distintos niveles formativos de la enseñanza 
nacional. Estamos aportando a ello mediante este articulado. 


El artículo 71 determina el monto máximo de dietas que pueda percibir el personal militar dentro del Inciso, 
modificando la base de cálculo para el personal subalterno, permitiendo mejorar la retribución. 


El artículo 72 habilita a la Dinacia el cobro de cursos que brinda a través del Instituto de Adiestramiento 
Aeronáutico. 


El artículo 77 establece las condiciones de reintegro del personal militar en situación de retiro al ejercicio 
docente a efectos de emplear personal con experiencia en régimen similar al de la educación pública, en 
cumplimiento del artículo 105 de la Ley N* 18.437. 


Por el artículo 81 se autoriza al Comando General de la Armada a percibir los precios por servicios prestados 
a terceros en el uso de simuladores, por concepto de capacitación, entrenamiento para gente de mar y cursos 
de la Organización Marítima Internacional dictados en la Escuela Naval y en la Escuela de Especialidades. 


Son conocidos por muchos de los presentes los simuladores instalados en el área de Carrasco del Comando 
General de la Armada, particularmente en la Escuela Militar. Se trata de simuladores de última generación, 
que se han colocado en un recinto especialmente acondicionado y permiten capacitar no solamente a personal 
militar sino también a marinos mercantes, a gente de mar -como dice el artículo-, con cursos de la 
Organización Marítima Internacional. Tenemos cifradas esperanzas en la formación para gente de mar que 
allí se imparte. Obviamente, esto requiere la devolución necesaria como para seguir manteniendo operativa 
toda la logística que allí se ha instalado, pero también la generación de recursos para pagos de docencia y 
otro tipo de gastos que esto implica. 


En el cuarto Capítulo hay dos artículos que pretenden mejorar la condición social del funcionariado 
ministerial mediante una propuesta que, si bien no representa una solución definitiva -quiero recalcar esto, en 
un ámbito tan sensible como la vivienda; para ello están los organismos competentes-, pretende aprovechar 
las capacidades de este Inciso y continuar con una de sus políticas institucionales en cuanto al abordaje de la 
precariedad de la vivienda y el déficit habitacional detectado. Ello se da en esta instancia mediante la 
previsión del uso de viviendas a construir en predios del Ministerio bajo modalidad de tenencia, con un 
régimen con el cual se podrá -reglamentación mediante- establecer condiciones de ingreso y permanencia en 
ellas. 


Asimismo, en el artículo siguiente se prevé que las retenciones salariales por concepto de viviendas, 
incluidos los préstamos que se otorgan para mejora edilicia a través del Plan Credimat, puedan tener 
prioridad frente a otros descuentos salariales, dada la importancia de la finalidad perseguida. 


Como es sabido, existen sectores de nuestra población en situación de emergencia social y también de 
carácter habitacional. Por distintas circunstancias que tienen que ver con el desarrollo que ha tenido Uruguay 
y la región, las posibilidades laborales de nuestro país -que no son las mismas que hace un decenio- implican 
que muchas veces quien ingresa a nuestras Fuerzas sea un personal desvalido desde el punto de vista social. 
Por eso, cuando se hacen estudios -por parte de nuestro Ministerio, pero también de los Comandos de 
nuestras Fuerzas, que conocen la realidad social de su funcionariado- se encuentran situaciones que son 
realmente lamentables. El Ministerio de Defensa Nacional, como orientación política, trata de incluir estos 
artículos y de dar determinado tipo de soluciones, como ya dijimos, de manera parcial, en tanto existe un 
Ministerio encargado de las soluciones habitacionales. De todos modos, nosotros, en base a determinado tipo 
de capacidades propias, creemos que tenemos algo para dar. Se está trabajando en ello. Aclaro que se está 
trabajando para los funcionarios del Ministerio pero también en otras áreas, con otros convenios, para atender 
el déficit habitacional y la emergencia de carácter social y habitacional del resto de la población. Quiere decir 
que con nuestras capacidades no atendemos solo las necesidades de los funcionarios de nuestro Ministerio. El 
Plan Juntos es un ejemplo de ello. 


En el artículo 78 se incluyen en el orden de prelación legal de descuentos salariales los correspondientes a 
vivienda que sean solicitados por el Ministerio de Defensa Nacional. 


El artículo 79 faculta al Ministerio de Defensa Nacional a otorgar al personal en actividad la tenencia de una 
vivienda que se construya en predios de esta Cartera. Asimismo, se faculta a retener mensualmente hasta un 
10% del salario del personal que resulte adjudicatario de la tenencia, creándose un fondo cuyo destino será el 
mantenimiento, la construcción, ampliación, reforma o reparación de las viviendas bajo esta modalidad. 


Quiero dejar expresa constancia -dado que el artículo no lo establece- de que estas viviendas tienen las 
características que determina el artículo. Acá no están contempladas las viviendas de servicio, que son las que 
hoy ya existen. Este Ministerio se plantea de futuro actuar también sobre esas viviendas. No actuamos hoy 
sobre la realidad existente sino que estamos pensando hacia delante. Esto no quiere decir que el Ministerio no 
contemple la realidad existente hoy y que no pretenda dar mejores condiciones operativas para el futuro. 


En el quinto Capítulo hay un grupo de artículos que disponen modificaciones a leyes y decretos leyes 
orgánicos de las Fuerzas Armadas, que se originan fundamentalmente en la necesaria adecuación de los 
cuadros de efectivos dada por la eliminación de vacantes dispuestas en las normas anteriores. 


Es recordada por todos la importante eliminación de vacantes que se hizo en anteriores Rendiciones de 
Cuentas que generaron determinados tipos de incongruencias y, en algunos casos, de vacíos. Hoy estamos 
tratando de solucionarlo mediante estos artículos de la presente Rendición de Cuentas. 


Asimismo, a este grupo de artículos se suman previsiones sobre un mejor aprovechamiento de las vacantes, 
en tanto se habilita su utilización cuando no sean provistas en otros cuerpos dentro de las mismas Fuerzas, así 
como modificaciones en el sistema de solicitud de bajas. 


En definitiva, se apuesta a aprovechar al máximo las capacidades funcionales mediante los ajustes de la 
normativa, inclusive previendo la posibilidad de utilizar vacantes sin estancar la carrera militar por su 
carencia y sin incumplir sus funciones, a fin de mantener operativa la totalidad de los efectivos, cubriendo así 
las necesidades de servicio. 


Debo decir que todos los artículos referentes a este Capítulo son de suma importancia, dado que introducen 
modificaciones a algunas leyes y decretos leyes de la época de la dictadura. Esto se ha hecho en acuerdo 
entre los organismos competentes del Ministerio de Defensa Nacional y los Comandos de las distintas 
Fuerzas. Todas estas propuestas tienen acuerdo. Las leyes orgánicas de las distintas Fuerzas requieren la 
atención debida -lo decimos acá, donde debe decirse-, y la tendrán. Esto es voluntad política de este 
Ministerio. Estas leyes requieren modificaciones profundas desde el punto de vista de su contenido, pero 
también de su concepción, por parte del sistema político. Este Ministerio espera con ansiedad poder llegar a 
ello. En alguna medida, vamos avanzando. 


Dentro de este grupo se propone, en los artículos 45, 46 y 74, correcciones en cuadros de efectivos y cuerpos 
en los Comandos de Ejército, Fuerza Aérea y Armada, como consecuencia de la eliminación de vacantes 
prevista en la Ley de Presupuesto para el período 2010-2014 y en la Ley de Rendición de Cuentas del año 
2010. 


Por el artículo 48 el Comando General del Ejército prevé la utilización de vacantes que no se provean en el 
Cuerpo de Comando para el Cuerpo de Servicios Generales. 


Por el artículo 47 se establece la modificación en las solicitudes de baja, previéndose que el personal que 
hubiera realizado comisiones de servicio, misiones oficiales o participado en actividades de política exterior, 
luego de su regreso al país deberá prestar servicios por un período igual al que permaneció afuera. Damos 
importancia a este artículo, teniendo en cuenta una práctica generalizada. A veces se daba la circunstancia de 
que la realización de cursos, de misiones o, como dice el artículo, la intervención en áreas de la política 
exterior de nuestro país no tenían el retorno para la sociedad en su conjunto, para el Ministerio de Defensa 
Nacional ni para las Fuerzas. Ese personal no devolvía lo que había adquirido en el exterior en conocimiento, 
en capacitación, en experiencia -en esa relación con el mundo y con la sociedad de otras tierras- en la patria 
en la que se formó. Este artículo apunta a eso. Es un inicio que requiere profundización en el área respectiva, 
y la obtendrá de futuro. 


En la Fuerza Aérea se prevé modificaciones en el sistema de ascensos utilizando vacantes de otros 
escalafones, así como el retorno escalafonario en caso de que la aptitud para vuelo perdida por razones de 
salud sea recuperada. 


El artículo 54 sustituye el sistema de ascensos del personal de la Dirección Nacional de Sanidad de las 
Fuerzas Armadas. 


El artículo 56 prevé los ascensos en el Comando General de la Armada mediante la utilización del total de las 
vacantes existentes en todos los Cuerpos. 


El artículo 58 sustituye el sistema de ascensos del personal de Justicia Militar. 


Finalmente, hay un grupo de artículos que prevé la solución de situaciones diversas pero funcionalmente 
necesarias. Estas son normas diferentes a las anteriormente mencionadas que van desde regularizar 
actividades en los pasos de frontera hasta habilitar al Servicio de Material y Armamento a disponer la 
suspensión de los locales de las empresas del ramo vinculado a armas y afines que infrinjan la normativa 
vigente. A pesar de la disparidad de artículos contenidos en este Capítulo, se trata de normas de suma 
importancia para el Ministerio y para el país, porque refieren a temas relativos al armamento -función 
específica en su control del Servicio de Material y Armamento de nuestras Fuerzas Armadas, Ministerio de 
Defensa Nacional-, así como a las Áreas de Control Integrado en nuestros pasos de frontera, cara visible del 
país ante el ingreso -felizmente- de cada vez más cantidad de turistas a nuestra patria. 


El artículo 44 faculta "al 'Servicio de Material y Armamento' a disponer la suspensión de los locales de las 
empresas que giren en el ramo de armas, municiones, explosivos y/u otros materiales relacionados que 
cometan infracciones a la reglamentación vigente". 


Por su parte, el artículo 51 autoriza al Ministerio de Defensa Nacional "a efectuar el cobro cualquier precio 
que se perciba, producto de los contratos que para la prestación de servicios y realización de actividades 
comerciales dentro de las Áreas de Control Integrado", ACI, de los pasos de frontera. 


El artículo 75 expresa: "Autorízase al Banco de Previsión Social y a la Unidad Ejecutora 035 'Servicio de 
Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas' a intercambiar entre sí información" y mejorar la prestación del 
servicio. 


Por otra parte, el artículo 80 establece que el artículo 1.050 del Código de Comercio no se aplicará en los 
casos de contaminación provenientes de buques, evitando que dichos buques, en la modalidad pesqueros o 
cargueros, no vean limitadas su responsabilidad cuando provocan, por ejemplo, un incidente que determine 
contaminación ambiental. 


Hasta aquí hemos dado un esquema muy resumido de los cuarenta artículos referidos al Ministerio de 
Defensa Nacional que se presentan este año. 


Si me permite, señor Presidente, correspondería presentar a la Mesa una solicitud de sustitución de parte de 
los artículos, muchos de los cuales ya han sido mencionados. En la mayoría de los casos, las propuestas de 
cambio tienen que ver con errores en la redacción original, y en otros se propone la sustitución de alguna 
frase o de parte del artículo en aras de una mejor efectivización de lo que se determina en la propia norma. 


A medida que vayamos avanzando en el estudio del articulado iremos desgranando estas propuestas de 
modificación que, fundamentalmente, refieren a los artículos 43, 46, 50, 51, 65, 70, 73, 74 y 78. Asimismo, 
se presenta una redacción sustitutiva para los artículos 47 y 49. 


Si la Mesa lo entiende conveniente, comenzaríamos con el estudio del artículo 41 para dar una secuencia, en 
base a lo solicitado por el señor Diputado Abdala. 


SEÑOR DELGADO. El artículo 41 expresa: "Increméntase en el Inciso 03 'Ministerio de Defensa 
Nacional', Programa 300 'Defensa Nacional', Unidad Ejecutora 001 'Dirección General de Secretaría 
de Estado', Financiación 1.1 'Rentas Generales', la partida asignada por el artículo 92 de la Ley 
N? 18.362, de 6 de octubre de 2008, en la redacción dada por el artículo 196 de la Ley N* 18.719, de 27 
de diciembre de 2010, para compensación especial, en $ 8:888.303 (pesos uruguayos ocho millones 
ochocientos ochenta y ocho mil trescientos tres) más su correspondiente aguinaldo y cargas legales". 
Este es un artículo sin costo, que se financia con la reasignación de Objetos del Gasto del Rubro 0. A 
partir del artículo 92 de la mencionada Ley _N” 18.362, se crea una compensación de carácter mensual, 
con el objetivo de compensar a los funcionarios que "desempeñen tareas prioritarias para el 


cumplimiento de los cometidos sustantivos del mismo y con un alto grado de especialización y 
dedicación” en el ámbito de la Secretaría de Estado. El incremento en el crédito proyectado pretende 
una readecuación de la compensación que relacione la partida con el grado de responsabilidad del 
funcionario, priorizando factores como la dedicación, el grado de especialidad, la función asignada y el 
nivel horario que desempeñen los funcionarios, ya sean civiles o militares. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera formular una pregunta de carácter general. La referencia al artículo 92 
de la Ley N” 18.362 se vincula con aquellos funcionarios que "desempeñen tareas prioritarias", tal 
como dice la referencia normativa, 'con un alto grado de especialización y dedicación". Quisiera saber 
si se nos puede trasmitir quiénes son estos funcionarios, cómo se determina su pertenencia a esta 
categoría y si este incremento se traduce en una mejora de la compensación que ya cobran, en una 
incorporación de personal o en ambas cosas. 


SEÑOR GAMOU.- Me gustaría que también hablaran sobre los grados de especialización en las 
Fuerzas Armadas, fundamentalmente de lo que significan algunos equipos especiales que actúan, por 
ejemplo, en una crecida de un río, como vimos un año atrás. En esa oportunidad, aparecieron algunos 
en un helicóptero. 


Considero que estas instancias son buenas para que se hable de lo que es el grado de preparación, de 
especialización de nuestras Fuerzas Armadas, como por ejemplo de los Equipos Comando que compiten en 
una especie de juegos olímpicos de las propias Fuerzas Armadas. En ese sentido, no salieron tan mal paradas 
las fuerzas especiales uruguayas que, si no entendí mal, lograron el tercer lugar. En fin, creo que el Equipo 
Comando Delta salió a mitad de tabla. Hago esta pregunta porque a veces es bueno tener un concepto global 
sobre lo que es la preparación de nuestras Fuerzas Armadas y el grado de capacidad que se ha venido 
demostrando, sobre todo cuando estamos por ir a los Juegos Olímpicos. En los Juegos Olímpicos 
relacionados con esto también hay una prelación, por lo que me gustaría que se explayaran un poquito al 
respecto. 


SEÑOR DELGADO.- Tal como lo dice el artículo 41, lo que se busca aquí es incrementar la partida - 
que ya tienen asignada por ley y que está reglamentada- a aquellos funcionarios que, en la Secretaría 
de Estado, en la Unidad Ejecutora 001, dedican parte de su tarea a funciones que se entiende que son 
de cierta especialización. Cuando hablo de esto, me refiero, por ejemplo, a los profesionales que 
realizan tareas en la parte de asesoramiento jurídico, a aquellos que realizan tareas en las áreas 
financiero-contables, en la de contabilidad, etcétera, etcétera. También está reglamentada en el sentido 
de que se fijan diferentes franjas, de acuerdo a la profesionalidad del funcionario y a su idoneidad 
técnica al prestar funciones de apoyo en la Secretaría de Estado 


En resumen, lo que se busca en el artículo 41 es incrementar el monto de la partida que ya tiene el Inciso. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Teniendo en cuenta el planteo realizado por 
el señor Diputado Gamou, quiero decir que cuando se hable concretamente de las compensaciones 
referidas a personal militar dependiente de los distintos Comandos, explicaremos todo lo que hace 
referencia al articulado correspondiente. En este caso, estamos hablando de la Unidad Ejecutora 001, 
que es la Secretaría de Estado, donde se brinda este tipo de compensaciones, determinadas por ley y 
luego reglamentadas. 


Como bien decía el señor Director General de Secretaría, lo que se busca es un incremento del monto para 
obtener mayor eficiencia mediante compensaciones en las tres áreas que él mencionó. 


SEÑOR GARCÍA (don Javier).- Como vemos, la voluntad del Ministerio es compensar para retener, 
por decirlo en términos simples. 


Mi pregunta está vinculada a lo que es el personal militar -Escalafón "K"- de las tres Armas. Quiero saber si 
comparten el diagnóstico, en el sentido de que estamos con un problema de emigración de Oficiales 
calificados. El señor Subsecretario lo planteó con respecto a la Fuerza Aérea, pero es una realidad que se vive 


en las tres Armas, vinculado a una serie de factores. El hecho de que emigren y se den de baja Oficiales bien 
preparados para desempeñarse en el ámbito civil es una realidad. 


Quiero saber si el Ministerio de Defensa Nacional coincide conmigo -porque de ahí parte mi pregunta- en 
que hay un problema serio en cuanto a la retención y emigración de Oficiales de las tres Armas hacia el 
ámbito civil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En uno de los primeros bloques, el señor Subsecretario se refirió 
extensamente al tema. Además, este asunto no tiene que ver con el artículo 41, que afecta al personal 
que trabaja en la Secretaría de Estado. 


Cuando volvamos a tratar el artículo que refiere a lo mencionado por el señor Diputado García, el señor 
Subsecretario podrá contestar más precisamente. No sé si el señor Diputado García no estaba en Sala, pero el 
Ministerio de Defensa Nacional ya se expidió sobre lo planteado. 


SEÑOR GARCÍA (don Javier).- ¿Puedo continuar? Porque yo estaba hablando. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Le dije lo que había pasado. 


SEÑOR GARCÍA (don Javier).- La pregunta iba dirigida al señor Subsecretario, no al Presidente. 
Estuve en Sala durante toda la sesión. No me moví de acá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo el deber de decir que estamos analizando el artículo 41, relativo al 
personal que depende de la Secretaría de Estado. No creo que este sea el caso que plantea el señor 
Diputado García, pero si desea continuar, hágalo. 


SEÑOR GARCÍA (don Javier).- La pregunta la formulo cuando el Presidente quiera, pero se ve que la 
explicación no fue clara, porque la interrogante que planteó recién el señor Diputado Abdala estaba 
vinculada a esto. Si le parece, hago la pregunta en otro momento. Pero señalo que no es algo personal. 
Creo que no quedó claro, por eso hubo otra pregunta al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero: estamos hablando solamente del artículo 41. 
SEÑOR GARCÍA (don Javier).- Cuando quiera, señor Presidente, me da la palabra. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- En aras de explicar, podemos repetir -una y 
cien veces si es necesario-, lo que objetivamente tratamos de hacer con esta Rendición de Cuentas. 


La pregunta del señor Diputado Abdala se refiere concretamente a la Unidad Ejecutora 001 de nuestro 
Ministerio de Defensa Nacional, sobre la que muy bien ha contestado el señor Director General de Secretaría, 
señor Jorge Delgado. 


En cuanto al planteo realizado por el señor Diputado García, si bien es cierto que existe cierta tendencia -que 
califiqué como producto de la situación del mercado- que tiene que ver con la Oficialidad general de nuestro 
Ministerio de Defensa Nacional, cabe recordar que los distintos grados de nuestra Oficialidad fueron 
atendidos en la pasada Rendición de Cuentas con aumentos que significaron -a nuestro entender- incrementos 
bastante importantes para lo que son los volúmenes que manejamos en aumentos salariales en nuestras leyes 
de rendición de cuentas y de presupuesto. Desde el punto de vista general, esa área fue atendida. 


En este momento, mediante las compensaciones estamos tratando de llegar a determinados nichos que, por su 
carácter de especialidad o de riesgo en el servicio -como así lo dijimos en nuestra exposición general-, 
debieran ser atendidos. Ese es el planteo. 


SEÑOR ABDALA.- Quería repreguntar con relación a la respuesta que recibimos hace algunos 
minutos. Concretamente, al día de hoy, ¿cuántos profesionales están percibiendo esta compensación? 
Yo había preguntado si este incremento de la partida tiene por finalidad mejorar el valor de esa 


compensación, otorgar la misma compensación a un número mayor de profesionales, o bien las dos 
cosas. 


SEÑOR DELGADO.- En principio, quiero hacer la siguiente precisión en cuanto a cómo están 
compuestos los recursos humanos en la Unidad Ejecutora 001. Allí tenemos personal civil, que cumple 
funciones dentro del Escalafón civil de la Administración Central, y tenemos un personal Escalafón 
"KK", Subescalafón "Ministerio de Defensa Nacional", que cumple exactamente las mismas funciones 
que el personal civil puro, por llamarlo de alguna manera, Luego tenemos personal equiparado, 
porque así se hizo en años anteriores. Ellos componen los recursos humanos que trabajan en las 
diferentes Direcciones Generales de la Secretaría de Estado. 


Hoy, a partir de esta compensación -que ya fue creada en años anteriores y que ha sido reglamentada, ya sea 
por ser profesional, técnico o idóneo-, cobran una partida que está fijada de acuerdo a ciertos parámetros de 
cumplimiento horario, etcéteraa. Se intenta ampliar esa partida que hoy tenemos disponible para compensar 
también a estos funcionarios. Quizás también podrían darse las dos cosas, como decía el señor Diputado 
Abdala: ampliarla en ciertos casos o mejorarla en aquellos niveles en que hoy sufrimos deserciones -como 
sucede en otras actividades- por obtener mejores salarios ya sea en la actividad privada o pública. Se trata de 
los recursos humanos que requiere el Ministerio para su normal gestión en la Secretaría de Estado, sea en 
aquellos escalafones profesionales o de apoyo administrativo y técnico como los que hoy componen la 
Unidad Ejecutora 001 "Secretaría de Estado". Eso es lo que intentamos con la mejora en el crédito que hoy 
tenemos para incentivar a los funcionarios que se pretende compensar en el futuro. 


En el artículo 42, en la Unidad Ejecutora 004, "Comando General del Ejército", Financiación 1.1 "Rentas 
Generales", se incrementa el Objeto del Gasto 042.093 "Prima Técnica sin Aportes" en $ 9:903.225 anuales, 
a efectos de compensar a aquellos efectivos del Personal Militar Subalterno que cumplan determinadas tareas 
especializadas. Este es un artículo sin costo que se financia con reasignación de objetos del Rubro 0. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que el próximo artículo va a tener una modificación, de acuerdo con 
la distribución que nos hicieron llegar. 


SEÑOR DELGADO.- Por el artículo 43, en la Unidad Ejecutora 004, "Comando General del 
Ejército", se crean treinta y cinco cargos en el Escalafón K "Militar", Escalafón de Apoyo, Sub 
Escalafón Administración, que corresponden a tres Tenientes Coroneles, tres Mayores, seis Capitanes, 
seis Tenientes 1”, siete Tenientes 2” y diez Alféreces. 


Este es un artículo sin costo que se financia con reasignación de objetos del Rubro 0. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría que comentara las diferencias entre una redacción y otra. 


SEÑOR DELGADO.- Al artículo mencionado se agrega el Escalafón de Apoyo, Subescalafón 
Administración, que -como decía- corresponden a tres Tenientes Coroneles, tres Mayores, seis 
Capitanes, seis Tenientes 1”, siete Tenientes 2” y diez Alféreces. 


El artículo 44 faculta al Servicio de Material y Armamento a disponer la suspensión de los locales de las 
empresas que giren en el ramo de armas, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, que 
cometan infracciones a la reglamentación vigente, hasta por un plazo máximo de noventa días, así como el 
retiro definitivo de los correspondientes permisos, y el pase a la Justicia Penal si correspondiere. 


Actualmente, existen empresas que giran en el ramo de armas y municiones que no cumplen con la normativa 
vigente y no se sanciona su incumplimiento. Con esta propuesta, el Servicio de Material y Armamento podrá 
ejercer el contralor legalmente establecido y cuando verifique infracciones tendrá la potestad de sancionar y 
obligar a las empresas a cumplir con lo establecido en la ley vigente. 


El artículo 45 modifica el cuadro de efectivos del Personal Superior del Comando General del Ejército, 
adecuándolo a las eliminaciones de vacantes producidas en el marco de las Leyes N* 18.719 y 18.834. Como 
consecuencia de las facultades otorgadas por el artículo 165 de la Ley N* 18.719, de fecha 27 de diciembre de 
2010, en la redacción dada por el artículo 83 de la Ley_N* 18.834, de fecha 17 de noviembre de 2011, se 


suprimieron cincuenta vacantes de grado de Capitán pertenecientes al Cuerpo de Comando. Por lo tanto, esta 
propuesta adecua el cuadro de efectivos a las modificaciones realizadas por las normas mencionadas. 


El artículo 46 también tuvo modificaciones. En definitiva, se modifica el total: son cincuenta en lugar de los 
cincuenta y dos que mencionaba el artículo original. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La corrección es en el Cuerpo de Servicios Generales, segunda columna. 
SEÑOR DELGADO.- Así es, señor Presidente; se modifica la sumatoria. 


En el artículo 47 se modifica la normativa referente a los requisitos a cumplir por parte del personal que 
solicita la baja, exigiendo la prestación de servicios por un tiempo equivalente al de la misión y/o 
capacitación en el exterior. La normativa vigente no contempla la permanencia del personal que adquiere 
experiencia por haber participado en actividades de nivel internacional, ya sea a través de misiones oficiales, 
comisiones de servicio u otras del mismo tenor. 


Actualmente, el personal que adquiere experiencia y capacidades en el ámbito internacional se pierde de 
inmediato como producto de la oferta del mercado laboral privado, ya que el marco legal vigente no obliga al 
personal militar a prestar servicios luego de su regreso de misión en el exterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando terminen de explicar este artículo, creo que corresponde la 
aclaración que planteaba el señor Diputado Javier García sobre las bajas del personal y su egreso 
hacia el sistema privado. 


SEÑOR DELGADO.- De aprobarse el presente proyecto de modificación del artículo 220 de la Ley 
N* 14.157, se estaría habilitando la herramienta necesaria para posibilitar la eficiente utilización de 
capacidades y experiencia adquirida en el extranjero en beneficio de la Defensa Nacional, por un 
tiempo equivalente al de la misión y/o capacitación. 


SEÑOR ABDALA.- Francamente, no alcancé a ver cuál es la modificación que se propone. De todos 
modos, tengo dudas en la redacción de los literales d) y e). 


En este caso, se pretende que aquel funcionario que regresa al país y que haya realizado cursos de 
capacitación en el exterior efectivamente cumpla con un período de prestación de servicios igual al doble del 
tiempo que permaneció fuera del territorio nacional. Pero parecería estar redactado en un tiempo distinto, es 
decir, no se le otorgará la baja mientras no se verifique que efectivamente haya cumplido con ese período de 
servicios. No sé si se entiende hacia dónde voy. Se me ocurre que habría que modificar la redacción; estoy 
razonando en voz alta. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- ¿Propone algo el señor Diputado? 


SEÑOR ABDALA.- Si seguimos el sentido literal de la propuesta -que, a mi juicio, va en sentido 
inverso de lo que se pretendería; no quiero interpretar al Ministerio y por eso trato de preguntar-, 
debería decir: "Dicha baja se concederá siempre, excepto en los siguientes casos:- d) Cuando haya 
realizado cursos o capacitaciones de cualquier naturaleza en el exterior, y mientras no se verifique 
luego de su regreso al país la prestación de Servicios Efectivos por un período igual al doble de tiempo 
que permaneció fuera del territorio nacional". No debe decir "y verifique". No sé si alcanzan a 
entender la duda formal que estoy planteando. 


Me da la impresión que eso se reitera en el literal e), porque el giro idiomático es el mismo. 
SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFESA NACIONAL.- No tengo inconveniente en que pueda existir 
una modificación según lo expresado por el señor Diputado. Nosotros entendimos que de esta forma 


quedaba comprendido el concepto que animaba el artículo, pero nos avenimos a que se aclare. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitamos al señor Delgado que nos diga cuáles son las modificaciones. 


Por otro lado, creo que corresponde comentar en general lo que planteó el señor Diputado Javier García, si es 
que el señor Subsecretario de Defensa Nacional entiende necesario reiterar la situación de la baja de personal 
militar por la competencia del sector privado. 


SEÑOR DELGADO.- En el literal e) del artículo 47, se suprime la frase que dice: "En todas las 
situaciones la unidad ejecutora que proponga al personal para la actividad en el exterior deberá 
contemplar que el mismo cumpla con esta condición, considerando la edad para configurar el retiro 
obligatorio". 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- El criterio para retirar esa frase tiene que 
ver con que cuando se cumplen actividades en el exterior, en algunos casos se requiere de una 
especialidad determinada con la que no cuenta el personal que está actualmente en misión. En ese 
sentido, determinar que una persona no pueda concurrir en misión porque configuró la causal de 
retiro por edad, inhabilita tener esa capacidad en el despliegue externo. Por eso se saca esa parte, 
atendiendo a una cuestión de especialidad. 


El criterio general del artículo refiere a adquirir capacidades y dar la posibilidad de que la gente esté en el 
exterior formándose y, al mismo tiempo, exigir una devolución dentro del Estado y de la fuerza, en 
consonancia con las capacidades adquiridas para las que el Estado invirtió. 


SEÑOR GAMOU.- Me alegra estar de acuerdo con el señor Diputado Abdala, que propuso que en el 
literal d) debe decir "mientras verifica". 


(Diálogos) 


—No obstante, yo pienso que debe decir "no verifique". Creo que esta es la corrección adecuada. 
SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL .- Sí, corresponde esa modificación. 


SEÑOR GARCÍA (don Javier).- Mi pregunta estaba vinculada con que, a pesar de los mecanismos que 
se estipularon en la Ley de Presupuesto, la realidad nos muestra que ha habido emigración, es decir 
que no se ha podido contener ese fenómeno. En ese sentido, quisiera saber si el Ministerio tiene 
previsto algún mecanismo para retener personal que está emigrando de las Fuerzas hacia el área civil, 
independientemente de las medidas que ya se tomaron. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Nosotros llevamos adelante una política 
general que se ha venido estableciendo desde el período anterior, en cuanto a las remuneraciones de 
personal subalterno y personal superior, por la que se trata de ir compensando este tipo de actividades 
desde el punto de vista genérico, dentro de las posibilidades. Como dije anteriormente, ahora se 
generan compensaciones específicas. 


Creemos que el pasaje de la oficialidad a la actividad privada no es tan pronunciado desde el punto de vista 
genérico como en ciertas áreas específicas, por ejemplo, la Fuerza Aérea y ciertas áreas de la Armada, y lo 
estamos tratando de atender con este tipo de compensaciones. No vemos una migración general de nuestra 
oficialidad. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


——Como dije anteriormente, tal vez pese el respeto y el apego desde el punto de vista profesional a la 
institución que les dio la formación. Creemos que esos elementos pesan. A su vez, los comandos de las 
distintas Fuerzas no han determinado una preocupación específica por una migración masiva de la 
especialidad. 


También valoramos que el desempeño profesional tiene que ver con la edad activa y con la edad de 
pasividad. En ese sentido, el Ministerio de Defensa Nacional tiene un estatus especial de compensación a los 
años de actividad, con determinados incrementos que no se dan en los beneficios sociales que recibe el 
común denominador de los funcionarios públicos de nuestro país. A veces, las cosas se miran también con 


ese carácter de globalidad; son dos elementos que no se pueden disociar. Cumplida la etapa activa y generada 
la etapa de posibilidades de retiro con base a los años de desempeño de la función y al límite de edad en el 
grado, las cosas son diferentes. No obstante, se generaron previamente las posibilidades de recibir una 
remuneración por parte del Estado en la etapa pasiva desde el punto de vista profesional que, a veces, 
compensa las diferencias que se dan o pueden darse en la etapa activa. Sin embargo, estoy convencido de que 
sobre esto prima el apego desde el punto de vista institucional de desempeñar la tarea que se eligió cuando se 
decidió ingresar en el área de la defensa militar. 


SEÑOR GAMOU.- Creo que este tema está por encima de la situación de las Fuerzas Armadas. 


Asistimos a un fenómeno que se está dando desde hace prácticamente veinte años, que tiene que ver con la 
fuga de cerebros. Todos sabemos que en Uruguay la carrera de médico le cuesta al Estado uruguayo, es decir, 
a todos nosotros, alrededor de US$ 120.000 y generar un científico vale US$ 80.000. Es muy difícil combatir 
esta nueva forma de imperialismo -me atrevo a decir- que significa que ahora ya no nos sustraen las materias 
primas, sino que nos llevan los cerebros. En el caso concreto de Europa, si va un lavaplatos, no lo dejan 
entrar, pero si va un ingeniero, un piloto o un enfermero recibido, le ponen la famosa tarjeta azul que 
significa ni más ni menos que la alfombra roja. 


Por lo tanto, creo que el Ministerio de Defensa Nacional está haciendo un esfuerzo por evitar ese drenaje. 
Esto mismo se intentó hacer desde el Poder Ejecutivo hace cinco años, con muchas resistencias, cuando se 
exigió que los médicos recibidos que hicieran especialidad o internado, por lo menos tuvieran que rendir tres 
años para el Estado. Se trata de algo muy difícil de llevar adelante. Estamos luchando contra lo que yo 
considero que es una nueva forma de imperialismo y no podemos pedirle al Ministerio de Defensa Nacional 
que haga esa lucha en solitario. Los precios que pagan en Europa por un enfermero, un médico, un ingeniero 
o un piloto son infinitamente superiores. Sí es verdad -lo quiero decir- que en ese esfuerzo que hace el 
Ministerio de Defensa Nacional se debe tener en cuenta que las condiciones para percibir una pensión no son 
las mismas en las Fuerzas Armadas que en la actividad civil; jubilarse a los cuarenta y cinco años es 
absolutamente irrisorio en la actividad civil, mientras que en las Fuerzas Armadas, por ese particular régimen 
que tienen, es perfectamente viable. Pero no nos hagamos trampas al solitario; me temo que esto irá in 
crescendo, porque cada vez es más fácil succionar recursos humanos de los países emergentes o del Tercer 
Mundo que invertir en generar cerebros en los propios países. 


SEÑOR DELGADO. El artículo 48 establece: "Autorízase al Inciso 03 'Ministerio de Defensa 
Nacional', Programa 343 'Formación y Capacitación', Unidad Ejecutora 004 'Comando General del 
Ejército', a que las vacantes que se produzcan en los grados de Cadetes/Aspirantes y que no se provean 
en el Cuerpo del Comando (ingresos a la Escuela Militar) sean utilizadas, a propuesta del Comandante 
en Jefe del Ejército, en el Cuerpo Servicios Generales, para la formación de Oficiales de Apoyo y/o 
reactivación de la Escuela de Formación de Oficiales de Reserva". 


Debido a que se ha producido una merma importante en los ingresos a la Escuela Militar, no se han podido 
llenar las vacantes asignadas para la formación de los Oficiales. Actualmente las unidades básicas presentan 
una carencia importante en lo que respecta a la ocupación de los cargos de los mandos medios y la 
proyección indica que los Oficiales Subalternos no serán suficientes para cubrir los cargos de Comandante de 
Sección de las unidades básicas en corto plazo. Esta propuesta busca hacer más atractivo el ingreso a las 
Escuelas de Formación de Oficiales de Apoyo y de Reserva a efectos de asegurar la cantidad de Oficiales 
Subalternos necesarios para la funcionalidad de la Fuerza, ocupando los cargos de los mandos medios antes 
mencionados. 


El artículo 49 establece: "Autorízase al Inciso 03 'Ministerio de Defensa Nacional", Unidad Ejecutora 023 
'Fuerza Aérea Uruguaya' a percibir, los montos equivalentes a los costos de capacitación del Personal 
Superior y Subalterno que soliciten su desvinculación de la Institución referida. Los antes mencionados 
restituirán a la Unidad Ejecutora 023 "Fuerza Aérea Uruguaya, el costo de la formación técnica profesional 
aeronáutica recibida, de acuerdo a lo invertido en horas de vuelo en los diferentes niveles del escalafón 
operativo a partir de los ingresos a los institutos militares de educación aeronáutica que se produzcan desde la 
entrada en vigencia de la presente Ley, y en los cursos de capacitación. [...] El total de lo recaudado por este 
concepto, se destinará a financiar los gastos de funcionamiento e inversiones del Programa 343 "Formación y 


capacitación", [...] y solventará la capacitación del personal a efectos de la reposición de recursos humanos 
calificados y la adquisición de material aeronáutico". 


Este artículo responde a la necesidad de recuperar, de alguna forma, los costos invertidos por el Estado en 
capacitación aeronáutica del personal superior y subalterno que solicita su desvinculación de la Fuerza. Por 
las características particulares de los pilotos y de los aerotécnicos, su formación conlleva años de 
capacitación, lo que hace materialmente imposible la pronta reposición de los recursos humanos calificados 
que se pierden, disminuyendo las capacidades operativas de la Fuerza respectiva. Al establecerse un marco 
legal que obligue al personal superior y subalterno que solicite su desvinculación de la institución a que 
devuelva en años de servicio o en dinero el costo de la capacitación aeronáutica recibida, se prevé una 
importante disminución de la fuga de capital humano. 


SEÑOR ABDALA.- Siguiendo la lógica del señor Diputado Gamou, si estuviéramos asistiendo a una 
suerte de nueva forma de imperialismo en lo que tiene que ver con la exportación de recursos humanos 
y de cerebros, como probablemente asistamos -creo que es muy interesante el planteo-, esta sería una 
suerte de norma antiimperialista. 


Concretamente, quiero preguntar lo siguiente. ¿De qué forma se va a implementar esto? ¿Cómo se 
instrumentará? ¿Cuáles son los plazos que se consideran razonables? ¿Dónde está el límite entre capacitarse 
para prestar la función y después prestarla durante determinado período y estar frente a una situación en la 
que se estaría aprovechando del Estado para obtener determinada formación y luego emigrar, abandonando el 
servicio público para desarrollar una actividad particular en el país o en el exterior? ¿Cómo se instrumentará 
esto? 


Entiendo la intención; está bien clara. Pero quiero saber si se van a definir plazos o determinado tiempo y de 
qué manera se va a perseguir el retorno de lo invertido cuando alguien pide la baja; supongo que se hará a 
través de una demanda judicial. ¿Cuál es la idea que se maneja con relación a esto? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Estamos transitando por un camino nuevo, 
lo que genera incertidumbres y dudas. 


SEÑOR ABDALA.- No cuestiono; pregunto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Nosotros no tenemos todas las certezas 
cuando incursionamos en estos temas, por lo que estamos trabajando permanentemente en ellos. 


Este asunto se ha conversado largamente con la Fuerza Aérea. Estamos tratando de dar solución a un 
problema que, como dijimos, es regional y mundial; los distintos países de la región han transitado por 
distintos caminos, trazando diferentes líneas de acción para, de alguna manera, mitigar determinados hechos 
que difícilmente puedan solucionarse mediante la ley. Tal vez, sea el mercado el que, en definitiva, con 
instrumentos como este y otros, ponga coto a situaciones de estas características. 


Aquí tenemos el problema de una demanda creciente, aumento de compañías e incremento de retribuciones. 
Es claro que este artículo tiene que ver, fundamentalmente, con la formación, pero también con la 
capacitación; o sea, aquí se establece que lo que se da en formación técnica profesional aeronáutica exige una 
devolución para los pilotos que se formen desde el año 2013. Por lo tanto, no tiene efecto retroactivo, pero sí 
lo tendrá para aquellos pilotos que estén en actividad y tomen cursos de capacitación. A quienes ya se 
formaron, no se les exigirá la devolución por su formación en lo que tiene que ver con los años de Escuela 
Militar, de Escuela de Vuelo Avanzado, pero sí por su formación futura. 


Asimismo, el artículo determina que se reglamentará en lo que tiene que ver con los montos de devolución, 
en caso de que no se opte por la devolución con años de servicio. Esperamos realizar una reglamentación en 
consenso con las Fuerzas y que tengan como objetivo lo que se persigue: evitar la fuga de los pilotos. 
Obviamente, se evaluarán las horas de vuelo y la capacitación de los pilotos antes mencionados. 


En definitiva, la concepción general es la que acabo de mencionar. 


SEÑOR GAMOU.- Simplemente, quiero hacer una acotación porque ha habido una alusión. 


Cuando hablo de imperialismo, lo digo absolutamente con todas las letras. Recordemos que aquí, en 
Uruguay, la enseñanza terciaria es absolutamente gratuita. Por lo tanto, cuando se nos va un médico, un 
ingeniero, un piloto, un enfermero y demás, si bien uno reconoce que hay pestañas quemadas, también es 
verdad que esa posibilidad de acceder a los conocimientos de carácter terciario es pagada por toda la 
sociedad. Tendremos que buscar alguna forma en la que aquel que usufructúa los conocimientos que la 
sociedad en su conjunto le permite obtener, si quiere hacer plata en el exterior, de alguna manera lo devuelva. 
No me parece que esté mal. Es una cuestión absolutamente lógica. 


Este es un camino que se va a discutir, pero en algún momento el país va a tener que tomar una definición 
mucho más dura. Uno se puede tomar a la risotada el tema del imperialismo, pero si se van mil médicos o mil 
profesionales por año del país, a cien mil por formación, imaginemos qué tipo de fuga de capital humana se 
estaría produciendo. 


SEÑOR DELGADO. El artículo 50 autoriza al Comando General de la Fuerza Aérea a que "Aquellos 
oficiales que estén en condiciones de ascenso a los diferentes grados, desde integrantes de los Cuerpo de 
Comando y Cuerpo de Servicios Generales, en sus diferentes escalafones, podrán ascender utilizando 
las vacantes existentes en otros escalafones dentro de su respectivo Cuerpo [...]". 


Actualmente, el Comando General de la Fuerza Aérea dispone de vacantes para el ascenso a grados 
inmediatos superiores que no se pueden utilizar por no existir oficiales de dicho escalafón en condición de 
ascenso, mientras que en otro escalafón existen oficiales en esas condiciones, sin disponer de las vacantes 
necesarias, produciéndose así un estancamiento tanto en la carrera del funcionario como en las necesidades 
orgánico-jerárquicas de la Fuerza Aérea. 


La rigidez actual de la estructura escalafonaria de los recursos humanos de la Fuerza Aérea impide el 
aprovechamiento ágil para la recomposición jerárquica de la organización, provocando además el 
estancamiento de carrera de oficiales de algunos escalafones. 


Con este artículo se pretende utilizar de manera eficiente y conveniente a la estructura orgánica la 
disponibilidad de vacantes existentes para el mejor aprovechamiento de los recursos humanos, permitiendo 
además reducir los tiempos de ascenso a los oficiales de aquellos escalafones estancados. 


La modificación es la siguiente: en el párrafo que dice "Aquellos oficiales que estén en condiciones de 
ascenso a los diferentes grados", se agrega "desde Capitán a Coronel" al artículo inicialmente presentado. 


El artículo 51 establece: "Autorízase [...] a la Unidad Ejecutora 001 'Dirección General de Secretaría', a 
efectuar el cobro de cualquier precio que se perciba, producto de los contratos que para la prestación de 
servicios y realización de actividades comerciales dentro de las Áreas de Control Integrado, se realicen con 
agentes públicos o privados, exceptuados los Organismos de Control concurrentes en la operatoria, bajo 
administración de la Dirección Nacional de Pasos de Frontera. La mencionada recaudación será destinada a 
cubrir los gastos de funcionamiento e inversiones de dicha Dirección Nacional [...]". 


Actualmente, la Dirección Nacional de Pasos de Frontera no cuenta con una norma legal que habilite a cobrar 
el canon o cualquier otro precio por la concesión o tercerización de servicios y actividades comerciales que 
se obtengan de agentes públicos o privados que desarrollen actividades dentro de las Áreas de Control 
Integrado, ACIs. 


Esta propuesta habilita la percepción de ingresos por concepción de ACT:s y la posibilidad de su destino a la 
financiación de gastos e inversiones necesarias para el cumplimiento de la función de la Dirección Nacional 
de Pasos de Frontera. 


Este artículo 51 también ha sido modificado. Queda redactado de la siguiente manera: "Autorízase al 
Inciso 03 'Ministerio de Defensa Nacional, Programa 480 'Ejecución de la Política Exterior', Unidad 
Ejecutora 001, a efectuar el cobro del canon y cualquier otro precio que se perciba, [...]". 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué tipo de servicios o actividades comerciales pueden desarrollarse en los 
pasos de frontera? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Existen distintos tipos de actividades 
comerciales dentro de las Áreas de Control Integrado, como venta de artículos en la modalidad -no es 
así realmente- de "free shop" y algún otro tipo de artículos que tienen que ver con venta de refrescos, 
de alimentos, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí quedan excluidos los "free shop" hoy existentes. 
SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Esas son Áreas de Control Integrado. 


SEÑOR DELGADO- El artículo 52 asigna en la "Unidad Ejecutora 023 'Comando General de la 
Fuerza Aérea' [...] una partida anual de $ 12:613.250 [...] con destino a una compensación mensual [...] 
para el personal que desempeña tareas de Policía Aérea Nacional". 


Parte de esta partida se financia con reasignaciones de Objetos del Rubro O de la propia Unidad Ejecutora. La 
presente propuesta pretende, a través de la compensación, brindar un incentivo económico al personal que 
desempeñe tareas de Policía Aérea Nacional, cuyo cometido es la vigilancia del cumplimiento de las normas 
nacionales e internacionales que rigen la actividad aérea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Usted dijo que se financia parcialmente. ¿Es decir que este artículo tiene 
costo? 


SEÑOR DELGADO. Sí. Una partida anual de $ 12:613.250. 


En el artículo 53, lo que se pretende con la modificación del artículo 168 de la Ley_N* 15.809 de fecha 21 de 
abril de 1986, es incrementar la remuneración que actualmente perciben en la Justicia Militar los cuatro 
oficiales en situación de retiro por desempeñarse como Magistrados militares y los Conjueces, en virtud de 
que dichos cargos no fueron contemplados en la redacción original de la mencionada norma. 


Actualmente, los cargos de Jueces de la Justicia Militar son desempeñados por personal superior en situación 
de retiro, quienes perciben la pasividad militar que les corresponde y una remuneración como complemento 
de su haber de retiro por cumplir la tarea de Magistrados. La responsabilidad y dedicación que les impone el 
cumplimiento de la función jurisdiccional, no se ven reflejadas en la remuneración actual. 


Se solicita a través de esta propuesta se incluya a los Oficiales en situación de retiro que se desempeñen 
como Magistrados en los Juzgados Militares de Primera Instancia e Instrucción con la compensación que 
perciben los Ministros del Supremo Tribunal Militar, los miembros militares ante la Suprema Corte de 
Justicia y los Conjueces Militares cuando actúan como miembros del Supremo Tribunal en forma transitoria. 


El artículo 54 modifica el sistema de concursos para ascenso de los Oficiales de los Servicios Generales en la 
Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas. 


Actualmente, se utiliza un modelo de concurso que no se adecua al tipo de capacitación que se debe requerir 
a los Oficiales de Servicios Generales de la Dirección Nacional de Sanidad. Con el artículo propuesto, se 
busca adaptar los sistemas de concurso, tomando en cuenta tanto la oposición como los méritos que posean, 
de forma de alinearlos con los perfiles del cargo que ocupen. 


El artículo 55 busca reparar la situación de aquellos Oficiales que por razones de salud pierdan las aptitudes 
totales o parciales para la actividad de vuelo, permitiéndoles, en caso de recuperar dichas aptitudes, regresar 
al escalafón de origen, según corresponda y por única vez, a efectos de mantener personal capacitado en los 
diferentes escalafones de la Fuerza Aérea. 


La redacción actual del artículo 92 del Decreto-Ley N* 14.747 vigente no prevé que el individuo pueda 
recuperar las aptitudes perdidas, lo cual impide reversibilidad de la medida tomada en virtud de la 
incapacidad detectada en un momento dado, pasando al Escalafón "C", Cuerpo de Seguridad Terrestre, y no 


pudiendo regresar a su escalafón y a la actividad de vuelo en caso de recuperar dichas aptitudes. El 

artículo 56 modifica el artículo 59 de la Ley N” 10.808, de 16 de octubre de 1946, Ley Orgánica de la 
Armada, que regula la forma de asignación de las vacantes del personal superior, por jerarquía y cuerpo. En 
dicha norma se prohibía el intercambio de vacantes entre los distintos cuerpos que conforman el cuadro de 
oficiales. Debido a que dicha prohibición generaba diferentes problemas a ciertos oficiales, entre otros, la 
postergación de la carrera en determinados cuerpos y la imposibilidad de ascender simultáneamente con sus 
pares de promoción, con la consecuencia de que sus propios compañeros de Escuela Naval lleguen a ostentar 
jerarquías superiores, el artículo 89 de la Ley N” 18.834, de 4 de noviembre de 2011, modificó la redacción 
anterior, permitiendo el ascenso a Teniente de Navío y Capitán de Corbeta, utilizando las vacantes existentes 
en otros cuerpos. En esta propuesta se extiende la norma de ascensos a Capitán de Fragata y Capitán de 
Navío. 


A través del artículo 57 se asigna en la Unidad Ejecutora 018 "Comando General de la Armada" una partida 
anual de $ 348.048, más aguinaldo y cargas legales, con destino a la contratación de Becarios en el Servicio 
de Oceanografía, Hidrografía y Meteorología de la Armada, Sohma. Dicha partida se financia con la 
supresión de cuatro cargos de Marinero de 1ra. La complejidad técnica de los asuntos relacionados con los 
estudios hidrográficos, oceanográficos y meteorológicos marinos de las áreas marítimas de jurisdicción e 
interés nacional hace necesario contar con estudiantes avanzados a efectos de asegurar un adecuado y 
actualizado conocimiento sobre nuestra zona marítima. Es menester contar con personal técnico para el 
Sohma a efectos de elaborar cartas náuticas tanto en papel como electrónicas, realizar análisis de laboratorio 
de parámetros del agua de mar o desarrollar programas informáticos para almacenamiento y procesamiento 
de datos. Además, se requiere asesoramiento técnico de nivel acorde y preciso para responder obligaciones 
internacionales del Estado con absoluta certeza de la precisión de los resultados de los estudios hidrográficos, 
oceanográficos y meteorológicos marinos. 


En cuanto al artículo 58, la disposición proyectada procura adecuar el sistema de ascensos del personal que 
integra la Justicia Militar a efectos de optimizar la profesionalización de la función jurisdiccional y 
administrativa. Ello se lograría por cuanto con la presente propuesta se faculta al órgano máximo de esta 
jurisdicción penal para promover el ascenso de Personal Subalterno, que se encuentre en las condiciones 
requeridas por el articulado que se propone, a la jerarquía de Alférez. 


El resultado que se espera obtener con el artículo proyectado es que el Supremo Tribunal Militar tenga la 
opción de proponer al ascenso para la jerarquía de Alférez no solo al personal que reúna los requisitos 
exigidos por el Decreto-Ley N* 14.726, sino también, en caso de no existir personal en condiciones y siempre 
que no se lesionen derechos adquiridos, a quienes hayan obtenido las mayores calificaciones en el concurso 
de oposición y méritos que se proyecta en el artículo propuesto. 


Por el artículo 59 se incrementa en la Unidad Ejecutora 004 "Comando General del Ejército", el Objeto del 
Gasto 042 023, "Compensación por Riesgo especial", en $ 1:772.858, para incluir al personal del Grupo K-9 
San Miguel Arcángel de Perros de Trabajo Militar en lo establecido en el artículo 117 de la Ley N” 16.736, de 
5 de enero de 1996. Existe la necesidad de incluir al Grupo K-9 el riesgo especial en la compensación del 
artículo 117 de la Ley_N* 16.736, de 5 de enero de 1996, por el alto riesgo implícito en la realización de las 
tareas que realiza, en el orden de la desactivación, manipulación y recuperación de artefactos explosivos. 


Por el artículo 60 se asigna a la Unidad Ejecutora 004 "Comando General del Ejército" una partida anual de 
$ 6:684.857 para financiar el pago de una compensación especial, que será percibida por el personal de la 
Compañía Especial Antiterrorista, CEAT, del Batallón de Infantería de Paracaidistas N” 14, que se encuentre 
directa y materialmente afectado a funciones de riesgo. Dado que los funcionarios que cumplen estas tareas 
deben ser tratados presupuestalmente en forma similar, es menester abonarles una compensación especial a 
los integrantes de la Compañía Especial Antiterrorista del Batallón de Infantería de Paracaidistas N* 14, 
quienes reciben una preparación especial y también realizan tareas que implican un riesgo. Esta propuesta 
pretende retener al personal altamente especializado e incentivar la realización de los cursos necesarios para 
la integración de la Compañía Especial Antiterrorista. 


A través del artículo 61 se autoriza a la Unidad Ejecutora 018 "Comando General de la Armada" a efectuar el 
pago de una compensación especial para el personal embarcado, la que será percibida por el Personal 
Superior y Subalterno de la Armada Nacional. Actualmente, las compensaciones existentes no resultan 
atractivas para el personal embarcado, motivando una deserción hacia el ámbito privado del personal 


calificado e idóneo en tareas de mar. Esto provoca una importante carencia de recursos humanos para cubrir 
las dotaciones de los buques. La aprobación de la presente propuesta permitirá compensar al personal 
embarcado que cumple tareas específicas en los buques del Comando General de la Armada, logrando 
retenerlo. 


Por el artículo 62 se asigna en el Programa "Prevención y combate de fuegos y siniestros", de la Unidad 
Ejecutora 023 "Comando General de la Fuerza Aérea", una partida anual de $ 1:530.072 para compensar al 
Personal Subalterno que desempeña tareas de rescatista. Con esta propuesta se pretende otorgar una 
compensación a aquellos funcionarios que conllevan inminente riesgo de vida en la tarea que desempeñan. 


En el artículo 63 se asigna a la Unidad Ejecutora 041 "Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraestructura 
Aeronáutica" una partida de $ 12:771.498 con destino al pago de una compensación especial mensual a los 
Técnicos Electrónicos Aeronáuticos egresados del Instituto de Adiestramiento Aeronáutico que desempeñen 
efectivamente dichas funciones en la Unidad Ejecutora al 1ro. de enero de 2012, por concepto de 
permanencia a la orden, con el objetivo de atender la instalación, funcionamiento y mantenimiento 
preventivo y correctivo de todos los sistemas de radio ayudas a la navegación y radares de tránsito aéreo y los 
sistemas de comunicaciones aeronáuticas. El personal calificado para cumplir funciones relacionadas a la 
navegación y radares de tránsito aéreo debe ser egresado del curso de Técnico Electrónico Aeronáutico 
dictado por el Instituto de Adiestramiento Aeronáutico. Actualmente, debido a las bajas que se han producido 
en los últimos años, el personal que cuenta con este curso se ha visto reducido sensiblemente. La Dinacia 
tiene la necesidad de contar con el personal idóneo disponible las veinticuatro horas, los trescientos sesenta y 
cinco días del año para atender fallas o desperfectos en los sistemas o equipamientos, a los efectos de 
garantizar los servicios que presta a todos los operadores aeronáuticos. 


Ante esta situación se hace necesaria la aprobación de la reestructura organizativa y establecer un régimen de 
trabajo excepcional para los Técnicos Electrónicos Aeronáuticos, que garantice la continuidad de los 
servicios. Se propone que las fallas que se produzcan fuera de los horarios de guardia diurnos se atiendan en 
régimen de permanencia a la orden. 


En el artículo 64 se faculta al Poder Ejecutivo a establecer por vía reglamentaria la implementación de 
normas básicas de la actividad de los controladores de tránsito aéreo, conforme a las normas de la 
Organización de la Aviación Civil Internacional, OACI, que fueran ratificadas por nuestro país. Dicha 
reglamentación considerará aquellos aspectos que ofrezcan condiciones de mayor seguridad y eficiencia en la 
prestación de los servicios de control de tránsito aéreo. Asimismo, se asigna una partida anual de $ 8:000.000 
a efectos de facilitar la implementación de las normas establecidas en el inciso primero del presente artículo. 


Por el artículo 65 se asigna en la Unidad Ejecutora 023 "Comando General de la Fuerza Aérea" una partida 
anual de $ 29:712.254 con destino al pago de una compensación especial por asiduidad de vuelo, la que será 
percibida por el Personal Superior y Subalterno, perteneciente a la citada Unidad Ejecutora, que desempeñe 
efectivamente y en forma asidua la actividad de vuelo. Dicha compensación especial la percibirán quienes 
superen las horas mínimas de vuelo mensuales reglamentarias. 


Esta propuesta responde a la necesidad de solucionar la pérdida de recursos humanos altamente calificados 
en áreas relacionadas con la actividad aeronáutica, a través del otorgamiento de un incentivo de carácter 
económico específico para el personal que realiza actividad de vuelo, con el objetivo de que dicho personal 
permanezca dentro de los cuadros de las Fuerzas. Actualmente se produce una migración del personal 
aeronáutico superior y subalterno hacia la actividad privada, producto de la expansión de las empresas 
privadas de aviación, lo que ha generado una importante y cada vez más creciente demanda de personal 
capacitado. Es sabido que el ámbito privado ofrece una remuneración considerablemente superior por las 
mismas tareas que realizan pilotos y aerotécnicos, lo que provoca el trasiego de los recursos humanos hacia la 
actividad civil. Este personal abandona la institución que lo ha formado, lo que ha significado para el Estado 
uruguayo no solamente una inversión en tiempo sino una inversión económica muy elevada. Asimismo, por 
las especialidades características de la formación de los pilotos y aerotécnicos, la misma conlleva años de 
capacitación, lo que hace materialmente imposible la pronta reposición de los recursos humanos calificados 
que se pierden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es otro de los artículos que se modificaban. Según creo, en el segundo 
inciso hay un cambio. 


SEÑOR DELGADO.- Se suprimen los porcentajes y queda redactado de la siguiente manera: 
"ARTÍCULO 65.- Asígnase al Programa 300 'Defensa Nacional', Unidad Ejecutora 023 'Comando 
General de la Fuerza Aérea', Grupo 0 'Retribuciones Personales', con cargo a la Financiación 1.1. 
'Rentas Generales', una partida anual de $ 29:712.254 (Veintinueve millones setecientos doce mil 
doscientos cincuenta y cuatro pesos uruguayos), incluido aguinaldo y cargas legales, con destino al 
pago de una compensación especial por asiduidad de vuelo, la que será percibida por el Personal 
Superior y Subalterno perteneciente a la citada Unidad Ejecutora, que desempeñen efectivamente y en 
forma asidua la actividad de vuelo.- Dicha compensación especial se percibirá por quienes superen las 
horas mínimas de vuelo mensuales reglamentarias.- La partida asignada se ajustará en la misma 
oportunidad y con los mismos porcentajes que establezca el Poder Ejecutivo para los incrementos 
salariales de la Administración Central. El Poder Ejecutivo reglamentará la aplicación del presente 
artículo y la Contaduría General de la Nación creará el Objeto del Gasto correspondiente.- Este 
artículo regirá a partir de la vigencia de la presente ley". 


Por el artículo 66 se incrementa en la Unidad Ejecutora 041 "Dirección Nacional de Aviación Civil e 
Infraestructura Aeronáutica" la partida anual asignada para horas docentes en la suma de $ 1:444.583 para el 
Ejercicio 2013, y en $ 1:235,591 para el Ejercicio 2014, para retribuir las actividades docentes de Profesores 
e instructores civiles que dictan cursos en el Instituto de Adiestramiento Aeronáutico. 


Se prevé para los años 2013 y 2014 dictar un mayor número de cursos de formación de personas en áreas 
técnicas y especializadas, por lo que será necesario contar con un mayor número de horas docentes. Por los 
compromisos asumidos con los países que integran la OACI, Uruguay debe contar con personal calificado, 
siendo el Instituto de Adiestramiento Aeronáutico el único a nivel nacional que posee la capacidad de realizar 
dicha formación. Este año fue instalado el simulador de vuelo para la formación de controladores de tránsito 
aéreo que permitirá que los estudiantes resuelvan situaciones con datos reales del tráfico aéreo, optimizando 
su capacitación. También se aprobó el Programa para la formación de técnicos electrónicos adaptado a las 
nuevas tecnologías adquiridas. 


En el artículo 67 se incrementa para la Unidad Ejecutora 004, "Comando General del Ejército", la partida 
asignada para horas docentes en $ 12:078.346 con destino al pago de las retribuciones a los Profesores civiles 
de los institutos, escuelas y centros de enseñanza del Ejército. El monto que se abona por hora de clase 
dictada no se corresponde con la normativa vigente al respecto -Decreto N* 146/975- por el cual se regula el 
pago de retribuciones a los docentes civiles que imparten clase en los distintos centros de enseñanza e 
institutos del Ejército. Esto ha provocado reiterados reclamos a nivel judicial de Profesores civiles, 
asumiendo el Estado un elevado costo. Esta propuesta pretende dar cumplimiento a la normativa vigente y 
eliminar los reclamos reiterados a nivel judicial de Profesores civiles. 


SEÑOR ABDALA.- Nuestra consulta es muy concreta y del mismo tenor que una que formulamos 
antes con relación a un incremento de una partida para pagar compensaciones. En este caso 
quisiéramos saber cuál es la traducción de esta partida que aquí se propone incrementar en términos 
de lo que puede representar en la hora docente, es decir, si esto implicará una mejora -y, en caso 
afirmativo, como se presume, de cuánto sería- o si, además, implicaría la posibilidad de solucionar 
situaciones que hoy no estuvieran percibiendo remuneración. No sé por dónde viene lo de los reclamos 
y por ello quería preguntar más concretamente en qué se traduce este incremento presupuestal y si hay 
una mejora del valor de la hora docente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- El Profesor Hernán Planchón contestará 
esta pregunta. 


SEÑOR PLANCHÓN.- Agradezco la pregunta. 


Desde que empezamos con la Ley de Presupuesto -esta es la segunda Rendición de Cuentas- se comenzó a 
naturalizar el sistema de dietas docentes en el Ministerio de Defensa Nacional para compensar un 
desfiguramiento de muchas décadas por el que se utilizaba la forma de pago de hora docente, la dieta militar 
y la dieta civil, como compensación salarial. En un primer momento, separamos los objetos del gasto, que 
son las dietas civiles, de las militares y empezamos a regular de las dos formas: los instructores militares y 
los Profesores civiles. El Decreto regula el monto que se paga cada hora docente, de acuerdo con el nivel de 


los centros educativos. Estamos hablando de un sistema de enseñanza en las tres Fuerzas de formación que 
tiene capacitación técnica -lo que sería UTU-, el nivel secundario -el Liceo Militar y el Liceo Extra Edad del 
Ejército; esto es un liceo que cuenta el Ejército nacional para que el personal subalterno pueda terminar 
Secundaria con un régimen especial-, la formación terciaria de grado de Oficiales de las tres Fuerzas y de 
postgrado. El Decreto al que se hace mención establecía un cociente para la hora de Secundaria, de acuerdo 
con el nivel educativo. 


¿Qué pasó? Hacia el año 1997 al no ser reforzado el monto que se había asignado, no alcanzaba para pagar la 
hora docente. Entonces, el Ministerio de Defensa Nacional de ese momento hizo un instructivo interno que 
modificó el Decreto, pero como en el orden jurídico una resolución interna no está por encima de un Decreto, 
se empezó a pagar menos la hora docente en el Ejército nacional, en todo el sistema: el IMAE con todas sus 
escuelas, el Liceo Militar, la escuela Militar, etcétera. Obviamente, en el tiempo eso generó que no se pagara 
de acuerdo con lo que marca la legalidad, es decir, el decreto que regula la hora docente. Así teníamos una 
realidad por la que el Liceo Militar y el Liceo Extra Edad, que tienen el mismo programa y la misma carga 
horaria que Secundaria y una muy buena educación, se ganaba mucho menos que en Secundaria. Por eso los 
docentes planteaban que se les pagaba de acuerdo con un instructivo interno y no de acuerdo con el Decreto 
vigente En las instancias judiciales se perdían todos esos casos. El monto que estaba pagando Rentas 
Generales por estos juicios contra el Estado anualmente era casi el doble de lo que corresponde por este 
artículo. En el artículo se adjudican $ 12:000.000 y estos últimos años se han estado pagando por concepto de 
juicios hasta $ 20:000.000 a Profesores civiles. De manera que esto va a equiparar lo que se paga en el 
sistema nacional de enseñanza. El mismo Profesor que estudió en el Instituto de Profesores Artigas que 
trabaja en el Bauzá, cruza el Prado y se va al Liceo Militar, ¿por qué tiene que ganar menos? Tiene que ganar 
exactamente lo mismo. Ese es el concepto. 


SEÑOR DELGADO. El artículo 68 establece: " Exclúyese de lo establecido en el último inciso de los 
artículos 163 de la Ley No. 18.719, de 27 de diciembre de 2010, y artículo 84 de la Ley No. 18.834, de 4 
de noviembre de 2011, en cuanto dispone que no deben tomarse en cuenta para el cálculo de ninguna 
otra retribución que se fije en base a porcentajes, a los suplementos o partidas porcentuales otorgadas 
por servicios prestados en misiones de paz en el extranjero". 


La actual interpretación de los artículos 173 de la Ley N* 18.719 y 84 de la Ley_N” 18.834, excluye del 
aumento salarial a las retribuciones de tipo porcentual que se le otorgan al personal militar que se encuentra 
en misión de paz en el exterior. Como consecuencia, disminuyen significativamente los montos percibidos y 
se afecta económicamente al personal. Esta propuesta corrige la situación de exclusión del aumento salarial 
otorgado en la normativa citada, comprendiendo también las partidas determinadas en base a porcentajes. 


En el artículo 69, Unidad Ejecutora 033 "Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas" en el 
escalafón "K" Personal Militar, Subescalafón Técnico Especializado, se crea un cargo de Sargento I y 102 
cargos de Sargento. 


Actualmente, existen recursos humanos ocupando cargos que no corresponden con la función que cumplen, 
por lo que se hace necesaria la creación de los cargos propuestos para adecuar la estructura escalafonaria a las 
necesidades de la institución. Esto se originó en necesidades puntuales del servicio que implicó la utilización 
de vacantes no adecuadas a la función. Con esta propuesta se pretende que los recursos humanos ocupen los 
cargos acorde con la función que cumplen. 


SEÑOR ABDALA.- ¿No se requeriría una previsión presupuestal? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los recursos están previstos en el articulado, pero no están incluidos. Le 
preguntamos al personal de contaduría si no corresponde incluir el monto total correspondiente a los 
cargos que se crean, un cargo de Sargento 1 y 102 cargos de Sargento. Solicitamos a las autoridades del 
Ministerio de Defensa Nacional que luego nos pasen los números exactos porque en el costeo está 
aproximado. 


(Interrupciones) 


——Me acotan allí que el costo de ese artículo es $ 17:300.000 que corresponde al costeo de un Sargento Í y 
102 Sargentos. 


Entonces, vamos a agregar la información de los recursos necesarios para cubrir las erogaciones que implique 
el llenado de estos cargos. 


SEÑOR DELGADO.- Artículo 70.- "Increméntase en el Inciso 03 "Ministerio de Defensa Nacional", 
Programa 300 'Defensa Nacional", Unidad Ejecutora 023 'Comando General de la Fuerza Aérea'", con 
cargo a la Financiación 1.1 'Rentas Generales' el Objeto del Gasto 042.093 "Prima Técnica sin aportes' 
en $ 7:500.000 (siete millones quinientos mil pesos uruguayos) anuales con destino a aquellos efectivos 
del personal Militar Subalterno que cumplan tareas especializadas que requieran un elevado nivel de 
idoneidad"- Este es un artículo sin costo que se financia con reasignación de objeto del Rubro 0, de 
igual característica que el artículo 42 destinado al Comando General del Ejército. El bajo nivel de 
retribuciones implica una fuga permanente de especialistas a la actividad privada. Con la 
compensación se intenta evitar la fuga mencionada, logrando la necesaria estabilidad de los procesos. 


Agregamos al artículo mencionado la oración: "El Poder Ejecutivo reglamentará la aplicación del presente 
artículo". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, este agregado queda como último inciso. 


SEÑOR DELGADO.- El artículo 71 modifica el monto máximo de dietas que puede percibir el 
personal militar por el desempeño de funciones docentes. El monto máximo no podrá superar el 20% - 
veinte por ciento- del total de sus retribuciones mensuales para los Oficiales y para el personal 
Subalterno de la retribución nominal mensual de un Capitán del Ejército y Fuerza Aérea o Teniente de 
Navío de la Armada Nacional combatientes. La norma vigente al respecto relaciona la actividad 
docente al monto del salario que perciba la persona por lo cual similares funciones se retribuyen en 
forma diferente. Al estar relacionado el monto máximo de dietas a un porcentaje de las retribuciones 
implica que el personal subalterno con menores retribuciones perciba una remuneración por este 
concepto significativamente menor pese a que imparte instrucción de similar tenor que el personal 
superior. 


Con esta propuesta se eleva el tope para el personal subalterno, equiparándolo al de un Capitán o Teniente de 
Navío, asimilando las retribuciones a las actividades realizadas y se promueve la especialización del personal 
subalterno. Es un artículo que tampoco tiene costo. 


Artículo 72 "Autorízase a la Unidad Ejecutora 041 'Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraestructura 
Aeronáutica' a hacer efectivo el cobro de los cursos que brinda a través del Instituto de Adiestramiento 
Aeronáutico.- El total de lo recaudado por este concepto se destinará a gastos de funcionamiento e 
inversiones en dicho Instituto". El Instituto de Adiestramiento Aeronáutico brinda cursos que actualmente 
cubren las áreas básicas de operación en cuanto a formación aeronáutica, a saber: formación en seguridad, 
formación de pilotos, formación de controladores de tránsito aéreo, formación en áreas técnicas aeronáuticas. 
Dichos cursos, que se brindan en forma gratuita, son destinados a alumnos que son funcionarios del Estado y 
a personas no vinculadas con la Administración, tanto nacionales como extranjeros. Al no existir marco 
jurídico, todos los cursos dictados a particulares no pueden ser cobrados. Esta propuesta da marco jurídico 
para el cobro lo que redundará en una mejora significativa en los ingresos del Instituto de Adiestramiento 
Aeronáutico. 


Por el artículo 73 se incrementa en $ 30:000.000 la partida asignada por el artículo 85 de la Ley No. 18.046, 
de 24 de octubre de 2006, y el artículo 170 de la Ley No. 18.719, de 27 de diciembre de 2010, con destino al 
pago de una compensación especial mensual al personal militar afectado a la vigilancia de los 
establecimientos carcelarios, conforme a las tareas reguladas en la Ley No. 18.717, de 24 de diciembre de 
2010. "Por la Ley N* 18.717 se incorporaron las tareas de control por parte del personal militar asignado a 
establecimientos carcelarios; como ser revisación e inspección de ingreso y egreso a dichos centros, de 
personas, vehículos y objetos lo cual requiere mayor cantidad de personal asignado a la tarea al cual se le 
debe abonar una compensación tal como percibe el personal que realiza la guardia perimetral". El incremento 


en las tareas de custodia y revisación de establecimientos carcelarios que insumen mayor cantidad de 
personal a compensar. 


SEÑOR SANDER.- Deseo dar la bienvenida al señor Subsecretario y al equipo del Ministerio de 
Defensa Nacional. 


Queremos decir que estamos totalmente de acuerdo con este artículo 73, pero deseamos hacer una pregunta 
con respecto al traslado del personal que no está incluido acá. Hace un par de meses hubo un accidente grave 
que costó la vida de un soldado que iba a cumplir funciones en la cárcel de Cerro Carancho, departamento de 
Rivera, y tenemos la idea de que existe o existió dentro del Ministerio de Defensa Nacional un sector que 
tenía ómnibus para el traslado de los soldados. Queríamos saber en qué condiciones se encuentra esto y si se 
podría reactivar el traslado de los soldados en vehículos adecuados a la función que cumplen. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Obviamente, ómnibus existen, tal vez, 
centralizados entre ciertas áreas del Ministerio. La atención a la guardia perimetral la da el Ejército, la 
Fuerza Aérea y la Armada Nacional, distribuyéndose las distintas Divisiones del Ejército la atención a 
los diferentes centros carcelarios. 


Por razones operativas, obviamente, el traslado de las fuerzas -como en todo el mundo- se realiza a través de 
los medios propios de las distintas unidades, ya sea para la atención a centros de reclusión como para 
cualquier otro tipo de actividades. Cuando se va a realizar una maniobra militar, los funcionarios no se 
desplazan en ómnibus; lo hacen en las propias unidades que se dispone para poder hacer ese tipo de 
ejercicios. En este caso, el de la seguridad perimetral de las cárceles, es un trabajo subsidiario que implica 
una tarea propia de la condición de las distintas divisiones, brigadas o batallones militares. 


Si bien es de atención lo planteado por el señor Diputado en cuanto a atender los criterios de seguridad en los 
desplazamientos, este lamentable hecho que se dio cuando se concurría a la cárcel de Cerro Carancho en el 
departamento de Rivera -nosotros concurrimos personalmente a atender esta situación- en la práctica no es lo 
que ocurre normalmente ya que se trata de realizar los traslados en las mejores condiciones operativas, pero 
que tienen relación con el propio empeñamiento de las fuerzas. En este momento no está pensado realizar 
estos traslados en unidades que no sean las propias de los distintos batallones, regimientos o divisiones que 
atienden este tipo de procedimientos. 


SEÑOR SANDER.- Entiendo la respuesta del señor Subsecretario. 


Entiendo que, en el caso del personal que va de Paso de los Toros a Rivera, con distancias tan largas de 250 
kilómetros y, en virtud de que se están mejorando las condiciones, sobre todo de lo que ganan por la guardia, 
quizá, se podría hacer algún esfuerzo para reactivar alguno de esos ómnibus o compartir los que tiene el 
Ministerio del Interior para el traslado de policías. De esa manera, se podría mejorar el área de traslado para 
este personal que trabaja y que cumple una función tan importante como controlar los centros carcelarios. 


SEÑOR GARCÍA.- Con respecto a la Ley_N” 18.717, que es la que establece la misión de que los 
militares revisen al ingreso de los penales y de las cárceles, todos sabemos que tiene un plazo de 
ejecución que vence dentro de cuatro meses, es decir, en diciembre de 2012. Dicha ley fue votada en 
octubre de 2010; estamos a cuatro meses de que quede sin efecto y todavía no ha entrado a regir. 


Quisiera saber cuándo estima el señor Subsecretario que podrá empezar a ser operativa la revisación por parte 
de militares en las puertas. Además, por esto que estoy manifestando con relación a los plazos, quisiera saber 
si se prevé que el Poder Ejecutivo envíe un proyecto de prórroga. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- En primer lugar, debo decir que nuestra 
tarea en las revisaciones es la de auxiliar al Ministerio del Interior. Obviamente, quien determina los 
tiempos e instrumenta las medidas es el Ministerio del Interior; nosotros colaboramos en esta tarea. 


O sea que cuándo se llevará a cabo, posiblemente se determine no solo a través de la voluntad del Ministerio 
de Defensa Nacional de brindar esta asistencia sino de que el Ministerio del Interior tenga todos los 


elementos necesarios -que se componen de otros elementos logísticos como escáner y otros instrumentos 
técnicos- en condiciones y con nuestro personal capacitado como para poder manejarlo. 


Como bien dice el señor Diputado, queda poco tiempo para los términos preceptivos que determina la Ley 
N? 18.717. Entendemos que es voluntad del Poder Ejecutivo prorrogar estos plazos a través del envío de un 
nuevo proyecto de ley. Inclusive, aún es posible algún cambio en cuanto a las funciones específicas que 
desarrollará el Ministerio de Defensa Nacional, siempre en esta área. Los organismos técnicos coordinados 
de ambos Ministerios están trabajando en la revisación en sí: áreas que serán motivo de revisación, personas 
u objetos. 


SEÑOR GARCÍA.- Entiendo que ustedes dependen de lo que indica el Ministerio del Interior para 
colaborar con ellos. Eso significa que comenzar la tarea no es de un día para el otro, sino que requerirá 
un tiempo de preparación por parte del Ministerio de Defensa Nacional para la tarea que van a 
desarrollar. 


¿El Ministerio del Interior les ha planteado un tiempo probable de comienzo de esta tarea o hasta ahora no 
hay fecha de comienzo? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- En el Ministerio de Defensa Nacional no 
tenemos fecha; está condicionada por los elementos que anteriormente mencioné. La condición que 
tenemos es la solicitud del señor Presidente de la República de hacerlo lo antes posible. Nuestras 
fuerzas están a la orden, en disposición de poder llevar adelante esta colaboración que entendemos 
necesaria para el mejoramiento de la seguridad en los recintos carcelarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a continuar con la consideración del artículo 73. 


SEÑOR DELGADO.- Entonces, voy a leer cómo quedaría redactado el artículo 73. "Increméntase en 
el Inciso 03 'Ministerio de Defensa Nacional', Programa 461 'Gestión de la privación de libertad", 
Unidad Ejecutora 001 'Dirección General de Secretaría de Estado", la partida asignada por el 
artículo 85 de la Ley N” 18.046, de 24 de octubre de 2006, y el artículo 170 de la Ley _N” 18.719, de 27 de 
diciembre de 2010, con destino al pago de una compensación especial mensual al personal militar 
afectado a la vigilancia de los establecimientos carcelarios, conforme a las tareas reguladas en la Ley 
N*_ 18.717, de 24 de diciembre de 2010, en $ 30:000.000 (treinta millones pesos uruguayos) anuales, 
incluidos aguinaldo y cargas legales, con cargo a la Financiación 1.1 'Rentas Generales'.- El Poder 
Ejecutivo reglamentará la forma de pago de la referida compensación". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro que lo que se agrega en el artículo es el nombre del Programa 
"Gestión de la privación de libertad". 


SEÑOR DELGADO. El artículo 74 modifica el cuadro de efectivos del Personal Superior del 
Comando General de la Armada de los diversos Cuerpos, adecuándolo a las eliminaciones de vacantes 
producidas en el marco de las Leyes Nos. 18.719 y 18.834. Como consecuencia de las facultades 
otorgadas por el artículo 165 de la Ley N” 18.719, de 27 de diciembre de 2010, en la redacción dada por 
el artículo 83 de la Ley _N” 18.834, de 17 de noviembre de 2011, se suprimieron vacantes, por lo cual 
esta propuesta adecua el cuadro de efectivos a las modificaciones realizadas por las normas 
mencionadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Este también es uno de los artículos modificados? 


SEÑOR DELGADO. Sí, señor Presidente. En el cuadro se modifica, agregando una persona en el 
Cuerpo de Apoyo, en el grado de Teniente de Navío. 


En el artículo 75 se autoriza al Banco de Previsión Social y a la Unidad Ejecutora 035, Servicio de Retiros y 
Pensiones de las Fuerzas Armadas, a intercambiar entre sí información en el marco de convenios de 
cooperación celebrados o a celebrar en el futuro, quedando ambos organismos exceptuados del alcance de lo 
dispuesto en el artículo 261 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005. 


Para el eficaz cumplimiento en el pago y administración de las pasividades militares, resulta imprescindible 
contar con información veraz y oportuna sobre el fallecimiento de las personas presupuestadas en la 
institución. Ante esta necesidad de información, en el año 1999 y, en el marco de un convenio celebrado entre 
el Servicio y el Banco de Previsión Social, se solicitó a este que suministrara sin costo la información 
mensual de personas fallecidas en Montevideo y en el interior del país, a los efectos de evitar pagos 
indebidos. Si bien el BPS expresó su voluntad de acceder a lo solicitado, no obstante no pudo hacerlo en 
mérito a lo dispuesto por el artículo 261 de la Ley_N* 17.930. 


Por el artículo 76 se asigna a la Unidad Ejecutora 018, Comando General de la Armada, una partida de 

$ 1:963.774 con destino al pago de una compensación que será percibida por el personal de Operaciones 
Especiales, integrante de la Sección de Reconocimiento -Secron- del Cuerpo de Fusileros Navales -Fusna- 
que se encuentre directa y materialmente afectado a funciones de riesgo. 


El personal que integra la Secron realiza actividades de alto riesgo, que implican gran esfuerzo físico y 
mental. Esta labor requiere un alejamiento de la familia mayor al del personal militar de una Unidad 
convencional, a fin de poder cumplir con los adiestramientos requeridos para mantener las capacidades. 
Recibir la misma remuneración salarial que el resto del personal de la Armada que no tiene este tipo de 
exigencia conlleva a la desmotivación del personal y a la búsqueda de otras opciones laborales. Además, al 
personal no perteneciente a la Secron no le resulta atractivo realizar el esfuerzo requerido para acceder a ser 
integrante de esa Sección. 


Con la compensación solicitada se busca motivar al personal perteneciente a la Secron, reconociendo el 
esfuerzo de las actividades especiales que realiza, y que el personal que no integra dicha Sección encuentre 
atractivo postularse a ser miembro de ella. De esta forma, no se perderán las capacidades que la Secron da a 
la Armada Nacional y a las Fuerzas Armadas. 


Por el artículo 77 se sustituye el literal B) del artículo 226 del Decreto-Ley N* 14.157, referido a la docencia 
en institutos militares de la Ley Orgánica Militar, habilitando a que el personal militar que se encuentra en 
situación de retiro, incluyendo la acumulación por retribución docente, pueda ser reintegrado al ejercicio 
docente en el primer grado escalafonario y sin derecho a ascenso. Por dicho ejercicio docente percibirá la 
remuneración correspondiente sin que ello afecte el haber de retiro previamente generado. 


A su vez, cabe manifestar que el artículo 105 de la Ley N* 18.437, de educación nacional, referido a la 
educación militar y policial, establece que la selección e ingreso de los docentes cumplirá los mismos 
requerimientos que se establezcan para cada nivel educativo. En tal sentido, la Administración Nacional de 
Educación Pública habilita a los docentes jubilados a reintegrarse a la actividad docente solo en el primer 
grado escalafonario, percibiendo la remuneración correspondiente y no pudiendo acceder en ningún caso a 
cargos de mayor grado, según el artículo 63 del Estatuto del Funcionario Docente de ANEP. 


La modificación propuesta se realiza en el marco de las revisiones que se están efectuando a nivel de la 
educación pública nacional, a la cual está integrada la educación en institutos militares, y tiene como 
propósito general emplear personal con experiencia docente para suplir carencias en los centros educativos. 


A través del artículo 78 se establece la modificación del artículo 1% de la Ley N” 17.829, de 18 de setiembre 
de 2004, sobre retenciones aplicadas a las retribuciones salariales y pasividades, incluyendo dentro del orden 
de prelación de los descuentos salariales los que se generen en relación a las viviendas otorgadas por el 
Ministerio de Defensa Nacional, incluyendo descuentos por préstamos cuyo destino sea vivienda, como por 
tenencia de ellas, en virtud del artículo proyectado. 


Por lo tanto, en virtud del artículo 4” de la mencionada ley, corresponde la sanción de la norma cuyo proyecto 
se adjunta. En cumplimiento de los convenios vigentes se otorgan préstamos amortizables para vivienda al 
personal de todo el Inciso 03, Ministerio de Defensa Nacional, cuyo recupero se realiza mediante la retención 
del importe de la cuota de los haberes del prestatario en la dependencia donde revista o, en su caso, de la 
pasividad o pensión que perciba, que el obligado previamente autorizó en forma expresa a realizar. 


Además, por el artículo 79 se prevé la posibilidad de descuentos salariales en virtud de la tenencia de una 
vivienda construida en predios del Ministerio de Defensa Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que el artículo 78 es uno de los modificados. 


SEÑOR DELGADO.- La modificación es la sustitución de "Servicio de Viviendas de las Fuerzas 
Armadas" por "Ministerio de Defensa Nacional con destino a vivienda, incluidos préstamos". 


Continúo con el articulado. 


Por el artículo 79 se faculta al Ministerio de Defensa Nacional a otorgar al personal en actividad del Inciso la 
tenencia de una vivienda que se construya en predios afectados a ese Ministerio, de acuerdo con las 
condiciones que se establezcan en la reglamentación que se apruebe al respecto. Asimismo, se lo faculta a 
retener mensualmente hasta un 10% de los haberes salariales nominales del personal que resulte adjudicatario 
de la tenencia de una de las viviendas referidas. Se prevé que ese monto constituya "Fondos de Terceros", 
cuyo destino será el mantenimiento, la construcción, ampliación, reforma o reparación de las viviendas bajo 
esa modalidad, a partir de la fecha de vigencia de la presente norma, previéndose informe de auditoría sobre 
la utilización del mencionado fondo. 


El origen del presente artículo está en la constatación de que existe un déficit en la situación habitacional del 
personal del Ministerio de Defensa Nacional e imposibilidad de acceso a una solución a través de los 
sistemas tradicionales. Como contrapartida se pretende aprovechar las capacidades que presenta el Ministerio 
de Defensa Nacional con respecto a contribuir con soluciones, si bien parciales, que tiendan a mejorar la 
situación habitacional, sin pretender sustituir las propuestas que emanan de los organismos competentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es otro de los artículos modificados. 
SEÑOR DELGADO.- Así es. 


El primer párrafo del artículo quedaría redactado de la siguiente manera: "Facúltase al Ministerio de Defensa 
Nacional a otorgar al personal en actividad del Inciso la tenencia de una vivienda que se construya en predios 
afectados a ese Ministerio, de acuerdo a las condiciones que se establezcan en la reglamentación que se 
apruebe al respecto". 


Asimismo, se suprime el sexto párrafo de la redacción original, que dice: "La retención que crea esta norma 
se aplicará también a los tenedores de las viviendas que a la fecha de vigencia de esta norma permanezcan 
aún gestionadas por las Unidades Ejecutoras del Ministerio de Defensa Nacional, la que integrará el Fondo". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si entiendo bien, ambas modificaciones hacen referencia a las viviendas ya 
construidas. El texto definitivo refiere solo a viviendas a construir. 


SEÑOR DELGADO.- Exactamente. 


El artículo 80 establece que el artículo 1.050 del Código de Comercio no se aplicará en los casos de 
contaminación provenientes de buques. 


Si bien la no aplicación del mencionado artículo se encuentra plasmada en el artículo 2” de la Ley N* 16.820, 
que aprueba la adhesión de la República Oriental del Uruguay al convenio internacional sobre 
responsabilidad civil por daños causados por la contaminación de las aguas del mar con hidrocarburos - 
Bruselas, 1969, y sus modificativas-, ello implica que cuando un suceso de contaminación es provocado por 
un buque que no esté contemplado en dicha normativa el armador o propietario podrá limitar su 
responsabilidad mediante el mecanismo contemplado por el artículo 1.050 del Código de Comercio. Los 
buques, ante incidentes de contaminación, podrían oponer la limitación del artículo 1.050 del Código de 
Comercio, excepto los buques tanque, conforme al artículo 2* de la Ley N* 16.820. Los buques cargueros o 
pesqueros, ante cualquier suceso de contaminación, pueden limitar su responsabilidad por los daños causados 
al valor del buque luego del suceso. 


Con esta propuesta se pretende que en los casos de contaminación proveniente de todo tipo de buques, 
además de los buques tanque, no se aplique el mecanismo de limitación de responsabilidad. 


En cuanto al artículo 81, autoriza a la Unidad Ejecutora 018, Comando General de la Armada, a percibir los 
precios por los servicios prestados a terceros en el uso de simuladores por concepto de capacitación, 


entrenamiento para gente de mar y cursos en la Organización Marítima Internacional -OMI- dictados en la 
Escuela Naval y en la Escuela de Especialidades. La recaudación por este concepto será destinada a gastos de 
funcionamiento e inversión de dicho centro de enseñanza. 


Habiéndose inaugurado por parte de la Armada Nacional el Centro de Simulación "Capitán de Navío Víctor 
de María", se hace necesario prever la instrumentación de su financiación, de modo de permitir una operativa 
eficaz y eficiente y de asegurar su funcionamiento, así como su permanente actualización. Las características 
y prestaciones de este moderno simulador, así como la experiencia y posicionamiento de la Escuela Naval en 
el marco de los cursos de formación de la gente de mar a nivel regional e internacional, ofrecen la posibilidad 
de generar recursos propios en lugar de requerir la permanente asistencia económica del Estado. El uso de 
simuladores en la formación de marinos que actualmente se dispone es obligatorio de acuerdo con el 
Convenio internacional sobre normas de formación, titulación y guardia para la gente de mar. 


Por lo expuesto, se considera necesario contar con una norma que habilite la percepción de ingresos por el 
dictado de cursos, destinando su producido al financiamiento de gastos de funcionamiento e inversiones de la 
Escuela Naval y de la Escuela de Especialidades de la Armada. 


SEÑOR BEROJIS.- Quisiera hacer dos preguntas concretas. En primer lugar, en la Rendición de 
Cuentas pasada se hizo una importante transferencia para subsanar un problema medular que tenía el 
Ministerio de Defensa Nacional, que tenía que ver con la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas 
Armadas. Me refiero al drenaje de médicos y especialistas que tenía el Hospital Militar. Me gustaría 
saber cuál es la evaluación después de unos meses desde que esto funciona. 


En segundo término, también en la Rendición de Cuentas pasada se autorizó al Poder Ejecutivo a enajenar 
bienes inmuebles propiedad del Estado, Ministerio de Defensa Nacional, ubicados en el país o en el 
extranjero. En definitiva, quisiera conocer algún resultado de estos dos artículos de la pasada Rendición de 
Cuentas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- En cuanto a la primera pregunta del señor 
Diputado Berois, hacemos una evaluación positiva de las dos líneas de acción que se llevaron adelante 
en lo que tiene que ver con sanidad militar. En aquel momento lo que definimos como objetivo de 
compensaciones de sanidad militar -el traslado de determinadas áreas del propio Ministerio que 
tuvieran una ejecución postergable o no realizable- luego determinó el refuerzo por parte del 
Ministerio de Economía y Finanzas, en ciertas áreas, lo que nos habilitó a dotar de los recursos 
necesarios para llevar adelante las modificaciones y la sustitución de compensaciones a técnicos, 
profesionales, etcétera, que estaban requiriendo y demandando con total justicia. Eso se mejoró y 
estamos en condiciones de decir que se ha dado un paso adelante en tal sentido. 


En lo que tiene que ver con los descuentos al personal militar en actividad y en situación de retiro, se 
estableció una nueva forma de realizarlos, lo que sí bien en un primer momento generó cierto impacto - 
podríamos llamarlo así-, entendemos que en este momento ha dado resultados positivos y generado ahorros 
en ciertas áreas que, inclusive, están permitiendo que la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas 
Armadas tenga la iniciativa de la concreción de la Torre 5, una larga y vieja aspiración de esa Dirección que 
tiene que ver con la mejora de las áreas de internación fundamentalmente de personal subalterno, que estaban 
bastante deterioradas. La concreción de esas obras, principalmente en base a ahorros generados por este tipo 
de políticas, significará un salto cualitativo de gran importancia para los sectores más postergados de nuestro 
Inciso en lo que tiene que ver con remuneraciones. 


En cuanto a la segunda pregunta, en realidad la venta de inmuebles está prevista en un artículo pero no se ha 
llegado a su concreción. Se está trabajando en esta materia. Tenemos algunas propiedades que se han 
determinado como prescindibles por parte de los distintos Comandos, fundamentalmente de la Armada y de 
la Fuerza Aérea, en el exterior, y en este momento estamos trabajando sobre la posibilidad de su enajenación 
con los destinos previstos en la Rendición de Cuentas anteriormente mencionada por el señor Diputado. 


SEÑOR SANDER.- Señor Presidente: pido disculpas porque tuve que salir de Sala un momento y me 
perdí lo que se dijo sobre el artículo 79. 


Desde el año 2010 planteamos a la entonces Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente una propuesta con relación a las viviendas que están prontas pero vacías en todo el país desde hace 
muchos años, algunas desde hace catorce años, o sea que vienen de Gobiernos anteriores sin adjudicarse. En 
ese sentido, nuestro planteo era que se adjudicaran a policías y soldados que viven en condiciones no 
adecuadas. 


Creo que el artículo 79 viene a subsanar algunos de esos aspectos, pero dentro de la unidad militar. Por lo 
tanto, me gustaría saber si hay algún convenio específico firmado entre el Ministerio Defensa Nacional y el 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para ejecutar planes para los soldados que tienen 
escasos recursos. 


SEÑOR GAMOU.- Yo también mantuve conversaciones con la ex Ministra de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, en el sentido de por qué esas viviendas que no estaban adjudicadas no se 
destinaban a jubilados y pensionistas que estaban en malas condiciones económicas. Se me dijo que 
había que tener una concepción de la vivienda a nivel nacional. 


Entonces, si vamos a hablar de viviendas desocupadas en el país tendríamos que referirnos a muchos 
sectores. Por lo tanto, me parece muy equilibrado lo que plantea el Ministerio de Defensa Nacional porque 
los jubilados, las jubiladas y los pensionistas tampoco pueden vivir al aire libre. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Creo que cabe reiterar que este artículo de ninguna manera pretende -no 
podemos hacerlo- sustituir políticas de organismos competentes. Por eso, se trata de regímenes 
transitorios, regímenes de tenencia y la propia palabra establece justamente que no hay transferencia 
de dominio. En concreto, hace tiempo que tenemos varios convenios propuestos con el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. No obstante, hay solo uno firmado y una 
propuesta aceptada. El convenio que está firmado es un comodato que se ha hecho de una propiedad 
muy importante del Ministerio de Defensa Nacional, con la condición de que sea utilizada con una 
finalidad social, una pensión social. Estamos hablando de un inmueble de setecientos metros cuadrados 
en la calle Buenos Aires y Alzáibar. Ese convenio fue suscrito el año pasado. 


Tenemos el ofrecimiento, en el sentido que expresaba el señor Diputado, de veintiún apartamentos nuevos 
para ser adjudicados con criterios objetivos a nuestro personal, para lo cual todavía, si bien el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente ha hecho la propuesta, no la ha efectivizado mediante 
la suscripción de un convenio. Sin perjuicio de que ya está redactado, todavía no está firmado. 


También en aras de esa cooperación que permanentemente incentivamos desde el Ministerio de Defensa 
Nacional se ha afectado al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente un inmueble 
de seis hectáreas, sito en la zona de Capitán Tula, para proyectos conjuntos en el ámbito de las cooperativas. 
A esos efectos, nuestra Cartera ya ha propuesto algunas cooperativas de personal militar, integradas con 
civiles -o sea cooperativas mixtas, porque no es cuestión de hacer guetos- para que utilicen ese predio 
conjuntamente con otras cooperativas que el propio Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente entienda pertinente. Es un proyecto de cooperación y la resolución ya tiene casi un año, 
pero todavía, por diversas razones, no se ha podido efectivizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Subsecretario de Defensa Nacional y de 
todo su equipo. Aprovechamos para enviar un saludo al señor Ministro, que sabemos que no estuvo 
presente en esta reunión por razones de salud. 


(Se retira de Sala la delegación de autoridades del Ministerio de Defensa Nacional). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quería informar a los señores Diputados que en la convocatoria del jueves 26 
hubo algún cambio horario, por motivos no presupuestales, que ya figura en la nueva versión de la 
agenda. Concurrirán los mismos organismos, pero a diferentes horas. 


En virtud de que a la hora 16 y 30 recibiremos al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, la Comisión 
pasa a intermedio hasta la hora 16 y 25, a los efectos de recibir a la nueva delegación. 


(Es la hora 15 y 55) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 16 y 45) 


(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, integrada por el señor Ministro, ingeniero agrónomo Tabaré Aguerre; el Director General de Servicios 
Ganaderos, doctor José Gallero; el Director General de Servicios Agrícolas, ingeniero agrónomo Inocencio 
Bertoni; el Director General, doctor Alberto Castelar; la asesora, doctora Cecilia Riera, la Directora General 
de Desarrollo Rural, ingeniera agrónoma Jacqueline Gómez; la gerente contable, contadora María Alejandra 
Musacchio y el Director de la Dinara, doctor Daniel Gilardoni. Sabemos que el señor Ministro acaba de 
llegar al país. Lo hemos invitado a la Comisión para considerar los artículos 122 a 134 del proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, Ejercicio 2011. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Nuestro Inciso consta de trece 
artículos que, en su mayoría, no tienen costo. Algunos de ellos implican la creación de un sistema de 
trabajo para determinadas funciones y la mayoría tienen que ver con la creación del marco normativo 
para mejorar el cumplimiento de las funciones que actualmente realizamos en forma directa o 
delegada. 


El ingeniero agrónomo Bertoni fundamentará el artículo 122 con respecto a la habilitación, registro, control y 
auditoría de los laboratorios para cumplir las distintas funciones. Esto afecta a la Unidad Ejecutora 002, 
"Dirección nacional de Recursos Acuáticos", a la Unidad Ejecutora 003, "Dirección General de Recursos 
Naturales Renovables", a la Unidad Ejecutora 004, "Dirección General de Servicios Agrícolas" y a la Unidad 
Ejecutora 005, "Dirección General de Servicios Ganaderos". 


SEÑOR BERTONI.- Este artículo, tal como está redactado, fue presentado en la pasada Rendición de 
Cuentas. Ahora incorporamos a la Unidad Ejecutora 003, "Dirección General de Recursos Naturales 
Renovables”, que había quedado fuera del esquema. 


El Ministerio viene trabajando desde el inicio de la Administración en la racionalización de las capacidades 
diagnósticas que tenemos en los laboratorios. En ese sentido se está trabajando en la concentración de todos 
los recursos en materia de laboratorios, de capacidades diagnósticas en dos grandes polos: uno se está 
llevando adelante con la infraestructura de Dilave, que incorporaría todos los laboratorios relacionados con la 
producción animal y, el otro tiene que ver con la producción vegetal, en el predio de Sayago 


Esto se está llevando adelante con un esquema de gerenciamiento único, lo que implica que cada laboratorio 
se gerencie de forma uniforme, algo que repercute en la mejor utilización de los recursos de infraestructura, 
de equipamientos y de los recursos humanos, en particular los especializados. 


Se está haciendo un fuerte trabajo con la aplicación del proyecto BID -que también se está llevando adelante 
desde esta Administración-, para llevar a cierto nivel de referencia a nuestros laboratorios para que tengan 
reconocimiento internacional y capacidad a nivel nacional, de modo de poder habilitar, registrar y auditar el 
sector privado. 


Este artículo 122 reafirma lo que manejamos en el Período pasado e incorpora la Unidad Ejecutora 003, 
"Dirección General de Recursos Naturales Renovables", fundamentalmente en lo que tiene que ver con 
laboratorios de análisis de suelo. 


Además, en el último párrafo del artículo también se generan facultades para que estas Unidades Ejecutoras 
puedan disponer la suspensión preventiva o transitoria de los establecimientos habilitados y registrados. Es 
decir, mayores potestades de regulación. En definitiva, este artículo, que ya fue discutido en la Rendición de 
Cuentas anterior, incorporara la Unidad Ejecutora 003 "Dirección General de Recursos Naturales 


Renovables" y reafirma las facultades en materia de regulación de estos establecimientos habilitados y 
registrados por el Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- El artículo 123 refiere al destino, 
uso y distribución del importe de multas y decomiso. 


SEÑORA RIERA.- Este artículo pretende solucionar una omisión que cometió el Inciso cuando se 
redactó el artículo 203 de la Ley N” 18.362. 


Normalmente, en los procedimientos intervienen funcionarios de otros Incisos, por ejemplo, la Policía, en el 
caso de Dicose, Aduana o Prefectura. En ese sentido, en el historial de los artículos que hacen referencia a 
multas que aplica el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca estaban comprendidas las tres categorías de 
funcionarios que mencioné. No obstante, en la última Rendición de Cuentas, por omisión no quedaron 
incluidos. Ahora estamos solucionando ese error, incluyendo a estos funcionarios que actúan en calidad de 
inspectores, en forma personal y directa en los procedimientos que pueden dar como resultado infracciones a 
las normas legales y reglamentarias de competencia de esta Cartera de Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La doctora Riera planteó un hecho que se da debido a una omisión en la 
Rendición de Cuentas anterior. Este nuevo artículo va a regir a partir del 1” de enero de 2013. Quisiera 
saber si hay disposición para que comience a regir a partir de la promulgación de la ley. 


SEÑORA RIERA.- Sería oportuno que rija a partir de la vigencia de la ley y no a partir del 1” de enero 
para solucionar cuanto antes la omisión. De lo contrario, se van a acumular estos procedimientos. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- El artículo 124 faculta al 
Ministerio a transferir los saldos remanentes del fondo de financiamiento de la actividad lechera del 
año 2002. Me refiero al primer fondo lechero. 


Como se recordará existieron dos fondos, y el segundo aún se está repagando. El primero se terminó de pagar 
y quedó un saldo de aproximadamente US$ 300.000. Redistribuir esa cantidad en función de la totalidad de 
producción de leche por número de productores de hace algunos años sería un procedimiento bastante 
complejo. 


Como todos sabemos, la producción lechera está enfrentando una serie de desafíos desde el punto de vista 
ambiental y tiene un crecimiento de producción pocas veces visto. Hubo un incremento de 18% este año, 
27% el anterior y 11% en 2010, que no se está dando con el aumento de la superficie destinada a la lechería 
ni con más vacas en producción, sino con un claro proceso de incorporación tecnológica y de intensificación 
del uso de los recursos naturales asociados a la producción. 


Los desafíos que han tenido que enfrentar los países que ya han transitado por este proceso tienen que ver 
con lo que se conoce conceptualmente como aguas grises. Es decir, los efluentes contaminados con los 
productos de la sala de ordeñe y de lo que técnicamente se conoce como plaza de alimentación. Cada vez más 
los animales pasan un número importante de horas del día en lugares donde son ordeñados o se alimentan, 
por lo tanto sus deposiciones no están asociadas a una distribución uniforme en la superficie donde pastorean, 
sino al lugar donde comen o son ordeñados. 


Hay todo un tema de efluentes. En estos momentos enviamos al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente una propuesta de modificación al Decreto N* 253/79, que son las normas 
reglamentarias para prevenir la contaminación ambiental mediante el control de la calidad del agua. Esta 
modificación está basada en una matriz de riesgo ambiental en función del tamaño de los tambos, la 
topografía, y la ubicación con respecto a las nacientes de las cañadas o de los cursos de agua que como 
sistema de afluentes terminan en una cuenca mayor. En ese sentido surge la necesidad de una serie de 
inversiones prediales y a nivel de cuenca para mejorar el manejo de los efluentes. 


Obviamente, que la partida de la que hablamos es insignificante para atender eso, pero en la medida en que se 
están haciendo una serie de proyectos y el Inale está articulando políticas con respecto a esto, nos pareció que 
ese sería un buen destino para esos fondos. En realidad estos son recursos de los productores que están 


administrados en un fondo. Por lo tanto, al haberse cancelado el endeudamiento se entendió como destino 
prioritario la asignación de esos recursos para llevar adelante proyectos vinculados a un mejor manejo de la 
calidad de aguas en las cuencas lecheras. 


Se trata simplemente de establecer una norma para dar destino a estos recursos que hoy no están siendo 
utilizados. 


SEÑOR BEROJIS.- La distribución representa poco dinero para la inversión que se va a hacer. 
Quisiera saber cómo se hará y quiénes serán los beneficiarios. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- La idea no es ir hacia una 
distribución. Quizás no me expresé correctamente. 


El procedimiento de distribución de varios miles de productores desde hace años -algunos producían en aquel 
momento y tal vez hoy no estén o cambiaron de firma- resultaría demasiado pesado administrativamente. 
Esto se destinará a actividades nuevas vinculadas con lo que tenga que ver con el manejo de cuencas, con 
criterios que tendrá que definir el Ministerio con el asesoramiento del Instituto Nacional de la Leche. 


Las gremiales de productores han participado activamente en la definición de la matriz de riesgo ambiental. 
Lo que surge en forma clara es que hay una cantidad de obras y de inversiones necesarias a nivel predial y 
que algunas de ellas requerirán financiamiento que excederá largamente estos US$ 300.000. S seguramente 
deberá tener un financiamiento extra. Parte de estos destinos podrían ser para el financiamiento de tareas de 
asesoramiento, comunicación y elaboración de proyectos para acceder al financiamiento. 


A través del artículo 126 se otorgan facilidades de pago para los incumplimientos generados entre el 18 de 
noviembre de 2011 y el 29 de febrero de 2012 por las obligaciones del Fondo Permanente de Indemnización 
para la campaña de control y erradicación de la fiebre aftosa y enfermedades exóticas. 


Los señores Diputados seguramente recordarán que existe un Fondo Permanente de Indemnización, creado a 
través de la Ley_N? 16.082, de 18 de octubre de 1989, cuyo objetivo es la indemnización a los productores 
perjudicados por la pérdida de animales que se sacrifiquen, y bienes muebles destruidos por las medidas 
aplicadas en la campaña de control y erradicación de la fiebre aftosa y enfermedades exóticas. 


Este Fondo se integraba con la aplicación de un impuesto de 0, 21% del total de las exportaciones de carnes, 
subproductos cárnicos y derivados de especies bovinas y ovinas, así como del total de productos lácteos y sus 
derivados. 


Este Fondo estuvo vigente desde el 18 de octubre de 1989 hasta el 3 de marzo de 1999, fecha en la que se 
suspendió la recaudación, estableciéndose la alícuota en valor cero. Reitero que la alícuota original era de un 
0,21%. 


Desde 1999 hasta noviembre de 2011 la alícuota estuvo en cero porque se había recaudado una cantidad de 
dinero que, mayoritariamente, se gastó en los episodios de aftosa de fines de 2000 en el departamento de 
Artigas y generalizado en todo el país durante el año 2001. Aun después de haber resuelto las 
indemnizaciones en ese tan lamentable período para la historia de la ganadería nacional, quedaron algunos 
recursos, y por eso la alícuota se mantuvo en cero. 


Tal vez relacionado con este proceso de intensificación de la producción lechera a la que hice referencia hace 
algunos minutos, teniendo en cuenta el aumento del estrés al que son sometidos los animales por una 
demanda energética incrementada por el aumento de la productividad de leche individual y el cambio en la 
forma de alimentación -actualmente las vacas del productor lechero promedio nacional obtienen el 50% de su 
alimentación proveniente de pastoreo directo, el 35% de suplementación con granos y el 15% de 
suplementación con reservas forrajeras realizadas en el otoño o en la primavera anterior, ya sean cultivos de 
verano o de invierno-, se ha determinado un aumento en la frecuencia de aparición de tuberculosis. Si bien 
siguen siendo veintidós o veintitrés focos en el país han aparecido, aproximadamente, cuatro mil animales 
afectados. 


Con la tuberculosis tenemos varios aspectos. En primer lugar, es una enfermedad que potencialmente puede 
afectar al hombre. En segundo término, desde hace muchos años hay toda una normativa que regula el 
control sanitario de los tambos, es decir, "la refrendación anual". Dentro de ese procedimiento se realiza un 
análisis que debe dar negativo a la tuberculina. En esos análisis de positivo o negativo a la tuberculina han 
aparecido animales positivos que, lo más rápidamente posible, deben ser eliminados del rodeo y sacrificarse. 


Ese aumento de la frecuencia en la aparición de casos de tuberculosis agotó los recursos que venían de otra 
época, lo que obligó a que el 10 de noviembre de 2011 se restableciera la la alícuota en el 0,21% para seguir 
haciendo frente a esas indemnizaciones. 


Felizmente la semana pasada se terminaron de faenar esos animales, que requieren una faena especial. La 
carne proveniente de esos animales debe ir a un destino de industrialización tipo "corned beef". Los costos de 
una faena especial más el destino del producto final y el tipo de animal -no es un animal carnicero; una vaca 
Holando no es un animal que tenga buena carne ni buena cobertura de grasa y ni siquiera un buen 
rendimiento en términos de carcasa- hacen que la indemnización sea de una proporción importante de su 
valor. 


Esto entró en vigencia el 10 de noviembre de 2011. El decreto que modificó el valor, pasando de cero a 
0,21%, omitió considerar que cuando se creó el Fondo Permanente de Indemnización -Ley N* 16.082-, todo 
el comercio exterior estaba centralizado en el Banco de la República y, por lo tanto, oficiaba como agente de 
retención para el cobro de ese 0,21%. La situación actual es diferente, por lo que hubo que hacer un 
procedimiento con la Dirección Nacional de Aduanas definiendo los artículos que taxativamente deberán 
pagar de este impuesto y en qué parte del proceso realizará el cobro a través de su relacionamiento indirecto 
con el exportador por medio del despachante de aduana, ejerciendo la función de control y disponiendo que 
para poder exportar se tiene que haber pagado este impuesto. 


Más allá de que el desconocimiento de la ley no es excusa -como decía Véscovi-, se generó un período en el 
cual la mayoría de las industrias cárnicas no pagaron. Con este artículo estamos facilitando las cosas para 
recaudar esos recursos. De esta manera no se cobrar ese saldo todo junto sino que se otorga un plazo de doce 
meses para pagar. 


Desde el 29 de febrero de 2012 a la fecha se están realizando los cobros en forma normal. En lo que va del 
año 2012 el Fondo recaudó US$ 1:590.000. La idea es la misma, es decir, generar un Fondo que nos permita 
indemnizar rápidamente. Se debe reaccionar de inmediato y eliminar los animales lo más rápido que se 
pueda. En la medida en que tengamos recursos adicionales, bajaremos nuevamente la alícuota de 0,21% a 
cero. Lo que no podemos es no tener un Fondo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 284 de esta Rendición de Cuentas prevé nuevos obligados a 
aportar al Fondo, entre ellos, los animales en pie y los cueros y pieles. La industria de la curtiembre nos 
manifestó su preocupación sobre este aporte, en particular por la posibilidad de que del 0,21% se pase 
al 1%, tal como prevé la ley de creación del Fondo. 


SEÑOR BEROIS.- ¿Es importante la deuda que existe en la industria cárnica con respecto a esto? 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Debe ser aproximadamente la 
cifra que se recaudó. Esto se recaudó en marzo, abril y mayo y lo que se está debiendo es diciembre, 
enero y febrero. Debe ser una cifra similar. 

El artículo 284 tiene que ver con gravar con este impuesto a los animales en pie y a los cueros. 


SEÑOR BEROIS.- El literal e) del artículo 284 incorpora a la industria del cuero al aporte del Fondo. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Explicaré el artículo 284 junto a 
los artículos 283 y 285. 


Se pretende que la carga tributaria que tiene un destino comercial sea la misma que la que tiene otro destino 
comercial. Entendemos que la exportación de ganado en pie actúa como una válvula de regulación del 


mercado, donde hay 45.000 ganaderos y 25 frigoríficos. Esa asimetría entre la concentración de la oferta y la 
demanda tiene una válvula de alivio en el mercado, que es tener otro destino. La exportación de ganado en 
pie, en los últimos tres años, ha estado en el promedio de los doscientos mil animales, algo menos del 8% de 
la faena nacional. 


No nos parece justo que los animales que se exportan en pie no aporten a la campaña sanitaria. Las 
enfermedades no son sobre la media res cuando está dentro de la cámara frigorífica; las enfermedades caen o 
no caen sobre los animales que terminan subiéndose a un barco cuando se exportan en pie o cuando van a una 
cámara frigorífica. 


Por esa razón, los artículos 283, 284 y 285 apuntan a poner en igualdad de condiciones los dos destinos: el 
industrializado y el de una exportación de animales en pie. Uno, tiene que ver con el 1% de recaudación para 
los aspectos sanitarios conocido como el famoso FIS, Fondo de Inspección Sanitaria; otro, con el 0,21% y, el 
otro, con el 0,6% de financiamiento del INAC. Si bien el INAC tiene que ver con la carne, hay una serie de 
actividades vinculadas con la producción. 


Los artículos 283, 284 y 285 tienen como objetivo medular poner en igualdad de condiciones tributarias uno 
y otro producto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acá se manifestó la preocupación de que pudiera entrarse en la segunda fase 
de este Fondo, que consiste en elevar el 0,21% al 1%. La idea del Ministerio, entonces, es que una vez 
que el Fondo se reconstruya se tienda a la baja y no a completar con ese aporte. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Luego del evento de la aftosa de 
los años 2000 y 2001 no se volvió a poner la alícuota en 0,21%; se usaron los recursos que se habían 
generado entre 1989 y 1999. Si la memoria no me falla, son más de US$ 12:000.000 


Aparentemente, se ha terminado con los casos de indemnización de tuberculosis, con los cuales, inclusive, 
tuvimos que hacer un adelanto, un refuerzo de economía, para terminar de faenar esos animales. Eso se cubre 
con la recaudación que se está teniendo en este momento. 


Reitero que el espíritu es no generar fondos que no tengan un destino específico; no tiene sentido. Si 
tuviéramos que llegar al 1% sería por una situación sanitaria nacional que hoy no está prevista y que ojalá no 
se dé; si se diera, tendría consecuencias mucho más graves que la diferencia entre el 0,21% y el 1%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por su explicación. Queríamos que quedara constancia de 
esa expresión de voluntad del Ministerio. 


SEÑOR BEROIS.- El señor Ministro no sabe lo que manifestó acá la industria de los curtidores. No 
estábamos hablando del ganado en pie; nadie vino acá a hablar del ganado en pie. La industria de los 
curtidores se refirió a su afectación, es decir, 'a los cueros y pieles [...] en bruto o curtidos, terminados 
y semiterminados de las especies bovina, ovina y equina". 


Ellos entendían que, de acuerdo con la situación que estaba atravesando la industria, era realmente muy 
perjudicial para sus intereses tener este tipo de afectaciones. 


Esa fue la solicitud de la industria concretamente. 


SEÑOR PARDIÑAS.- El actual régimen dice que el Fondo se integra mediante la aplicación de un 
impuesto sobre el total de exportaciones de carne, subproductos cárnicos y derivados de especies 
bovinas, con lo cual, hoy en día, los cueros, como derivados de la especie bovina, pueden estar 
comprendidos. 


En la formulación que hace el Poder Ejecutivo con la nueva redacción del artículo 284, los derivados están 
estipulados específicamente. El literal e) del artículo 284 dice: "cueros y pieles (excepto peletería) en bruto o 
curtidos, terminados y semiterminados de las especies bovina, ovina y equina". 


La pregunta que formulo al señor Ministro es: si nosotros, en vez de poner todo lo que abarca este literal, 
dijéramos que simplemente se aplica a cueros crudos y salados, ¿eso tendría una afectación realmente 
importante desde el punto de vista de lo que piensa el Ministerio? Porque así estaríamos dando mejores 
condiciones de competitividad a nuestra industria de curtiembre. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Hoy, cuando analizamos el valor 
de las exportaciones de los productos animales o de los productos derivados de la producción animal, 
tenemos que hablar de números redondos, es decir, de US$ 1.600:000.000 de carne, de unos 
US$ 680:000.000 de productos derivados de la leche -desde leche en polvo hasta quesos, caseína, 
manteca y lo que quieran pensar-, de algunas exportaciones de ganado en pie y, por último, del valor 
de los cueros. 


Poner o no poner el 0,21% sobre los cueros, en virtud de las necesidades de recaudación que tenemos para 
llegar a un fondo y después bajar la alícuota, no cambiaría nada significativamente. Por otra parte los cueros 
salen de los animales. El valor mayoritario de los animales está en la carne o en los productos lácteos. Que 
estén los cueros o no, desde el punto de vista cuantitativo, no cambiaría significativamente. Este artículo, 
desde el punto de vista formal, pretende alinear con lo que originalmente decía la ley. 


(Ingresa a Sala el resto de la delegación del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca) 


¡SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión da la bienvenida a la doctora Adriana López, asesora jurídica de la 
Dirección General de Servicios Ganaderos, a la ingeniera agrónoma Mariana Hill, Directora de Renare, y al 
bachiller Federico Fernández, Director de la División de Sanidad Animal. 


SEÑOR CASTELAR.- El doctor Gallero, Director Técnico de la Dirección General de Servicios 
Ganaderos, va a explicar el artículo 125. 


SEÑOR GALLERO.-- Este artículo surge para subsanar un problema que tenemos en el sentido de que 
es conveniente dar rango de ley a todo. Hasta ahora existen algunas actividades, sobre todo vinculadas 
a los establecimientos de faena, industrializadores y depósitos de carnes, que están comprendidas en 
decretos. Según nos informa la doctora López, la necesidad de dar a esto rango de ley es para poder 
sancionar y suspender las habilitaciones y, además, incluir otros puntos, como subproductos lácteos y 
derivados de la leche, miel y productos de la colmena, que antes no estaban comprendidos. 


SEÑOR CASTELAR. El artículo 127 hace referencia a una lista de enfermedades animales que 
figuran en el Código Sanitario de los Animales Terrestres de la Organización Mundial de Sanidad 
Animal, OIE. El doctor Gallero puede ilustrar a la Comisión sobre este artículo. 


SEÑOR GALLERO.- La OIE es el organismo que regula la normativa o el que establece las normas 
recomendadas al respecto de la vigilancia de enfermedades y de tránsito de animales y subproductos. 
Todos los años publica una lista de enfermedades, que desde hace unos años se ha transformado en una 
lista única -antes existían dos-, y nosotros incluimos, como referencia para las enfermedades de 
instalación obligatoria y para ser sometidas bajo campaña, las listas establecidas en la OIE con un 
agregado referente a tener la potestad de aumentar o de disminuir las enfermedades incluidas en la 
mencionada lista en atención a las condiciones sanitarias en los ámbitos nacional, regional o 
internacional. A veces puede aparecer una enfermedad emergente que, por sus características, al país 
le pueda interesar incluir en la lista de enfermedades de declaración obligatoria o someter bajo 
campaña, pero el trámite que lleva dentro de la Organización Mundial de Sanidad Animal insume un 
tiempo. Esto ha pasado últimamente con algunas enfermedades emergentes. 


Por lo tanto, se hizo este agregado que lo único que hace es darnos la potestad de tener un mecanismo mucho 
más ágil y mucho más rápido de incorporar algunas enfermedades a nuestra lista, teniendo en cuenta el 
proceso que insume de toda la información científica, las recomendaciones y su aprobación en la OIE. 


SEÑOR CASTELAR.- Para explicar el contenido del artículo 128, voy a solicitar la intervención de la 
doctora López, asesora jurídica de Servicios Ganaderos, 


SEÑORA LÓPEZ.- El artículo 128 faculta a las Unidades Ejecutoras del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, en ejercicio de funciones de control, a suspender preventivamente de los registros 
administrados a presuntos infractores de la normativa referida al sector agropecuario. También faculta 
a decomisar e, inclusive, a disponer de la venta de mercaderías cuando las infracciones son graves. El 
producido de las ventas de las mercaderías en infracción se depositaban en el Banco Hipotecario, en 
Unidades Reajustables, pero por disposición del Poder Ejecutivo todas las cuentas bancarias oficiales 
pasaron del Banco Hipotecario al Banco de la República, que no opera con Unidades Reajustables. La 
modificación que se hizo a este artículo es que el producido pasará a ser depositado en Unidades 
Indexadas. 


SEÑOR CASTELAR.- Voy a solicitar que el doctor Gallero explique a la Comisión de qué se trata el 
artículo 129. 


SEÑOR GALLERO.- Hoy se encuentra vigente un Decreto del Poder Ejecutivo por el cual para las 
categorías de caballo de carrera, enduro, polo, equitación y centros de equinoterapia se establece un 
nuevo sistema de identificación, que es el pasaporte y el uso de microchip como sistema de 
identificación electrónico. Este artículo exceptúa, para el control del tránsito de esa categoría de 
equinos, el uso de la Guía de Tránsito, como lo establecía la ley de Dicose. Por otro lado, de alguna 
manera subsana un problema que existía, porque la mayoría de los caballos deportivos no tiene marca, 
como la tiene el ganado, o señales, como tiene el ovino. En este caso, se incorpora un elemento que da 
identidad al caballo, de manera que el tránsito se pueda controlar. El microchip en un equino va a 
permitir identificar al animal con referencia al documento que lo acompaña, es decir, el pasaporte. En 
este momento, si un animal no tiene ningún tipo de marca de propiedad, la Guía de Propiedad y 
Tránsito para el caballo deportivo no constituye un documento que garantice su identidad, porque es 
como una cédula sin foto y sin huella digital. 


SEÑOR BEROIS.- El doctor Gallero estaba relatando la nueva forma de contralor que se va a 
implementar, que no surge de esta iniciativa; en el proyecto de ley surge la excepción que se establece 
en ese sentido. 


SEÑOR GALLERO.- En este momento, un caballo deportivo... 


SEÑOR BEROJIS.- Tengo claro lo que pasa en este momento. Quería que se me aclarara si de ahora en 
adelante se va a poner un microchip y esa será la forma de control que se va a implementar. 


SEÑOR GALLERO.- Es correcto. Se sustituye un régimen por otro para esta categoría de animales. 


SEÑOR CASTELAR.- El artículo 130 refiere a una reasignación de créditos presupuestales. Voy a 
solicitar que la contadora Alejandra Musacchio haga referencia a su contenido. 


SEÑORA MUSACCHIO.- Por el artículo 130 simplemente se reorganizan los créditos en las Unidades 
Ejecutoras 003 y 005. Es un artículo que no tiene costo presupuestal. 


La reasignación en la Unidad Ejecutora 003 tiene que ver con que en la Rendición de Cuentas pasada la 
División Fauna se trasladó al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y con 
ello, también los créditos. Entonces, es necesario readecuar lo que queda a la Dirección de Recursos 
Naturales Renovables. 


En la Unidad Ejecutora 005 había una partida específicamente destinada a transferencias y ahora se pasa a 
gastos. 


SEÑOR CASTELAR.- Por el artículo 131 estamos solicitando la transferencia de los saldos de los 
recuperos del ex Prenader al Fondo de Desarrollo Rural. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Todos conocemos el Programa 
de Manejo de Recursos Naturales y Desarrollo del Riego -Prenader-, que empezó en el año 1994, con 


un financiamiento del BIRF, Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento. Ese Programa se 
aplicó a desarrollo del riego, creación de fuentes de agua, investigación tecnológica vinculada con el 
riego y capacitación de recursos humanos. Se hizo muy poco en lo que refiere al segundo y tercer 
aspecto; prácticamente, se utilizaron los recursos en fuentes de agua. Se invirtió un monto de 
aproximadamente US$ 70:000.000, del cual se recuperó una parte. Este financiamiento se basaba en un 
sistema de garantías de difícil ejecución; no había garantías hipotecarias. Muchas veces ocurrió que las 
obras financiadas se realizaron en un padrón que, posteriormente, fue transferido o vendido y, después 
de crisis económicas en el sector, en muchos casos hubo un atraso importante en los pagos. En la 
Administración anterior se empezó con un proceso de recuperación y se fijó una fecha para la 
aplicación de una serie de quitas, que fue diciembre de 2010. Acá lo que prima es el espíritu de resolver 
y de recuperar. Antes de diciembre de 2010, se recuperaron aproximadamente US$ 12:000.000, y el 
proceso de recuperación continúa. Aún hay US$ 7:000.000 que no se han recuperado. 


Por este artículo se faculta a que esos recursos recuperados se transfieran al Fondo de Desarrollo Rural, para 
fundamentar y apoyar una serie de actividades vinculadas a esta temática. 


Continuamos con el artículo 132, y pediría que la ingeniera agrónoma Gómez explique esta norma. 


SEÑORA GÓMEZ.- El artículo 132 pretende la capitalización de un acuerdo que tenemos entre el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y el Banco Central, que viene desde 2003 y fue 
reorientado en 2012. Este acuerdo tiene como objetivo generar alternativas de financiación para los 
productores y para la población del medio rural que tiene dificultades de acceso al sistema financiero 
formal. 


Los recursos que pretendemos transferir provienen de otro acuerdo realizado entre el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y el Banco de la República Oriental del Uruguay. Se llevó a cabo un trabajo 
con los deudores de dicho Banco, negociamos las deudas de la mayoría de estas personas, que son casi mil 
casos, y, como Ministerio, nos comprometimos a reutilizar los recursos que se fuesen recuperando en 
acciones de desarrollo rural. Empezamos en 2007 y, en 2009, hicimos la transferencia de la cartera. Los 
recursos provienen de la propia gente que tuvo dificultades para cumplir con el Banco de la República. Por lo 
tanto, entendemos que corresponde que la transferencia de los recursos del acuerdo entre el BROU y el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca forme parte de este acuerdo que tenemos con el Banco Central, 
que facilita el acceso a financiamiento no formal a estas mismas personas o a otras vinculadas con el 
desarrollo rural. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 133. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Pido que el ingeniero agrónomo 
Bertoni lo explique. 


SEÑOR BERTONI.- Mediante el artículo 133 se pretende facultar a las Unidades Ejecutoras del 
Inciso 07, "Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca", para acreditar a profesionales de libre 
ejercicio -ingenieros agrónomos, ingenieros químicos, ingenieros en alimentos-, a fin de que presten 
aquellos servicios que se lleven adelante en su ámbito de competencia. 


Queremos hacer el siguiente agregado en el primer inciso del artículo tal cual vino redactado. A continuación 
de donde dice: "[...] a acreditar, cuando las condiciones sanitarias, higiénico sanitarias y fitosanitarias o 
exigencias comerciales así lo requieran", habría que agregar: "así como para los planes de uso responsable de 
recursos naturales", y luego continúa como está: "[...] a profesionales de libre ejercicio Ingenieros 
Agrónomos, Ingenieros Químicos, Ingenieros en Alimentos, a los efectos de prestar aquellos servicios que, 
en el ámbito de competencia de dichas unidades y sin perjuicio de ella, pueda encomendar su ejecución a 
terceros". 


En el ámbito del Ministerio ya existen antecedentes en esta materia, en particular en los Servicios Ganaderos, 
donde existe un marco normativo que permite acreditar -sobre todo en lo que hace a veterinaria- 
profesionales de libre ejercicio para cumplir con algunos requisitos, incluidos aquellos que las normas 
internacionales en materia de comercio han solicitado. 


Al incluir este artículo en la Rendición de Cuentas pretendemos ampliar esta facultad a todas las Unidades 
Ejecutoras del Inciso, para que se aplique en lo que tiene que ver con estos aspectos que estamos manejando, 
que son las condiciones sanitarias, higiénico sanitarias y fitosanitarias, y las exigencias comerciales, así como 
también para llevar adelante los planes de uso responsable de recursos naturales, que es algo que ya hemos 
discutido en otras oportunidades en este mismo ámbito. Lo que pretendemos es que en la ejecución de las 
políticas públicas que este Inciso está llevando adelante, sus distintas Unidades Ejecutoras y sus Divisiones 
tengan una fuerte competencia, pero también descansen en el trabajo que se realiza con el sector privado y, en 
particular, con los profesionales de libre ejercicio. Por ejemplo, el caso veterinario es claro y viene desde 
hace tiempo. En materia de planes de uso y manejo de suelos, la normativa que se está implementando 
establece que los planes de uso y manejo de suelos que presenten los productores deben estar firmados por un 
ingeniero agrónomo responsable. Tenemos otras herramientas que hemos diseñado, como la nueva 
implementación de las recetas profesionales para el uso de algunos agroquímicos, que también requiere la 
intervención de un ingeniero agrónomo. 


Entonces, es necesario tener una normativa de respaldo que permita al Ministerio acreditar a aquellos 
profesionales que van a actuar en estas intervenciones de las políticas públicas que llevamos adelante. Más 
adelante en el articulado se deja abierto que se reglamentarán por parte del Poder Ejecutivo las condiciones, 
los requisitos, los plazos y las potestades en materia de autoridad acreditante en cuanto a suspensiones, 
evaluación de las conductas previstas, etcétera, que es lo que sigue en el articulado. 


En definitiva, el fundamento es el de poder tener la potestad, a reglamentar a futuro, de regular y reglamentar 
la actuación y ejecución de las políticas públicas en coordinación con los profesionales privados que tienen 
que ver en las ramas de competencia de las distintas Unidades Ejecutoras. 


SEÑOR GANDINI.- Este artículo nos ofrece muchas dudas, en tanto se trata de ampliar un sistema 
que -como se decía- ya existe para los profesionales veterinarios -y está bastante extendido-, pero que 
reposa en una lógica que, a mi juicio, no da seguridades. Digo esto porque el controlador, en este caso el 
Ministerio, delega su obligación, sus potestades, a un profesional que en el ejercicio de su profesión, 
liberal e independiente, es contratado por el controlado y al ser contratado por el controlado, 
obviamente vive en un conflicto de interés, en tanto la rigurosidad de su supervisión puede atentar 
contra su propia fuente laboral. Está en un registro que es abierto y es el tercero controlado el que 
tiene la potestad de sustituir a quien lo controla. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


Si bien hemos hecho algunas consultas, en la práctica sabemos cómo funciona esto. Muchas veces se 
compran los insumos en la veterinaria y el profesional lo vende, no lo aplica ni verifica que se aplique como 
pasa, por ejemplo, con las caravanas. Sobre esto hay auditorías al respecto. Recuerdo una que el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca contrató al estudio Cinve, CPA Ferrere que establece, precisamente, esa 
debilidad, esa vulnerabilidad del sistema. Cuanto más exigente es el profesional que controla, pone más en 
riesgo su retribución que se la brinda a quien controla. Se podrá decir que ha funcionado bien, que no hemos 
tenido grandes problemas, pero es cierto que esas debilidades están marcadas. Creo que puede ser más 
riesgoso ampliar este sistema y también considero que el Estado debería desempeñar estas funciones, las 
inspectivas, que son típicamente de él, con sus propios funcionarios, que si bien pueden caer en la misma 
tentación tienen una responsabilidad superior como funcionarios públicos y consecuencias sancionatorias 
muy graves. La debilidad puede darse en cuanto a que no está previsto, por lo menos en este artículo y por lo 
que se nos dice no funciona para lo que ya está dispuesto, que es la profesión veterinaria, la realización de 
auditorías. Me refiero a las auditorías o inspecciones sobre la gestión que hacen esos profesionales liberales, 
hoy veterinarios, que tienen esa función delegada. En tanto no se establezca un mecanismo que pueda 
corroborar que se cumple a cabalidad la tarea que se le ha delegado, no parece muy conveniente que el 
Estado delegue esa función que es tan delicada. Acá hay aspectos fitosanitarios, de higiene, de normas, que 
hacen a los mercados a los que el Uruguay accede y que son muy sensibles al cierre inmediato de mercados 
de constatarse alguna falla. 


Por eso quería trasmitir esta visión que tenemos, que es la que planteó aquí el sindicato del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, pero que más allá de ello yo he tratado de corroborar con información 
externa que va en el mismo camino; luego accedí a la auditoría de la consultora que parece marcar las 
mismas debilidades. A lo mejor ya han sido corregidas y piensan preverse, pero no aparecen en el texto. 


SEÑOR ASTI.- Simplemente, quería hacer el mismo comentario realizado cuando se trató este artículo 
frente a los funcionarios del Ministerio. 


En primer lugar, creo que el Estado en muchos casos, en forma correcta y eficiente ha delegado en la 
actividad profesional liberal algunos controles y no podemos dudar que también pueda hacerlo en este 
sentido. 


En este artículo 133 se establece claramente la acreditación y, en el último inciso, la posibilidad 
sancionatoria. Creo que correspondería que este artículo tuviera entre la acreditación y la posibilidad 
sancionatoria que tiene el Ministerio el tema a que se hacía referencia respecto al control. A mi entender, 
deberíamos establecer expresamente que el Ministerio realizará tareas de contralor -que, obviamente la tiene, 
como policía sanitaria- sobre el cumplimiento de esto para luego poder aplicar las sanciones. 


Era cuanto quería expresar. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Voy a intentar arrojar algo de 
claridad, sobre todo respecto a las dudas planteadas por el señor Diputado Gandini que, 
respetuosamente, me parece que están basadas en un desconocimiento de cómo funciona el sistema y 
las exigencias de los mercados. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


—Digo esto porque el señor Diputado Gandini se refería a la eventualidad de perder mercados y, en realidad, 
el sistema de acreditación de veterinarios privados fue una exigencia de nuestro principal mercado cárnico, 
que es la Unión Europea. 


Respecto al manejo de la información y a que no se llevan adelante auditorías o inspecciones, podemos 
referirnos -para poner como ejemplo lo que está funcionando ahora, que es el sistema de acreditación- al 
sistema de acreditación en lo vinculado a la actividad veterinaria. Allí se analiza el tema de la brucelosis y se 
realiza la certificación de los despachos de tropa. En el caso de brucelosis, ha habido laboratorios que han 
sido suspendidos por incumplimiento de las normativas. 


Desde el sistema anterior de habilitación y el sistema actual de acreditación hay más de cien veterinarios que 
han sido suspendidos del registro por incumplimiento de la norma. Podrá decirse que la fiscalización tiene 
que ser más exigente o más extrema. En ese sentido, compartimos que la tarea del Estado debe de ser la de 
fiscalizar que en quienes delega una función la cumplan correctamente. A eso apunta el artículo siguiente, 
que tiene que ver con la creación de un sistema de trabajo diferente, entre otras cosas, para cumplir funciones 
destinadas a la sanidad animal, vegetal y a todas aquellas acciones administrativas vinculadas a lo que 
nosotros llamamos la función del Estado facilitador del comercio, es decir, aquellas funciones que no tienen 
día ni hora porque tienen que ver con alguna importación o exportación. Esto prefiero desarrollarlo en 
ocasión de la discusión del artículo 133. 


Respecto a las funciones que se plantean en el artículo que presentó el señor Director General de Servicios 
Agrícolas, ingeniero Bertoni, podemos decir que lo que se está planteando para las tareas vinculadas a la 
sanidad vegetal, a la inocuidad -tema que el país tiene la necesidad de desarrollar más intensamente una serie 
de políticas- así como los planes de uso sostenible de los recursos naturales, procesos en los cuales estamos 
embarcados- son imposibles de realizar bajo la suposición de que todas estas funciones pueden ser 
desarrolladas desde la órbita estatal. 


Lo que hacen los países donde esto funciona bien, es tener potentes sistemas de auditoría sobre técnicos y 
laboratorios privados, que son los que realizan las funciones. El riesgo del controlado y el controlador 
siempre existe, y eso es lo que tiene que estar prevenido con un buen sistema de fiscalización y de auditoría. 


Por último, lo ideal es enemigo de lo bueno, y nosotros no podemos no percibir el notable incremento que 
han tenido nuestros volúmenes de producción, el número de transacciones comerciales realizadas, la 
especialización de distintas funciones a lo largo de la cadena -lo que implica muchas más transacciones para 
un mismo volumen de negocios realizados- y el acceso a más mercados, que cada vez son más exigentes, y 
que nuestra dotación de recursos humanos está bastante acotada. En realidad, hoy tenemos recursos 


presupuestales para noventa y seis doctores en medicina veterinaria dentro de la División Sanidad Animal, y 
solo tenemos sesenta y tres, porque en los últimos días se jubilaron dos. Estamos en el proceso de 
contratación de los recursos humanos que están faltando -realmente estamos con una grave carencia de 
recursos-, pero esos noventa y seis veterinarios son insuficientes para cumplir una serie de funciones que hoy 
se basan en el sistema de acreditación. 


Es imposible pensar que cuando tengamos el Plan de Uso y Manejo de Suelos podamos dar la respuesta en 
agilidad y en especialización que tiene una agricultura moderna presentando los productores proyectos de uso 
y manejo de suelo en una oficina del Ministerio porque, con suerte, se los podemos contestar cuatro, cinco o 
seis meses después, debido al funcionamiento burocrático administrativo que tenemos en el Estado. Por lo 
tanto, apostamos, en primer lugar, a un sistema de normas muy claras; en segundo término, a un sistema de 
sanciones, donde hacer las cosas mal tenga su costo y, en tercer lugar, a un sistema de fiscalización. Me estoy 
refiriendo a los aspectos agrícolas y no veterinarios. En la parte veterinaria, apoyamos todo nuestro 
seguimiento en el sistema de trazabilidad. 


Cuando hablamos de planes de uso de suelos y de un uso responsable de agroquímicos, monitoreados a nivel 
de cuenca, estamos pensando en un sistema de registros, al cual se accede por vía informática. Desde 
diciembre de 2011 las empresas que se dedican a aplicación terrestre o a aplicación aérea, diariamente 
acceden, con una clave, a la página de la Dirección de Servicios Agrícolas y reportan la ubicación 
georrefenciada en coordenadas X-Y del sistema geográfico, ubicando el número de padrón donde aplicaron y 
el producto químico utilizado. Estamos en proceso de implementarlo; eso lo informé en la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca la semana pasada. Ese proceso sigue con la disposición de un monitoreo 
satelital que va en la cabina del tractor o del mosquito que aplica. 


Disculpen que entre en la parte práctica de la cosa, pero creo que es importante para entender el tema. 


Hoy no existe más el famoso banderillero, que era aquel hombre que estaba con la bandera esperando que 
pasara el avión para marcarle por dónde tenía que ir. Eso no existe más porque hoy hay una antena con un 
control satelital que reporta la posición, baja la computadora de la máquina y, cuando da la vuelta el tractor, 
le va indicando al tractorista el lugar por dónde tiene que ir. Ese mismo sensor puede estar dando la ubicación 
geográfica. 


Por lo tanto, la tarea de fiscalización del futuro -cuando digo futuro, estoy hablando como máximo de dos 
años para adelante- es el reporte "on line" de dónde está aplicando y qué está aplicando, y la posibilidad que 
tiene la autoridad de monitorear si en realidad la máquina está ahí. Además, existe la posibilidad de 
monitorear dónde está tal máquina y después comparar si el día anterior reportó que estaba en ese lugar. De 
lo contrario, nos pasa que funcionamos con el sistema de denuncias. Nos denuncian que un mosquito estaba 
aplicando al lado de una escuela de Guichón, y procedemos a hacer la inspección porque, de casualidad, 
teníamos a un funcionario que estaba a 90 kilómetros y en el día pudo hacerla. Pero con una agricultura de 
2:000.000 de hectáreas, a una proporción de un cultivo y medio por hectárea, es imposible que podamos 
hacer una fiscalización, porque precisaríamos tres mil inspectores -ya está calculado- para suelos y para 
servicios agrícolas en el campo. 


De manera que tenemos que ir a un buen sistema de normas, un buen sistema de control y el apoyo en 
tecnologías que hoy son sencillas de incorporar. Nuestro Sistema Nacional de Información Agropecuaria -que 
estamos ejecutando en este momento con un proyecto de financiamiento del Banco Mundial- apunta a eso, es 
decir, a un sistema en capas de información geográfica que hoy nos permite definir, por ejemplo, para el 
padrón 3944 del departamento de Artigas, cuáles son los tipos de suelo que hay, cuál es la nueva 
caracterización de unidades Coneat, superponer el mapa de curvas de nivel, superponer el mapa geológico, 
superponerlo al Sistema Nacional de Información Ganadera, es decir, saber, en ese Dicose, en ese padrón, 
cuántos animales y de qué categoría son y qué movimientos hubo. Además, el Sistema de Información en 
Salud Animal, nos permite saber qué está pasando con la salud, cuál es la historia en ese lugar y adecuar las 
encuestas de relevamiento de datos que lleva adelante la Dirección de Estadísticas económicas, para poder 
relacionar aspectos de productividad con datos técnicos que surgen de esas encuestas. Esa lógica debe tener 
un soporte informático y de fiscalización que nos permita controlarla. 


Disculpen, pero me parecía importante que tuvieran una visión global de hacia dónde estamos apuntando con 
un sistema 


Nos preocupa lo mismo que al señor Diputado; es decir, nos preocupa en que se pervierta la relación del 
controlado y el controlador, y eso lo tenemos que prevenir con un buen sistema de fiscalización y auditoría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 134. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Esto tiene algo que ver con lo 
que mencionaba recién. 


Aquí la redacción del artículo tiene un error, en lugar de decir "tareas extraordinarias", debería decir 
"régimen especial de trabajo". 


El artículo debería decir: "Facúltase [...] a otorgar compensaciones por realizar un régimen especial de trabajo 
en actividades vinculadas a los servicios de control, inspección, vigilancia epidemiológica, análisis, 
verificación y certificación sanitaria, [...]", incluido el tema de barrera sanitaria. 


Hay varios conceptos que nos llevan a proponer esto. Está claro que la actual situación económica de nuestro 
país depende, de manera importante, de la inserción internacional de nuestros productos agroindustriales. 
Algo así como el 70% de las exportaciones de este país son directamente productos agrícolas o 
agroindustriales, con mayor o menor grado de transformación. 


Más allá de las normas arancelarias, con más o menos impuestos de importación, a los mercados no se accede 
si no se tiene la habilitación sanitaria. 


En el año 2005, Uruguay tenía ochenta mercados habilitados para la carne y cerca de cincuenta mercados 
habilitados para la leche; hoy estamos en ciento veintitrés mercados para la carne y ochenta y siete para la 
leche, en un proceso continuo de tratar de acceder a nuevos mercados. La semana pasada el Director General 
de Servicios Ganaderos realizó los últimos trámites vinculados a los aspectos técnicos en Corea. La misión a 
Corea fue una oportunidad estratégica para poner peso político a un tema que técnicamente está terminado. 


Los mercados a los cuales no hemos accedido son los más difíciles, los más protegidos, pero también los que 
pagan el mayor valor por los productos. 


El acceso a los mercados tiene que ver con el soporte de las inspecciones sanitarias. Habitualmente, Uruguay 
recibe una docena de inspecciones anuales que vienen a hacer las auditorías desde la sanidad a nivel de 
campo, hasta la trazabilidad, el proceso industrial y el proceso posindustrial, es decir lo que tiene que ver con 
los procedimientos técnicos sanitarios, de inocuidad y administrativos, vinculados a los productos de origen 
animal industrializados. 


La sanidad radica en las campañas sanitarias. El caso más común es la prevención de la aftosa a través de la 
vacunación obligatoria. No porque la vacunación sea obligatoria legal y reglamentariamente se descansa en 
esa condición, sino que cada período de vacunación de aftosa requiere de un seguimiento, lo que se conoce 
como rutas de vacunación. Hay una clasificación de productores en función del riesgo. Por ejemplo, se toma 
como variable que determinado productor en los años anteriores haya vacunado dentro de los cinco días que 
se otorgan para hacerlo en su sección policial. Si más de dos veces ese productor ha vacunado fuera del 
período que tiene asignado, se lo pone en una categoría que hay que controlar. A aquel productor que por 
alguna razón cada vez que se solicita la vacuna no presenta adecuadamente la planilla de control de 
movimiento, también se lo controla. Entonces, hay una ruta de vacunación para controlar si ese productor, 
que a través de una evaluación de riesgo se determinó que puede tener más problemas, está vacunando bien. 
Y hay otra parte que se hace al azar. 


Por citar un ejemplo, el control de vacunación del mes de febrero implicó 120.000 kilómetros recorridos en 
auto, 60.000 kilómetros en moto, y una cantidad de horas-técnico. Hay que tener en cuenta un detalle: no se 
recomienda vacunar en las horas en que los animales tienen estrés. Por lo tanto, en el departamento de 
Paysandú, el 20 de febrero, con treinta y cinco grados a la sombra entre las once de la mañana y las tres de la 
tarde, no es recomendable vacunar. Entonces, para un funcionario con base en la oficina de Paysandú que 
tiene que ir hasta El Eucaliptus, en el kilómetro 125 de la Ruta N* 26, o hasta Tambores o a algún otro rincón 
del interior del país, trabajando en un régimen de ocho horas es imposible hacer un control de ruta de 
vacunación. Y esto pasó; si no se prevé un sistema de trabajo a la orden es imposible hacer un control de ruta 


de vacunación en cualquier lugar que esté situado a más de cien kilómetros de una capital departamental. 
Digo esto porque si el funcionario sale a las ocho de la mañana -cuando comienza su horario-, cuando llega al 
lugar que debe controlar le queda como máximo una hora de vacunación, dado que tiene que esperar que 
pase la hora de más calor para que el productor empiece a vacunar; si empieza a vacunar antes estará 
procediendo incorrectamente. De esos ejemplos hay un montón. 


Esto hay que entenderlo como una jerarquización de la función de los técnicos vinculados a los aspectos de 
sanidad animal y de sanidad e inocuidad en producción vegetal y de aquellas funciones que tienen que ver 
con el comercio que, como dije anteriormente, no tienen día ni hora. Ello justifica los aproximadamente 

$ 120:000.000 anuales de los usuarios de esos servicios. No me refiero al control de vacunación, sino al 
productor, el importador o el exportador que tiene que hacer una transacción el domingo a las diez de la 
mañana, para lo cual hay que habilitar un barco que debe salir. Y hay que habilitarlo el sábado, porque tenerlo 
parado y sin habilitar en el puerto de Nueva Palmira cuesta una cantidad de miles de dólares. Esos son los 
procedimientos que requieren que existan funcionarios que estén a la orden. 


Por otra parte, la creación de este sistema de trabajo a la orden nos permite, sin costo para la Administración, 
generar una posibilidad de ingreso adicional que de alguna manera elimina una inequidad salarial importante 
entre cargos similares dentro de un mismo Ministerio o de una misma Unidad Ejecutora. 


Ustedes saben que desde la aplicación del Fondo de Inspección Sanitaria, un veterinario en Industria Animal 
gana el doble que un veterinario en Sanidad Animal. Y, en realidad, la sanidad del país, la que nos permite 
acceder a los mercados no es solamente la sanidad durante la faena, sino la sanidad en todo el proceso. Uno 
de los problemas que tenemos -permítanme decirlo acá- es que por el salario de un veterinario de la División 
Sanidad Animal hoy un veterinario desocupado no entra al Ministerio, sino que va a la actividad privada. Y 
muchos de los que están en Sanidad Animal, cada vez que existe una posibilidad de acceder a Industria 
Animal, tratan de pedir el cambio o de dar el concurso correspondiente, porque es más atractivo. 


Asimismo, con respecto a este punto quiero decir que hasta ahora esta recaudación, llamada Servicios 
Extraordinarios, es decir, lo que tenía que pagar el usuario, el contribuyente, estaba asociado al salario de 
quien cumplía la función. La función es la misma; se trata de certificar un procedimiento necesario para una 
exportación o certificar sanitariamente una tropa, pero al contribuyente le costaba diferente según si el que 
hacía la inspección fuera de hora era el jefe de la regional, el ayudante o el suplente, en la medida en que 
fuera un veterinario que pudiera firmar. Nos parece que eso tendría que ser mucho más claro para el 
contribuyente. Además, creo que para este artículo vale lo mismo que planteé para el anterior: estamos en un 
momento en el que afortunadamente esperamos el aumento de las transacciones, el aumento de la producción 
y el aumento de la necesidad de certificaciones, porque las certificaciones que requerimos para los mercados 
a los que estamos accediendo son cada vez mayores. Quiero aclarar que esto no se hace con el criterio de 
construir equidad salarial, porque si fuera así tendríamos que hablar de todo el Ministerio. Acá el principio es 
priorizar lo vinculado a los aspectos de sanidad animal, de sanidad vegetal y a las funciones vinculadas al 
comercio. Nos parece que ese 70% de las exportaciones que proviene de estas actividades tiene una 
importancia estratégica para el sector, para el Ministerio, pero también para todo el país, y por eso tenemos 
que priorizar. Tal como le planteamos al sindicato de trabajadores del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca es probable que alguien diga: "Somos todos funcionarios de la Cartera". Ahora bien, en este sentido no 
estamos trabajando para recaudar más, para dar más salario, sino que estamos priorizando las tareas que son 
estratégicas a los cometidos vinculados a nuestra condición sanitaria en tanto país exportador. 


¿Cuáles son las funciones que tendrá este sistema? ¿Cómo se va a financiar? Con lo que hoy es un pago por 
"servicios extraordinarios", expresión que en la redacción se cambia por un "régimen especial de trabajo". 
Como algo no prioritario en la definición del sistema, esto nos permitirá tener una opción de ingreso para 
quienes desempeñen estas funciones, que hagan más atractivo el ingreso para trabajar como veterinario en el 
Ministerio. Entonces, teniendo los recursos presupuestales -que ya están votados-, tal vez entren esos treinta 
y siete veterinarios que nos están faltando para cumplir mejor con nuestras funciones. 


SEÑOR BEROIS.- Comparto gran parte de lo que recién decía el señor Ministro. Ahora bien, voy a 
referir a la excepción a este régimen de industria animal -sobre todo, de los funcionarios de Dicose- en 
el sentido de la tarea estratégica que tiene el país. El sistema de Dicose realmente siempre ha sido 
ejemplarizante para Uruguay. Ahora tenemos otras herramientas con las que hemos avanzado en el 
contralor de los semovientes, pero la Dicose siempre ha sido complementaria y la tarea que ha 


cumplido -y que va a seguir cumpliendo- ha sido -y seguramente seguirá siéndolo- muy importante a la 
función estratégica de nuestra condición sanitaria. 


Por lo tanto, no entiendo por qué se exceptúa a Dicose, cuando el Ministro sabe mejor que yo la función que 
ha desmpeñado y ahora le corresponde actuar en forma complementaria con otro sistema de contralor, pero 
su tarea sigue siendo importante. Comparto con el Ministro que todo el Ministerio cada vez está más 
disminuido en lo que hace a recursos humanos y que Dicose también. Entonces, esta excepción no es buena y 
actúa en detrimento del objetivo final que se quiere cumplir. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Todos quienes tenemos que ver 
directa o indirectamente con la producción ganadera, debemos reconocer la función que cumplió 
Dicose cuando en este país se tomó la decisión de tener un sistema de semovientes. Muchas veces he 
dicho -y lo reitero cada vez que puedo- que no hubiera sido posible poner en práctica un sistema de 
trazabilidad basado en una identificación individual, con un dispositivo electrónico -con las 
dificultades y los problemas que implica llegar a una situación estabilizada en este tema, como estamos 
llegando en este momento-, si previamente no hubiera habido treinta y cinco o cuarenta años de 
antecedentes con un sistema de trazabilidad grupal. Efectivamente, el registro de movimientos de 
Dicose no es otra cosa que un sistema de trazabilidad grupal. 


Ahora bien, aún reconociendo eso, hay que tener en cuenta que el formato de papel tiene los días contados, 
porque en estos momentos hay una superposición: quienes somos productores ganaderos llenamos un 
formulario con tres carbónicos -cuatro vías- donde declaramos que tenemos, por ejemplo, 593 vacas, 223 
vaquillonas, 5 toros y 470 terneros pero, en paralelo, disponemos una cuenta corriente "on line" donde están 
registrados los animales que tenemos en el campo en el sistema de información ganadero. Es decir que la 
declaración de Dicose hoy está llamada a desaparecer. 


Estamos trabajando para llegar al 30 de junio del próximo año con el objetivo de que la declaración jurada 
que hace un productor de existencia ganadera no sea otra que hacer desfilar sus animales por el tubo, leerlos, 
imprimir esa lectura y ponerle su firma como declaración. Quizá, podamos ejecutar esto en seis meses o en 
uno o dos años: no quisimos dar ese paso este 30 de junio porque recién el año pasado llegamos a la 
identificación de todo el rodeo. Hemos llegado a determinado nivel de conocimiento por parte de la mayoría 
de la gente, pero todavía tenemos algunas dificultades. Los seis funcionarios que van a hacer la fiscalización 
a nivel de predio del sistema de trazabilidad, están para ingresar. Y algunos recursos humanos de Dicose 
serán afectados a esa función de fiscalización, porque los inspectores de esa Dirección, que hoy inspeccionan 
visualmente frente a denuncias, lo que miran son las marcas, y nosotros estamos apuntando a un sistema en el 
que se controle la caravana 


En cuanto a la complementación de las funciones de las Bepra, para prevención del abigeato, hoy hay treinta 
de estas brigadas; entonces, se tiene un lector, un sistema de computación con clave autorizada y con un 
acceso directo al Sistema Nacional de Información Ganadera y, frente a un procedimiento en el que se está 
dudando del origen de un animal, se le lee la caravana, se ingresa a la computadora, se accede con la clave y 
ahí se sabe si ese animal -por ejemplo, el 151516278- corresponde a Dicose donde se está haciendo el 
procedimiento o es del vecino. Si es del vecino, pudo haber pasado el alambrado, pero si pertenece a una 
sección policial que dista cincuenta kilómetros, es difícil que haya pasado cincuenta y tres alambrados para 
llegar a ese lugar. Por lo tanto, rápidamente, alguien que está trabajando en la prevención del abigeato 
responde. 


¿Saben cuál era el funcionamiento hasta que nosotros pusimos el sistema en práctica? Se tenía que llamar a 
Dicose, en horario de oficina, pasar la solicitud por fax, y ahí se recibía el único dato que la Dirección podía 
dar: la declaración jurada del 30 de junio del año anterior. Por lo tanto, si el procedimiento fuera hoy, la 
información que Dicose podía dar era sobre lo que el productor había declarado el 30 de junio del año 
pasado. Hoy tenemos un sistema informático. Era como tener un Mercedes Benz, modelo 2012, y estar 
echándole queroseno. 


Reiterando la importancia estratégica que ha tenido Dicose en este proceso de evolución, debo decir que no 
cumple ninguna función específica vinculada a la sanidad: con lo único que tiene que ver es con la propiedad 
y el movimiento. Y el movimiento hoy lo estamos registrando a través del Sistema Nacional de Información 
Ganadera. Además, el movimiento vinculado a la campaña sanitaria, al control epidemiológico o a la 


evaluación de riesgo biológico asociado a un sistema productivo, lo pueden desempeñar los funcionarios de 
Servicios Ganaderos. No hay ningún funcionario de Dicose que sepa diagnosticar si la vaca está babeando 
porque tiene aftosa o porque tiene sed. El que tiene que ir analizar si esa sospecha es aftosa o no, es el 
funcionario. La información asociada a ese animal está colgada en una oreja y ese funcionario puede acceder 
a ella. Por eso incorporamos doscientos lectores y doscientas máquinas a nuestros funcionarios veterinarios y 
ayudantes veterinarios, a lo largo y a lo ancho del país que acceden a la información. La diferencia es entre 
un sistema de uso de carbónico, de trazabilidad grupal y de fax, y lo que tenemos hoy: un lector, que permite 
el acceso inmediato a una información al día, no al 30 de junio del año pasado. Por lo tanto, la información 
que maneja Dicose no es determinante para nada con respecto a las prioridades que nosotros incluimos en la 
sanidad. Esa es la razón. La Unidad Ejecutora 005, "Dirección General de Servicios Ganaderos", tiene una 
Dirección de Sanidad Animal, una División de Industria Animal, el Dilave -la Dirección de Laboratorios 
Veterinarios- y, en alguna época -no sé cuándo- se le anexó Dicose, que antes era una Dirección 
independiente. Se exceptúa específicamente a la División de Industria Animal, porque tiene un sistema de 
compensación por estar a la orden o por la realización de tareas extraordinarias -previsto y cubierto por el 
Fondo de Inspección Sanitaria- y a Dicose, porque sus tareas, como Unidad -por lo que acabo de expresar y 
no quisiera ser reiterativo- no están vinculadas a la sanidad. Quedan incluidas la Dirección de Sanidad 
Animal -porque son los veterinarios que andan corriendo por el campo, para tratar de cumplir su función de 
sanidad- y los laboratorios, porque cuando aparece una sospecha, por ejemplo, un viernes a la hora 20, no 
podemos esperar a que el laboratorio de Dilave recién atienda el lunes, porque tenemos la obligación, no solo 
de actuar en forma preventiva, reaccionando, sino porque tenemos normativa internacional que nos obliga a 
hacer la denuncia cuanto antes. 


Voy a poner un ejemplo más acerca de cómo opera el sistema de información en salud animal. Lo hace de la 
siguiente manera. La vaquillona que se faenó hace quince días, da positivo a brucelosis en el análisis de 
sangre que aleatoriamente se hace en la industria frigorífica. Se saca la sangre y se manda al Dilave. El 
laboratorista hace la prueba y le da sospechoso; hace la confirmación y la confirmación le da positivo. En el 
momento en que esa información se carga en la computadora, el Sistema de Información en Salud Animal - 
conocido como SISA-, interactúa automáticamente con el Sistema Nacional de Información Ganadera y con 
el Dicose del establecimiento donde estaba esa vaquillona y los predios vinculados para atrás, porque podía 
haber salido de un predio donde se la invernó, pero podría haber sido criada en su campo. Automáticamente 
se dispara la alarma y esos predios quedan potencialmente interdictos por brucelosis hasta que se haga un 
análisis confirmatorio. Esa velocidad de reacción -lo estoy contando, porque a mí me pasó- ocurre en menos 
de ocho horas, entre que se saca la sangre y el veterinario llama al productor para decirle que está 
sospechoso, porque está afectada una vaquillona que nació hace dos años en su campo y se invernó en 
Soriano, pero el campo es en Artigas. No tenemos manera de pensar que eso puede hacerse con el sistema de 
información basado en una declaración jurada que se hace una vez por año o haciendo una inspección para 
mirar la marca. Esa es la razón por la que específicamente no lo incluimos. 


SEÑOR BEROIS.- No soy tan rústico como para no darme cuenta de la necesidad de la 
informatización y la importancia que tiene para el país la evolución en el régimen de la trazabilidad 
individual y no de la trazabilidad grupal; de eso no cabe duda. Eso es un poco lo que ha pasado en un 
montón de actividades que tiene el país. Los cambios tecnológicos han venido avanzando de tal forma y 
lo que hacemos nosotros es apoyarnos en ellos para ir evolucionando. Eso está claro y me parece 
importante. 


El señor Ministro explicó tareas que no soy quien para juzgar, así como tampoco qué va a pasar en el futuro 
con Dicose y a dónde vamos. Lo que yo decía es que, en el "mientras tanto", ha venido y viene cumpliendo 
una función importante. A las pruebas me remito, de quienes año tras año tenemos que hacer declaraciones 
juradas. Siempre se está incorporando algo nuevo: el año pasado fueron los perros y ahora son los tajamares. 
Entonces, la evolución en el trabajo no es involución en el trabajo de Dicose; al contrario. Se vienen 
agregando cosas complementarias de lo que el servicio, en general, hoy no puede dar. 


Mi punto de vista era simplemente hacer un reconocimiento complementario en el "mientras tanto". Después, 
el señor Ministro, con toda lógica, tratará de incorporar otras funciones, pero la evolución de la tecnología 
nos dice que ya es innecesario. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Seguramente, hay muchas otras 
funciones en otras áreas del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca que podrían argumentar lo 
mismo. El punto es si tiene que ver con la sanidad o no. Que haya que declarar los tajamares o alguna 
otra cosa, es aumento de información, pero perfectamente se puede hacer dentro del horario del 
trabajo porque, en realidad, hay un período para la declaración. Si tiene que durar una semana más, lo 
hará porque, reitero, a esta altura del campeonato, no hay urgencia en saber qué es lo que hay. 


Quiero que quede claro que para nosotros la priorización de los aspectos sanitarios y comerciales es el 
argumento fundamental para la creación de un sistema de trabajo a la orden, que nos permita cumplir mejor 
la función y poder exigir al funcionario que haga tareas fuera de hora, porque podremos remunerarlos por 
eso. Ese es el concepto. 


SEÑOR GANDINI.- Mi intención es trasladar aquí lo que hemos recogido de la Asociación de 
Funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca cuando compareció ante esta Comisión 
hace unos días e hizo algunas apreciaciones con respecto a este artículo 134. Comenzaron diciendo que 
no había sido objeto de la negociación colectiva dispuesta, es decir que se habían enterado de este 
proyecto de ley una vez que había sido hecho público. Por lo tanto, no habían tenido oportunidad de 
dar su opinión antes de que este proyecto llegara al Parlamento. 


Con respecto al tema, al señor Ministro no se le escapa -por lo menos, eso fue lo que entendimos- que ese 
régimen que crea el artículo 134 modifica el actual, en el que hay un mecanismo que ya tiene muchos años - 
por lo menos, el de barrera sanitaria-, que regula las formas en que los terceros pagan el trabajo 
extraordinario. Este régimen lo sustituye y, por lo tanto, como todos estos cambios, generan ganadores y 
perdedores. Es decir que no todos cobraban; ahora será una masa mayor la que cobre, con independencia del 
trabajo que haga. Puede ser que algunos trabajen más horas que otros y que cobren menos. De hecho, lo que 
nos transmiten los funcionarios es que algunos de los que están hoy realizando la tarea, cobrando por el 
mecanismo vigente, verán disminuidos sus ingresos. Se nos dice que en esta formulación del proyecto hay 
involucrados unos quinientos funcionarios y que allí habrá un modo diferente de retribuir -no como es ahora- 
en relación directa con el tiempo o la dedicación trabajada-, sino en función de este sistema de permanecer a 
la orden. Obviamente, eso genera resistencia, dudas y temor a ser afectados con una modificación en el 
ingreso. 


Quizá, lo más importante de lo que nos trasmitieron los funcionarios es que el tercer inciso de este 

artículo 134 dice que el Poder Ejecutivo reglamentará este mecanismo, estableciendo criterios, condiciones, 
etcétera. Los funcionarios establecen la posibilidad de participar en esa etapa, de modo de que se afecte de la 
menor manera posible intereses, derechos legítimos, salario, algo que siempre genera complicaciones. La 
consulta es si el señor Ministro comparte el criterio y si es posible establecer algún mecanismo de 
participación de la Asociación de Funcionarios, que es la organización representativa de los trabajadores, en 
esa etapa de reglamentación con lo que es habitual en la negociación colectiva, que no establece la 
obligatoriedad del acuerdo sino la participación en el desarrollo de la reglamentación, más allá de que la 
autoridad siempre es la que decide. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- El tercer inciso del artículo 134, 
dice: "El Poder Ejecutivo establecerá los criterios, condiciones, requisitos y forma de retribución para 
el funcionamiento del régimen especial de trabajo previsto en el presente artículo, dentro de los ciento 
ochenta días de la promulgación de la presente ley [...]'. Si esto es aprobado en este proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas, tiene vigencia a partir del 1? de enero de 2013. Por lo tanto, nos estamos 
tomando un tiempo para realizar esa reglamentación. 


En tal sentido, cuando notificamos a los representantes del sindicato que estábamos en este proceso -tal vez, 
no esté bien expresado en lo que leí de la versión taquigráfica-, les dijimos que queríamos su opinión y que 
íbamos a tener que discutirlo, pero dejando claro lo siguiente. Nosotros estamos generando la oportunidad de 
cumplir mejor nuestra función como autoridad sanitaria competente, pero también estamos generando la 
posibilidad de un ingreso mayor, construyendo con un criterio de justicia mayor. No tengo la información 
pero, si fuera necesario, podemos suministrarla. 


En realidad, hay una gran dispersión de ingresos extraordinarios; hay muy poca gente que cobra mucho y 
muchos que cumplen la función pero que cobran muy poco. En este caso funciona lo que dice el señor 
Diputado en cuanto a que el controlado paga al controlador; aquí, el controlado es el que paga al que está de 
turno. Todo eso es recaudado por el Ministerio y va para el funcionario. Eso determina que haya funcionarios 
con ingresos extraordinariamente altos y otros con ingresos bajos. 


Por otra parte, cuando nos proponemos establecer los criterios y las condiciones, queremos crear un criterio 
de evaluación. Obviamente, acá hay una necesidad de compromiso y de involucramiento de los jerarcas de 
las Unidades Ejecutoras para hacer una evaluación periódica. Lógicamente, antes de hacer los proyectos, 
hemos consultado si ello lesionaba algún derecho. Digo esto porque se entra o se sale del sistema en función 
de una evaluación del cumplimiento del trabajo que se realice, obviamente, con todas las garantías y con 
representación de todos los trabajadores a través de su sindicato. De todos modos, no debe entenderse que 
esto es un incremento que se otorga y que queda para siempre. Estamos hablando de evaluar el 
funcionamiento de un sistema de trabajo que implica estar a la orden. Si alguien está percibiendo una partida 
adicional por estar a la orden y, después, sucede que nunca está a la orden o está pero no a la orden, deberá 
ser evaluado con todas las garantías que debe tener un proceso para que no haya riesgo de discrecionalidad de 
un jerarca. 


SEÑOR GANDINI.- Entiendo el objetivo que se persigue. 


Parece razonable que se busque un mecanismo que genere una mejor distribución, un control más ordenado y 
la posibilidad de evaluar porque hacia eso tiene que apuntar toda la mejora en la calidad de la 
Administración, que es medir los resultados. Pero como el señor Ministro hizo alguna apreciación en el 
mismo sentido, más allá de que ha trasmitido a los funcionarios la intención de establecer un mecanismo de 
consulta, le preguntaría si considera pertinente que pudiéramos establecerlo a texto expreso en el proyecto, es 
decir que este mismo inciso del artículo 134 pudiera decir que el Poder Ejecutivo reglamentará en consulta o 
en diálogo con la organización representativa de los trabajadores, estableciendo criterios, condiciones, 
etcétera. Sería bueno introducir en la reglamentación esa condición que va a ayudar a superar una visión que 
puede encerrar cierta desconfianza o temor en cuanto a que la Administración pueda regular este aspecto en 
desconocimiento y sin la participación de la Asociación. La pregunta concreta es si el señor Ministro se 
allanaría a que la Comisión encontrara una formulación en la que consagrara esa consulta a la organización 
representativa de los trabajadores del Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- En realidad, nosotros estamos 
obligados por ley a la negociación colectiva; en todo caso, sería redundante. No obstante, quiero 
trasmitir con toda claridad que una cosa es participar, otra es dialogar y otra es consensuar decisiones. 
Yo, como Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, estoy para tomar decisiones y lo hago en 
cumplimiento de la ley y en función de lo que me dictan mis asesores y mis convicciones. En tal sentido, 
acá hay una recaudación que hoy se está haciendo de una manera a través del pago de los servicios 
extraordinarios por parte de los particulares y ahora la vamos a "salarizar", entre comillas. Por lo 
menos, no estamos convencidos de que tengamos que salarizarlo sin un sistema de evaluación diferente 
al que hoy tenemos para el resto de lo que es salario y todas las partidas anexas en la Administración 
Pública. Es bueno -cuando podamos- vincular compromiso con obligaciones y retribuciones con 
cumplimiento. 


Por lo tanto, la negociación colectiva no tiene que ver con la definición conceptual que estamos manejando 
sino con dar a los trabajadores garantías en el proceso de evaluación. Entonces, es correcto que los 
trabajadores se enteren en una reunión que tomamos estas decisiones. Nosotros los llamamos para 
comunicarles las decisiones y les dimos las garantías de que esto no iba a ser un salario fijo, sino que iba a 
estar sujeto a un régimen de evaluación. Realizamos todas las consultas legales para saber si lo podíamos 
hacer y damos la garantía a los trabajadores de que van a participar en la Comisión que evalúa el desempeño, 
pero no se van a discutir los criterios. Los criterios de por qué lo hacemos, a qué unidades ejecutoras 
apuntamos y a qué funcionarios queremos priorizar es una decisión política y técnica de la Administración 
que se toma en función de la responsabilidad que tenemos. 


SEÑOR GANDINI.- Comparto con el señor Ministro que la autoridad es la que resuelve y la que tiene 
la responsabilidad política. La negociación colectiva no obliga al acuerdo, sino al conocimiento, al 


intercambio, al diálogo y, luego, el responsable de la Administración es el que toma la decisión, con o 
sin acuerdo. Así que yo comparto esa idea. 


Hice la consulta porque los representantes de la asociación de funcionarios del Ministerio nos dijeron que una 
vez más se encontraban ante un proyecto de Rendición de Cuentas elaborado sin consulta previa con la 
organización representativa, etcétera. Por eso, más allá de que puede entenderse que la negociación colectiva 
consagrada en la ley está implícita en este tercer inciso, no estaría mal establecerlo a texto expreso, no como 
acuerdo sino como consulta, diálogo o intercambio con la asociación de funcionarios. 


SEÑOR BEROJIS.- Me quedó una duda con respecto al artículo 129, que deroga un artículo de una ley. 
Aquí se nos dijo que para los nuevos procedimiento se iba a utilizar un chip, pero no aparece en ningún 
lado. Pienso que habría que establecer por decreto los procedimientos que se van realizar. Acá lo que se 
está haciendo es derogar. Por lo tanto, de aquí en más se exceptuará a los caballos de determinadas 
formas. En definitiva, me gustaría saber si el procedimiento que fue mencionado se va a hacer por 
decreto o por reglamento. Me parece que sería importante establecerlo. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Voy a hacer una precisión 
general y luego el doctor Gaggero dará los detalles. 


Hay un decreto de hace aproximadamente dos años en el que se establece la disposición para los equinos 
destinados a competencia, es decir hípica, raid o enduro. Esto se denomina pasaporte equino. En este artículo 
se establece que se exceptúa la obligación de la guía que ha regido hasta ahora. 


SEÑOR GAGGERO.- Con respecto a la norma vigente, debo decir que se trata de un decreto firmado 
por el Presidente Mujica -tiene dos años de vigencia-, por el que se establece el uso obligatorio del 
pasaporte equino y la identificación electrónica a través de microchip para las categorías que se 
establecen en el artículo. Se entiende que se debe sacar de las exigencias para el tránsito de estos 
equinos el uso obligatorio de la guía de propiedad y tránsito porque, por un lado, sería una 
superposición de documentos y, por otro, la guía de propiedad y tránsito no garantiza la identidad en el 
caso de los caballos deportivos, ya que la mayoría no tienen marca a fuego. Por lo tanto, sería como 
una cédula de identidad sin foto y sin huella digital. 


SEÑOR BEROIS.- Hice el comentario a modo de ayuda. 


Al haber una ley y un decreto, no cabe duda de que jerárquicamente la ley es la que vale y lo que se hace es 
derogarla. Simplemente, como complemento me parece que a través de una ley se puede dar vigencia a ese 
decreto para darle valor legal. Quiero aclarar que no estoy objetando los procedimientos. 


Por otra parte, en el artículo 149 de la Rendición de Cuentas pasada votamos una importante reestructura en 
el Ministerio. Me gustaría saber cómo evolucionó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Berois se refiere a los planes pilotos de reestructura que 
abarcaban a tres Ministerios. 


SEÑOR CASTELAR.- El objetivo de ese artículo fue simplemente corregir un error que se cometió en 
el artículo 365 de la Ley de Presupuesto, que transformaba vacantes en ciento sesenta y cuatro 
vacantes de ingreso. En ese sentido, se cometió un error en una eliminación de esa transformación de 
vacantes en vacantes de ingreso y se corrigió con el artículo 149 de la Rendición de Cuentas. O sea que 
el artículo 149 no hace más que transformar las vacantes en vacantes de ingreso. Mejor dicho, es una 
corrección a la Ley de Presupuesto que suprimía algunas vacantes con el objetivo de crear ciento 
sesenta y cuatro vacantes de ingreso. 


SEÑOR BEROIS.- Tengo entendido que el Ministerio entraba en los planes piloto de reestructura. 


SEÑORA RIERA.- No; no es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo comentar que ha sido distribuida la solicitud de modificación que 
presentó el Ministerio respecto a los artículos 127, 133 y 134. 


Agradecemos la presencia del señor Ministro y autoridades del Ministerio y la información vertida en esta 
Comisión. Les enviaremos la versión taquigráfica de esta sesión y las que tengan que ver con delegaciones 
vinculadas a la Cartera. 


(Se retira de Sala la delegación de autoridades del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca) 


(Ingresa a Sala una delegación del Congreso de Intendentes) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación del 
Congreso de Intendentes, integrada por su Presidente, el señor Intendente de Río Negro, doctor Omar Lafluf; 
el señor Intendente de Soriano, señor Guillermo Besozzi; la señora Intendenta de Lavalleja y ex colega - 
particularmente de esta Comisión-, doctora Adriana Peña; el Director de Recursos Financieros de la 
Intendencia de Montevideo, contador Arturo Echeverría; los consejeros, señor César García, señor Humberto 
Castro y señor Ángel Alegre; los asesores, doctor Ricardo Gorosito, señor Abel Oroño y contador Daniel 
Sureda, y el asesor financiero, contador Linder Reyes. 


A solicitud de algunos señores Diputados, se entendió conveniente invitar al Congreso de Intendentes para 
que diera su opinión sobre algunos artículos de la Rendición de Cuentas. 


Hago notar que en el día de hoy la presencia de los Intendentes es unicolor, pese a que el Congreso de 
Intendentes tiene multiplicidad de colores. 


SEÑOR LAFLUF.- En primer lugar, les agradecemos por invitarnos, por lo menos, a la dinámica del 
estudio de la Rendición de Cuentas. Para nosotros es una gran alegría que nos inviten a participar. 


Antes de comenzar, quiero trasmitir las disculpas de la señora Intendenta Patricia Ayala y del señor 
Intendente Germán Coutinho. La licenciada Ayala no pudo venir -está bastante lejos- y el señor Coutinho está 
de licencia. Por eso, la concurrencia de los Intendentes es unicolor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaramos que los Intendentes mencionados forman parte de la Mesa, en 
carácter de Primer y Segundo Vicepresidente. 


SEÑOR LAFLUF.- Exacto. 


Nos interesa hacer algunas consideraciones sobre algunos puntos. Entregaremos un documento con las 
opiniones con relación a diferentes artículos. En principio, no nos merecen observación los artículos 31, 116, 
163, 199, 200, 202, 210, 253, 263, 282 y 286. 


En primer lugar, queremos referirnos al Sistema Nacional de Inversión Pública. Como se establece en la 
conclusión, creemos que los Gobiernos Departamentales no deberíamos estar en este Sistema, no por temor o 
por no querer estar en él sino porque lo que se establece allí ya lo hacemos en el 80% u 85% de nuestras 
inversiones. Nosotros tenemos dos o tres programas que implican el 80% u 85% de la inversión que hacemos 
en nuestros departamentos. Los programas principales los monitoreamos, los controlamos y los ejecutamos a 
través de la Comisión Sectorial de Descentralización, que está integrada por seis Intendentes, seis Ministros y 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. La metodología de trabajo de la Comisión Sectorial de 
Descentralización es la siguiente. La Intendencia hace el proyecto, se envía al estudio técnico de la Comisión 
Sectorial de Descentralización, los técnicos del Fondo de Desarrollo del Interior lo evalúan, hacen las 
observaciones pertinentes y, en caso de estar correcto, queda; en caso de que se realicen observaciones, 
vuelve a la Intendencia para que se levanten las observaciones. Luego, es estudiado a nivel del equipo técnico 
y, posteriormente, con el informe técnico se pasa al plenario de la Comisión Sectorial de Descentralización. 
Si hay recursos disponibles para ese año -en caso de que no dure más de un año de ejecución-, se aprueba, 
con el voto conforme de los Ministerios, de los Intendentes y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Para dar un ejemplo, en el Presupuesto del año 2010 se establecen $ 750:000.000 por año para el Fondo de 
Desarrollo del Interior, de los cuales el 33% es ejecutado por las Intendencias y el 67% por los Ministerios. 
La salvedad que hay que hacer es que así como las Intendencias presentamos todos nuestros proyectos, que 
son evaluados y ejecutados, no sucede lo mismo con los Ministerios. Estamos trabajando en ese sentido. No 
hemos logrado que los proyectos que hacen los Ministerios sean presentados antes, como sucede con las 
Intendencias, para ser aprobados. 


Otro programa en el que trabajamos exactamente igual es el Programa de Caminería con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. A principios de año, no solo definimos qué caminos vamos a hacer, sino que 
contamos con las auditorías técnicas del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, por lo cual si el camino 
está bien hecho, se aprueba y se paga y, si no es así, se rechaza y se hace construir nuevamente. El tercer 
proyecto es el PDGS, Programa de Desarrollo y Gestión Subnacional -lo que era antes el Programa de 
Desarrollo y Gestión Municipal-, el más grande del quinquenio. 


Deseamos que lo que hacemos en la Comisión Sectorial de Descentralización, en el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas o en el PDGS -que es aun peor que en la Comisión Sectorial porque tiene muchas más 
auditorías y exigencias de parte del BID- vaya como información. No creemos que los Gobiernos 
Departamentales tengan que estar en este Programa. A su vez, en el PDGS de este quinquenio -dinero que 
usamos principalmente para modernización o para cambiar los sistemas de gestión de las Intendencias, pero 
en el 80% es para obras de infraestructura-, se resolvió -no lo teníamos tan claro- destinar US$ 1:640.000 al 
Sistema Nacional de Inversión Pública. 


SEÑOR GANDINI.- Hemos conversado acerca de este artículo con la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. Creo que hay dos aspectos diferentes. Uno tiene que ver con el rol de este sistema en 
cuanto a tener un ordenamiento de todas las inversiones que se realizan. Eso parece ser de buena 
política, es decir que el Estado tiene un registro y un ordenamiento de las inversiones 


Otro es la capacidad que tiene este organismo central de autorizar estas inversiones. De hecho, la 
combinación de los artículos 19 y 20 establece con claridad que todos los proyectos de inversión tienen que 
ser previamente autorizados en forma técnica por el Sistema Nacional de Inversión Pública y aquellos que no 
lo estén no podrán ejecutarse. Esto es lo que termina diciendo de modo sencillo. 


Pero resulta que, aplicado esto a los Gobiernos Departamentales, la formulación genérica, a nuestro juicio, 
afecta la autonomía del Gobierno Departamental, la del Intendente que es un ciudadano electo por su 
departamento, que llega allí con determinado programa y compromisos. Esas obras deben pasar por la Junta 
Departamental y luego un organismo central puede decirle: "Entendemos que el impacto social" -que es uno 
de los aspectos que evalúa- "no es correcto, no lo compartimos". Entonces, allí hay un conflicto entre la 
autoridad departamental autónoma y la visión técnica de un organismo central. 


Si bien esto está instrumentado para aquellas inversiones que se realizan con recursos que no son del 
Gobierno Municipal, a nuestro juicio no debería aplicarse con recursos propios. Por lo tanto, proponemos una 
pequeña modificación al artículo 19 a efectos de contemplar esta situación, de la que luego pediré opinión a 
los Intendentes. El artículo 19 establece: "El Sistema Nacional de Inversión Pública alcanzará a toda 
institución que proyecte y ejecute inversión pública y comprende, en particular a: [...] c) Los Gobiernos 
Departamentales". Nuestra propuesta dice lo siguiente: "Los Gobiernos Departamentales, excepto cuando la 
inversión se financie con recursos propios. En estos casos, los proyectos de inversión deberán ser informados 
al Sistema Nacional de Inversión Pública a los efectos de su registro". El componente registro sí es 
importante. En algún lado debe estar, ordenada y conocida, toda la inversión que se realiza. Pero una cosa es 
informar y, otra, autorizar. 


Todo este articulado de funciones y requisitos se aplicaría a los Gobiernos Departamentales, como de hecho 
se hace ahora, a excepción de aquellas inversiones que se financien con recursos propios, las que deberán ser 
informadas a los efectos del registro 


El último inciso del artículo 19 establece: "El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, reglamentará los procedimientos que deberán cumplir los órganos y organismos 
que se incorporen al Sistema Nacional de Inversión Pública previo al inicio de los trámites de ejecución de 
los proyectos de inversión, así como la forma y oportunidad en que se irán incorporando al Sistema". Es decir 


que la incorporación será paulatina. Continúa: "Facúltase a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto a 
disponer dicha incorporación para los organismos de la Administración Central". Nosotros, al final, 
proponemos un aditivo que dice: "Los Gobiernos Departamentales se incorporarán al Sistema Nacional de 
Inversión Pública una vez que lo hayan hecho todos los Incisos de la Administración Central". Entendemos 
que este requisito que se exige a las Administraciones autónomas debe aplicarse al tiempo que ya esté 
incorporada la Administración Central. Esto es porque algunos Incisos tienen una vinculación directa con los 
Gobiernos Departamentales. Por lo tanto, nos parece pertinente que se establezca el orden. Aquí dice: 
"Facúltese a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto a disponer dicha incorporación para los organismos de 
la Administración Central". Lo que establecemos es que los Gobiernos Departamentales no se incorporarán 
en cualquier orden, sino una vez que lo hagan los Incisos de la Administración Central. 


Por lo tanto, concretamente les pido opinión sobre estos dos temas. Uno tiene que ver con los proyectos de 
inversión de los Gobiernos departamentales, que deberán ser informado al Sistema Nacional de Inversión 
Pública para su registro, excepto cuando la inversión se financie con recursos propios, y el otro tiene que ver 
con que los Gobiernos departamentales ingresen a este Sistema una vez incorporados los Incisos de la 
Administración Central. 


SEÑOR BESOZZI.- Nosotros tenemos alguna diferencia con lo que el señor Diputado Gandini plantea 
como recursos propios. Los de las Intendencias son todos recursos propios, por ley. Si no fuera así, 
deberíamos hablar de montos. De lo contrario, hasta para comprar un teléfono con partidas que vienen 
del Gobierno Nacional tendríamos que pedir autorización. Por eso me parece buena la idea que 
plantea el señor Diputado Gandini: una cosa es que se sepa y otra es pedir anuencia. 


Los programas "Fondo de Desarrollo del Interior" y "Unidades de Desarrollo Municipal" del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas pasan por las Comisiones donde está el Poder Ejecutivo y donde estamos 
nosotros. Todo el mundo sabe qué estamos haciendo. Hoy ya está planteado de esa manera. 


Lo otro son las partidas que vienen mes a mes, que son de libre disponibilidad. 


Creo que hay que hilar fino en el tema. Nadie tiene problema en decir qué se está haciendo, pero hay que 
tener en cuenta lo que planteó el señor Diputado Gandini al principio: hay un desfase entre nuestras 
campañas electorales -no solo decimos qué vamos a hacer con el Presupuesto sino que luego debe ser 
aprobado por la Junta Departamental- la campaña nacional. No olvidemos que el gobierno nacional asume 
antes que nosotros. 


Creo que esto apunta a tratar de coordinar más. Parecería que somos nosotros los que tenemos que coordinar, 
pero a veces tiene que suceder al revés: desde el Gobierno Nacional hacia el Gobierno Departamental. De lo 
contrario, quedaríamos rengos, se daría de un lado y no del otro. 


Fundamentalmente lo que quiero decir es que los recursos son legítimos y que son de todas las Intendencias 
porque es lo que recaudamos en el mostrador y lo que se nos asigna por ley. Yo no diferenciaría tanto un 
dinero de otro. Estaría de acuerdo con que se sepa cuál es su destino y en que hagamos el esfuerzo de la 
coordinación, pero no nos pueden encasillar y marcarnos el camino porque nuestra autonomía se vería muy 
herida por esa situación. 


SEÑOR GANDINI.- A lo mejor la referencia a recursos propios no es la más apropiada. La intención 
es recoger lo que aquí se dijo y es que los procedentes de las otras partidas ya recorren este camino, ya 
recorren un camino previo de aprobación técnica, de viabilidad social, etcétera, que se hace por parte 
de la Comisión sectorial. 


Cuando hacía referencia a recursos propios aludía a aquellos que hoy no están dentro de ese sistema, sino a 
aquellos que recauda la propia Intendencia. Comparto el concepto de que todos los recursos son propios, por 
ley, lo que pasa es que sobre algunos se deben aplicar determinados procedimientos muy parecidos a este 
sistema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para completar la aclaración que hizo el señor Diputado Gandini, digo que 
así también lo entiende el Tribunal de Cuentas cuando presenta la memoria correspondiente, 


dividiendo los dos orígenes de los recursos, por más que también sean propios. 


SEÑOR SANDER.- Doy la bienvenida a los Intendentes y a los asesores, con algunos nos conocemos de 
hace algunos cuantos años de la actividad municipal. 


Hemos sido bastante críticos con estos artículos, pues para nosotros representan más centralismo y más poder 
en la OPP, con lo que no estamos de acuerdo. Esto se lo dijimos al Ministro de Economía y Finanzas el 
primer día que vino y se lo planteamos al día siguiente a los señores Secretario y Prosecretario de la 
Presidencia de la República. Me parece bien llevar un registro y control de la información, en eso estamos de 
acuerdo, pero de la manera en que está redactado el artículo, ese no es el objetivo. De alguna manera el 
objetivo es controlar todo de forma centralizada, y no estamos de acuerdo. Por algo los Intendentes son 
electos y las elecciones departamentales son separadas de las elecciones nacionales. En definitiva, la 
autonomía departamental debe ser respetada. 


Este no es el camino que se debería seguir. Creemos que el camino de la coordinación es tan importante 
como los dieciocho coordinadores departamentales, que tanto criticamos en el 2010 y que al día de hoy no se 
instrumentaron. En ese sentido, cuando llegue el momento de votar esta Rendición de Cuentas vamos a 
plantear un artículo para sustituir a esos coordinadores departamentales y para que esos fondos sean 
derivados a los Municipios. De ello no se dice nada y en esta Rendición de Cuentas tampoco figura nada, 
pero siguen con sus apenas catorce cuotas de algo más de $ 40.000. 


En definitiva, como ya dijimos, este no es el camino adecuado. 


Compartimos la apreciación del señor Intendente Besozzi respecto a que las partidas son municipales. Acá ha 
habido desde hace mucho tiempo, y no sé por qué -también en algunos medios de prensa-, un intento de 
discriminar las partidas nacionales. Se llaman partidas nacionales pero son partidas del departamento, que 
corresponden a los Intendentes, a las Intendencias, porque así está establecido en la Constitución de esa 
manera. Después lo que se negocie con el Gobierno es otra cosa. Si están todos de acuerdo con las 
condiciones, como ocurrió con las patentes, me parece bárbaro. Esos son los caminos que hay que hacer. Hay 
que tratar de mejorar la coordinación, pero no imponer las cosas. 


El camino es el del diálogo y no el de la imposición. Por eso dijimos que no íbamos a votar estos tres 
artículos que significan más centralismo, más burocracia y, en definitiva, más peso a la OPP que, por otra 
parte, no tiene control parlamentario. 


También coincidimos con las partidas municipales. Es muy importante el crecimiento de las partidas, pero 
también es muy importante saber que están por debajo de lo que ha crecido el ingreso del Gobierno Nacional. 


SEÑOR BEROIS.- Comparto totalmente lo planteado por el señor Intendente Besozzi. Hemos 
discutido acá y en el plenario de la Cámara las transferencias a los Gobiernos Departamentales, y lo 
comparto. 


En cierta forma, cuando leí el artículo 19 tuve cierta intranquilidad, pero cuando lo aclararon el Director y el 
Subdirector de la OPP, fue peor. Acá aclararon para oscurecer. 


En la versión taquigráfica consta que el Director de la Oficina de Planteamiento dijo: "[...] No será la OPP la 
que dirá qué se hace y qué no; lo que vamos a exigir es un piso mínimo de calidad en la formulación del 
proyecto," -o sea que los proyectos que se hacen ahora no tienen un mínimo de calidad- "para que no se 
repitan los errores que se están cometiendo, que redundan en inversiones de baja calidad [...]". Reitero que 
esto dijo el economista Frugoni. 


Lo que manifestó el señor Roca fue que van a pedir "una primera idea o perfil de por dónde van los tiros". 
Si analizamos el texto frío de la ley, coincidimos con lo que dice el señor Diputado Gandini, pero si leemos la 


versión taquigráfica y analizamos la expresión y el espíritu de lo que esto conlleva, nos pone mucho más 
nerviosos todavía. 


SEÑOR ECHEVERRÍA.- Quería hacer referencia a un aspecto que se ha tocado muy lateralmente 
pero que para Montevideo tiene importancia. Los Municipios en Montevideo disponen, 
aproximadamente, de $ 50:000.000 por año para hacer inversiones. Y son decisiones de los Municipios. 


Por lo tanto, tampoco pueden quedar comprendidos en una norma general que obliga a una autorización 
previa sobre lo que ellos tienen que resolver. 


Tenemos un nivel de autonomía mayor al que se ha planteado acá, no solo al de los Intendentes sino al de los 
Alcaldes y Alcaldesas que fueron electos, que tienen decisión acerca de una determinada cantidad de dinero 
que ellos deciden cómo invertir. Por lo tanto, me parece que abona en el mismo sentido de que no puede 
nuclearse todo de la misma manera. 


Me parece muy importante definir un monto a partir del cual sea obligatoria la información. De lo contrario, 
vamos a quedar obligados a informar absolutamente de todo y vamos a incrementar los costos para tratar de 
informar lo que se nos pide. De la manera en que está planteado en el proyecto de ley, sin montos, es algo tan 
general que nos obliga a que cualquier aspecto pueda estar comprendido en la información que debamos dar. 


Nada más. 


SEÑOR GOROSITO.- En la memoria con que ha acompañado esta comparecencia el Congreso de 
Intendentes figura una serie de consideraciones con relación a estos artículos que crean el proyectado 
Sistema Nacional de Inversión Pública. Es obvio que aquí existen algunos cuestionamientos desde el 
punto de vista constitucional, que desde la perspectiva del Congreso de Intendentes es necesario que se 
tengan presentes a la hora de evaluar la viabilidad jurídica del sistema propuesto. 


Como surge del primer artículo planteado, se entiende que el sistema arraiga o tiene su marco de referencia 
constitucional en las facultades que el Poder Ejecutivo tiene para diseñar y orientar las políticas sectoriales, 
pero va de suyo que esa facultad constitucional se encuentra limitada por el sistema de las autonomías 
constitucionales, tanto se trate de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados como de la 
descentralización territorial. De manera que en el ámbito del sistema orgánico del Poder Ejecutivo, 
obviamente, las facultades y los poderes-deberes del Poder Ejecutivo son totales, absolutos, propios del 
jerarca. Ya son más tenues con respecto a los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados y, desde 
luego, son mucho más tenues con relación a los Gobiernos Departamentales. De aquí que cuando se establece 
que el sistema es el "[...]conjunto de normas y procedimientos establecidos con el objeto de ordenar y 
orientar el proceso de inversión pública en el país, a fin de optimizar la asignación de recursos públicos con 
ajuste a las políticas sectoriales diseñadas por el Poder Ejecutivo [...]", las expresiones "ajuste" y "diseñadas" 
tienen que ser vistas desde el ámbito propio del grado de autonomía que los Gobiernos Departamentales 
tienen. 


De aquí que la lectura posterior de los artículos nos lleva a sostener, en el análisis que la Mesa hace, que hay 
una ambigúedad muy fuerte. Hay artículos que -un poco en el sentido que recién se opinó aquí- se orientan en 
una centralización que roza claramente la autonomía constitucional de los Gobiernos Departamentales. 
Fíjense que si bien, por ejemplo, en el literal a) de la segunda parte del artículo 19 se dice que a cada 
organismo de los anteriormente establecidos, entre ellos los Gobiernos Departamentales, corresponderá 
identificar los proyectos de inversión pública que sean propios de su área, inmediatamente después se 
expresa: "[...] y formularlos de conformidad con los lineamientos y metodologías establecidas por el SNIP". 


Lo mismo ocurre en el literal b), donde se faculta a los órganos y organismos a priorizar determinados 
proyectos para gestionar su financiamiento. ¿Cuáles son? Aquellos cuya formulación cuente con al 
conformidad del Poder Ejecutivo. 


Posteriormente, en una expresión todavía mucho más amplia en el literal c) se dice que a cada uno de estos 
órganos y organismos corresponde: "ejecutar los proyectos de inversión pública que hayan obtenido 
financiamiento y obtengan dictamen técnico favorable de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto". 


En fin, el resto de las normas están inficionadas de esta especie de ambigiedad entre afirmar un carácter 
indicativo y un carácter imperativo, y en el caso de que se entendiera de esta segunda manera, habría una 
evidente lesión de la autonomía municipal. 


A razón de todo esto, en el memorándum que ustedes tienen hay una propuesta de parte del Congreso de 
Intendentes que me parece que salva con mucho las objeciones que, inclusive, se han podido compartir aquí. 
Dice así: "[...] la Mesa del Congreso de Intendentes se permite sugerir al Poder Legislativo, que si es 
voluntad del Cuerpo aprobar la creación del SNIP, desglose o elimine la referencia a los Gobiernos 
Departamentales, establecida en el artículo 19 del Proyecto y que, en un artículo aparte, establezca 
claramente que el Sistema Nacional de Inversión Pública estará facultado para celebrar convenios con los 
Gobiernos Departamentales, interesados en ello y/o con el Congreso de Intendentes, al amparo de lo previsto 
en los incisos quinto y sexto, respectivamente, del artículo 262 de la Constitución de la República, para 
establecer la forma, el alcance, las condiciones y oportunidad en que cada Gobierno Departamental o el 
Congreso de Intendentes, se vinculará con el Sistema Nacional de Inversión Pública [...]". 


De alguna forma, esto es clarificar una línea sugerida en el texto que envía el Poder Ejecutivo, porque el 
último inciso del artículo 19 dice: "El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, reglamentará los procedimientos que deberán cumplir los órganos y organismos que se 
incorporen al Sistema Nacional de Inversión Pública [...]", y a continuación faculta a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto a disponer dicha incorporación para los organismos de la Administración 
Central, lo que es correcto, porque es la única esfera en que la OPP podría disponer la incorporación. En los 
demás casos parecería que el camino es el convenio o el que, por ejemplo, se ha cumplido en el caso del 
SUCIVE y demás, que es una buena enseñanza. 


Reitero que esta línea argumental está contenida en el memorándum que los señores Diputados tienen a 
consideración. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero hacer ciertas puntualizaciones con respecto a estos artículos. 


Por el sistema actual nosotros brindamos información y pedimos autorización para hacer obras. La propuesta 
va a la Comisión Sectorial, donde estamos representados los Ministerios y los Intendentes, donde debe 
votarse y aceptarse. Luego se estudia el proyecto por parte de los técnicos de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. Si no está bien, se reformula hasta que esté pronto, y ahí se vota y se acepta, y el dinero, que es 
el del Fondo del Desarrollo, se vuelca en esa obra, con la aceptación previa. 


Ha sido nuestro reclamo nuestro desde hace mucho tiempo que los Ministerios hagan lo mismo con el 66% 
que les toca, porque van a la Comisión a aceptar nuestros proyectos, pero nunca a poner sobre la mesa, en 
nuestro territorio, qué es lo que les toca y qué es lo que se ha puesto. Este reclamo, que ha sido constante, no 
ha tenido efecto. 


Creo que este Sistema Nacional de Inversión Pública quiere llegar a ese fin, pero de la manera en que está 
redactado tiene el efecto contrario: se siguen poniendo trabas a los proyectos que presentan las Intendencias - 
que se estudian y sobreestudian y a veces nos dicen que no, cuando están presentados sobre la base de la 
propuesta de un plan de Gobierno en el que creemos y peleamos mucho para que salga adelante- y, sin 
embargo, quienes nunca han presentado una rendición de cuentas, según este proyecto, tampoco lo van a 
hacer. 


Entonces, en cuanto a que primero los Ministerios y después los Gobiernos Departamentales, vamos adelante 
con el Sistema Nacional de Inversión Pública y estamos totalmente de acuerdo. Ahí nos sumaríamos 
nosotros. 


Lo que desde el punto de vista legislativo no se puede captar -me pongo del otro lado el mostrador, en mi 
lugar anterior- es que si nos oponemos a entrar al Sistema Nacional de Inversión Pública, podemos tener 
nuestros recursos frenados o congelados hasta que entremos, si la ley así lo establece. Eso es así porque hay 
determinados compromisos de gestión que nos obligan a firmar. Entonces, nuevamente quedamos atrapados 
en una trama que no corresponde porque somos los únicos que hacemos las declaraciones. 


Quería realizar esta intervención para comentarles que la presentación del proyecto es una excelente idea, 
pero escrito de esta manera busca el objetivo contrario al que quiere el Gobierno: que todos pongamos una 
línea de trabajo regional y nacional, apuntando a un mismo fin. 


SEÑOR LAFLUF.- Para finalizar con este primer punto volvemos a reiterar lo del principio: estamos 
de acuerdo con todo lo relativo a informar, pero hay cosas que se están duplicando. Todo esto ya lo 
hacemos en la Comisión Sectorial, con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y con el Programa 
de Desarrollo y Gestión Subnacional, que representan aproximadamente el 85% de toda nuestra 
inversión a nivel de los departamentos, excepto Montevideo. 


Nos interesa destacar que en el Programa de Desarrollo y Gestión Subnacional hay US$ 1:640.000 que son 
para el desarrollo del Sistema Nacional de Inversión Pública. Este es un programa que normalmente usamos 
las Intendencias para infraestructura, gestión o lo que precisemos en los departamentos. 


Con respecto al artículo 152, debo decir que surge a raíz de la creación del Impuesto a la Concentración de 
los Inmuebles Rurales. 


Debemos aclarar que nosotros hoy tenemos dos programas de caminería rural. Uno es el Programa 370, que 
se realiza conjuntamente con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y el otro es el Programa Forestal, 
que nació en el año 2008, en momentos en que el Gobierno saca la devolución de impuestos a la exportación 
de madera en rolos. Dicho Programa surge porque en ese momento en la Comisión Intersectorial de 
Descentralización, con un gran trabajo del Subsecretario del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
ingeniero Berterreche, estábamos pensando en una tasa de transporte forestal. Cometimos el error de pensar 
solo en la forestación y, por lo tanto, tuvimos en contra a todos los productores forestales. En ese momento se 
hicieron dos cosas. Una de ellas fue derogar la exoneración de la contribución rural forestal, después de 
veinticuatro años en que los departamentos del interior sufrieron por el no pago de ese tributo. Quizás estuvo 
bien porque ayudó al desarrollo de una producción nacional, pero los departamentos lo pagamos muy fuerte. 


Lo otro que se hizo fue quitar la devolución de impuestos a la exportación en rolos. Eso significaba una bolsa 
de dinero importante. De allí se sacaron US$ 8:000.000, que se distribuyeron entre las Intendencias. Esta 
distribución se realizó por coeficientes que nosotros usamos para distribuir los montos de caminería rural, 
que tienen en cuenta la población, el territorio, los kilómetros de caminería, las producciones y todo lo 
demás. 


Con la aprobación del ICIR se van a recibir por año alrededor de US$ 60:000.000. En la medida en que este 
año no vamos a poder ejecutarlo en caminos, hemos acordado con el señor Presidente de la República 
destinar esa primer partida de recaudación para la compra de maquinaria vial. 


Los dos programas que tenemos nos aportan alrededor de US$ 25:000.000, por año. Cuando se dice que el 
ICIR va a recaudar US$ 60:000.000 y muchos muy sueltos de cuerpo muchos dicen: "Con ese monto no se 
hace nada" nosotros, mal o bien, con mil penurias, con US$ 25:000.000, hoy estamos emparchando la 
caminería. 


Creo que también es bueno que empecemos a respetar la plata porque cuesta conseguirla y hay que usarla 
bien. 


En el caso del Plan Forestal el Ministerio plantea que el impuesto lo siga recibiendo la Intendencia y se 
destine a la caminería que era nacional y que pasará a ser departamental. En ese sentido tenemos muchas 
dudas. Cuando hablamos con el señor Ministro no adelantamos más que eso. Realmente esto nos da mucho 
temor porque no sabemos qué caminería es, qué caminería ha pasado y va pasar a manos de los 
departamentos, y tenemos que saber qué cantidad de kilómetros tenemos que hacer y, sobre todo, qué tipo de 
caminos. Al respecto, pongo un ejemplo. Si con lo que recibo del Plan Forestal por la Ruta Nacional N? 3, 
que atraviesa mi pueblo, Young, debo hacer seis kilómetros de carpeta asfáltica no puedo, no me alcanzaría ni 
siquiera para hacer dos. 


No estamos cuestionando el destino, pero sí queremos que quede meridianamente claro qué cuál es y qué tipo 
de caminería hay que hacer con la que pasa de ser nacional a departamental. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro. Vamos a remitir la versión taquigráfica de esta sesión al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas para que aclare sobre este artículo. 


SEÑOR GANDINI.- Sobre este artículo nos están proponiendo un par de cambios muy concretos. El 
primero -y a efectos de que quede claramente establecido- es que los tramos de rutas nacionales están 
incluidos dentro de lo dispuesto. 


El otro cambio es que la rehabilitación y mantenimiento de la red de caminería forestal nos agregan "previo 
convenio y aceptación de los Gobiernos Departamentales respectivos". 


Quisiera saber en qué etapa está la distribución de los recursos de la ley que creó el ICIR, el Impuesto a la 
Concentración de Inmuebles Rurales, porque creo que esto está vinculado. La reasignación que establece el 
segundo inciso del artículo 152 tiene sentido si los Gobiernos Departamentales ya están recibiendo el 
producido de este impuesto. Si no, se va a estar sacando a ese monto con otro destino, sin que ese destino 
haya tenido el refuerzo de las partidas del ICIR. Por eso me gustaría saber si ya está reglamentado, 
distribuido o acordado. 


SEÑOR LAFLUF.- La distribución del ICIR la estamos trabajando nosotros, con nuestros técnicos. 


Sin dudas que hoy tenemos algunos elementos que no teníamos hace algunos años, que nos están permitiendo 
definir un criterio de distribución que va a ser mucho más razonable. Por supuesto que allí va a estar 
considerada la cantidad de kilómetros que tiene un departamento, el territorio y, a su vez, la población. No 
me estoy refiriendo a la población de las ciudades sino a la rural, porque cuando uno hace un camino no lo 
hace solamente para sacar la soja y la madera. Lo hace porque allí hay gente y si a la gente que vive en el 
medio rural no le damos por lo menos el camino para que puedan tomar aunque sea un ómnibus, va a ser 
difícil que se siga quedando. 


Además, hoy tenemos la gran herramienta del DIEA -estadísticas agropecuarias-, en el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, que nos permite saber qué producción hay hasta en el último rincón del país. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


—Por lo tanto, estamos definiendo y diagramando -nos ha apoyado la cooperación internacional de AESIP 
para contratar técnicos- en base a los polos de producción que tiene cada rincón del país. 


Eso va a dar trabajo porque recién lo estamos empezando a armar, pero también nos va a dar un criterio muy 
razonable de distribución. 


Este año eso no va a estar pronto, motivo por el cual se destina a la compra de maquinaria. Asimismo, la 
distribución de los fondos, que no será por región -porque el Presidente pidió que armáramos las regiones- 
sino por Intendencia, se va a hacer de la mano de lo que es hoy la distribución de esos US$ 25:000.000 que 
tenemos por año para caminería, por una simple regla de tres: si con US$ 25:000.000 cada Intendencia recibe 
equis, con US$ 60:000.000 va a recibir otro monto que se va a destinar a la compra de maquinaria. 


SEÑOR SUREDA.- Esta no es la distribución definitiva, es una primaria, y lo que se reciba por esta 
será descontado de la distribución final que, a su vez, tendrá en cuenta -porque así lo han establecido 
los Intendentes- que en la paramétrica que se defina, además de los conceptos que el Presidente expuso, 
también se incorporará un acuerdo con el Poder Ejecutivo sobre líneas básicas de salida de la 
producción, en una estrategia nacional y con cuestiones que superen no solamente lo departamental y 
hagan a lo regional, sino esa otra componente nacional a acordar. 


SEÑOR GANDINL.- Agradezco toda esta información, pero me queda por saber la entrada en 
vigencia. 


El artículo que tenemos aquí entrará en vigencia el 1* de enero de 2013. A partir del 1” de enero de 2013, se 
reasignan $ 150:000.000 de un destino a otro. Si la reglamentación de la distribución del ICIR no está pronta, 
¿afecta de algún modo esta reasignación? ¿No habrá que atar el momento de vigencia, no al 1* de enero de 
2013 -como entra en vigencia todo el Presupuesto-, sino a cuando entre a regir la distribución real de los 
recursos del ICIR? 


Quizás, estoy analizando de modo equivocado, pero me parece que si la distribución de recursos del ICIR, 
para la aplicación que fue creado, se demora y entra a regir esta reasignación el 1” de enero de 2013, puede 
haber un desfase, porque estos fondos se van y los otros no llegaron. Disculpen mi ignorancia; trato de 
entender si las entradas en vigencia en los tiempos reales pueden o no terminar generando un desfase. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Hay un año fiscal para el ICIR que cierra el 31 de diciembre de 2012, por lo 
tanto habrá recaudación. 


SEÑOR GANDINI.- Pero van destinados a otra cosa. 
(Diálogos) 


SEÑOR REYES.- Creo que lo acotado por el señor Diputado Gandini es cierto. Además, va atado con 
otro aspecto que planteé en la Comisión y que no fue trasladado acá. 


Hoy, de una manera u otra, esos $ 150:000.000 de la forestación tienen una forma de distribuir y, ahora, se 
acepta que ese monto se distribuya de una manera diferente. Porque el inciso primero, con la nueva 
redacción, ya no dice más que será acordado con el Congreso de Intendentes -como fueron acordados los 
$ 50:000.000-, sino que serán convenios puntuales, uno a uno, entre las respectivas Intendencias. 


En la redacción del primer inciso del artículo 152 se dice que será "mediante convenio con las respectivas 
Intendencias Departamentales". esto trae un problema, porque hay Intendencias que hoy están recibiendo un 
monto por la forestación que, tal vez, con el nuevo destino que se le está dando a esos $ 150:000.000, lo 
dejen de recibir. Y si tuvimos problemas -como mencioné hace un rato en la reunión que tuvimos en el 
Congreso- con el cambio de distribución del PGMS con algún Intendente que recibía menos de lo que recibía 
antes, vamos a tener problemas con esto. 


Actualmente, las Intendencias están recibiendo esa plata y, obviamente, es cierto lo que dice el señor 
Diputado Gandini en el sentido de que vamos a dejar de recibirla en el año 2013. Y, si ese año, por cualquier 
circunstancia, no se hace la distribución del ICIR, esas Intendencias van a dejar de percibir algo que hasta 
ahora han recibido con un criterio que fue acordado, y empezarán a recibir esos $ 150:000.000 con un criterio 
distinto, de acuerdo con el convenio que haga cada una de las Intendencias. O sea que podemos llegar al 
colmo de que a una Intendencia que hoy tiene un cierto monto, por ejemplo, el 7% del total de los 

$ 150:000.000, como no tiene ningún puerto ni ninguna ruta que pase por la ciudad ahora le va a tocar cero 
peso. Eso abona la inquietud del Diputado Gandini. 


SEÑOR GANDINI.- A tales efectos, yo había redactado un aditivo para agregar al final del 
artículo 152, con el fin de prevenir esta situación. La redacción del aditivo sería más o menos así: "Lo 
dispuesto en el inciso anterior entrará en vigencia después del 1” de enero de 2013 y una vez que se 
hayan distribuido entre los Gobiernos Departamentales los recursos procedentes de lo dispuesto por la 
Ley _N” 18.876, que crea el Impuesto a la Concentración de Inmuebles Rurales". Es decir que se tienen 
que dar dos condiciones: después del 1” de enero, que es cuando entra en vigencia la ley, pero una vez 
que se hayan distribuido los recursos. Si el 1” de enero de 2013 los recursos ya se encuentran 
distribuidos, entra en vigencia en esa fecha, pero si esa segunda condición no está cumplida, esta 
norma no entra en vigencia, porque como el destino final es la caminería rural, le van a sacar la 
caminería rural forestal y no va a estar el dinero para la caminería rural que viene del ICIR. Entonces, 
se quedan sin unos antes de que entren los otros. 


Esto es lo que me parece que puede pasar, porque son procesos engorrosos, complejos, que, además, llevan 
negociación política entre los propios Gobiernos Departamentales y con el Poder Ejecutivo. Si llegan a 
acordar a mitad del año que viene, entre el 1” de enero y la fecha en que se acuerde, no hay plata. Entonces, 
esta transferencia de $ 150:000.000 no se puede hacer hasta que no esté acordada y aprobada la distribución 
de los recursos. 


Me parece que esta es una fórmula sana que preserva los recursos actuales en tanto no estén disponibles o 
acordados los otros. 


Esto lo propondremos al final, si es que ustedes lo comparten. 


SEÑOR LAFLUF.- Nos parece correcta la redacción, o por lo menos estudiarla en ese sentido, porque - 
reiteramos- la recaudación del ICIR de 2012 es para compra de maquinaria. Quiere decir que en el año 
2013 tiene que haber un recurso para invertir en caminería con la maquinaria nueva que vamos a 
tener. 


El otro tema es que la recaudación del ICIR con destino a caminería será por región. Eso quiere decir que va 
a dar más trabajo, porque también debemos tener claro que armar una región no es juntarnos tres o cuatro y 

decir "Vamos a hacer esto", sino que significa trabajar juntos. Por ejemplo, la región centro está comprando 

una planta de asfalto y, en realidad, la está comprando San José, y lo que hacen es un acuerdo de trabajo, en 

este caso, para formar una región y, posteriormente, una sociedad anónima. Eso va a dar más trabajo. Por lo 

tanto, nos parece razonable el planteo que se acaba de hacer. 


Con relación al artículo 157, se considera que sería necesario precisar las tareas adicionales que se espera 
desempeñen los funcionarios departamentales y qué recursos aportará el Ministerio de Educación y Cultura a 
esos efectos. 


SEÑOR GANDINI.- El artículo 157 pertenece al Ministerio de Educación y Cultura y establece que la 
Dirección General del Registro de Estado Civil, en el marco de los convenios que celebre, podrá 
investir en calidad de Oficiales de Estado Civil a funcionarios de los Gobiernos Departamentales a los 
efectos de que realicen tareas propias de esa investidura. Esto parece claro, pero cuando leemos la 
fundamentación que nos remite el Poder Ejecutivo, en el resultado esperado se establece la cobertura 
de la población potencial del país con Oficiales de Estado Civil dependientes funcional y técnicamente 
de la Dirección General del Registro de Estado Civil. Y esta última parte, es decir, la calidad de 
dependientes funcional y técnicamente de la Dirección General del Registro de Estado Civil, nos deja la 
duda de quién les paga. Se hace un convenio, son funcionarios de los Gobiernos Departamentales que 
podrán tener la misma investidura que un Oficial de Estado Civil -es decir, podrán inscribir en el 
Registro un nacimiento o podrán casar a una pareja-, pero dependen funcional y técnicamente de la 
Dirección General del Registro de Estado Civil; por lo tanto, dejan de depender de la Intendencia. ¿La 
Intendencia les pagará el sueldo? No lo sé. Es como una especie de pase en comisión, porque si 
dependen funcional y técnicamente de la Dirección General del Registro de Estado Civil, dependen de 
una jerarquía que ya no es el Intendente. Nos quedan dudas al respecto. Por supuesto, podremos 
consultar a las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura, que creo vendrán a la Comisión el 
próximo miércoles. Reitero que esto no nos queda claro. De todos modos, esto queda sujeto al 
convenio; quiere decir que las Intendencias podrán no convenir y esto no se pondrá en práctica, pero 
sería bueno que sí pudiera concretarse y que lo tuviéramos claro. 


SEÑOR SANDER.- Mi intervención va en el mismo sentido que la del señor Diputado Gandini. Esto 
fue tratado el año pasado, ocasión en que preguntamos al Ministro de Educación y Cultura cuál era el 
financiamiento de lo que aquí se establece. En su momento dijimos que nos parecía bien, pero que 
había que establecer su financiamiento. Creo que eso es también lo que se recoge de la propuesta del 
Congreso de Intendentes. 


SEÑOR ASTI.- De acuerdo con esta redacción, si hay un convenio, seguramente en él se establecerá la 
forma de financiamiento. No creo que sea necesario que la ley presupuestal establezca la forma de 
financiamiento, sino que será el convenio el que determine si habrá transferencias del Ministerio de 
Educación y Cultura a los Gobiernos Departamentales para que se realice esa tarea. 


SEÑOR OROÑO.- Efectivamente, como han mencionado los señores Diputados, el planteo del 
Congreso de Intendentes va en el sentido de que la asignación o cambio de tareas esté acompañado de 
los recursos correspondientes, como decía el señor Diputado Asti, en el marco de los convenios y de 
acuerdo con sus características. 


De todas maneras, parece interesante comentar que la idea de extender estos convenios tal vez haya surgido 
en la Administración pasada, en el marco de un convenio entre el Registro Civil y la Intendencia de 
Canelones, referido específicamente al centro Salvador Allende, que permitió, no la realización de todas las 


funciones de los Oficiales de Estado Civil, sino la expedición de partidas de todo tipo y calibre. Ese es el 
único lugar, además del local de Uruguay y Río Branco, en Montevideo, en el que se expiden partidas del 
Registro Civil de cualquier lugar del país e, inclusive, solicitudes consulares. Esto tuvo un desarrollo exitoso; 
inclusive, se lo ha potenciado en otros centros cívicos de Canelones. A partir de esa experiencia concreta de 
la Administración pasada ha surgido, en términos de intercambio entre el Ministerio y la Intendencia de 
Canelones -tal vez esta sea la fundamentación de que es posible hacer ese tipo de convenios-, la posibilidad 
de extender estas funciones a otras que realizan los Oficiales de Estado Civil en el país, con algunas 
salvedades o inquietudes que se plantean, en este caso, desde el Congreso de Intendentes. Si bien existe una 
adecuada receptividad y buena disposición a brindar mejores servicios a la población, no podemos dejar de 
comentar que esto no debe implicar mayores costos para los Gobiernos Departamentales o, como decía el 
señor Diputado Gandini, algunas ambigiúedades con respecto a la dependencia o pase en comisión ad-hoc, 
sino que estas situaciones requieren claridad. 


Teniendo en cuenta esta experiencia es que se planteaba muy someramente en esta propuesta del Congreso de 
Intendentes que los respectivos convenios deben prever los recursos financieros que cubran tal situación. 
Además, con la lectura de la exposición de motivos, se aclaraba cómo es esto de la dependencia funcional y 
técnica, que en definitiva es como un traslado entre organismos, lisa y llanamente, inclusive, más que un pase 
en comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo al que me referí anteriormente es el 193 de la Rendición de 
Cuentas pasada. Dice lo siguiente: "Facúltase al Inciso 11 'Ministerio de Educación y Cultura' a 
realizar convenios referentes a la aplicación de políticas de prestación de servicios de Registro de 
Estado Civil, con los Gobiernos Departamentales y demás niveles de gobierno local". 


SEÑOR ASTI- Entiendo que sería conveniente plantear la posibilidad de convenios entre las 
Intendencias Departamentales y el Ministerio de Relaciones Exteriores, a efectos de autorizar a los 
funcionarios consulares a expedir y suscribir testimonios de partidas de Estado Civil que obren en los 
respectivos Registros Departamentales. Ya se está haciendo algo al respecto, a través de un convenio 
entre la Intendencia de Canelones y el Ministerio de Relaciones Exteriores con alguno de los Cónsules, 
pero debería haber una facultad legal para poder realizarlo. Obviamente, lo que estamos planteando es 
que se facilite a los ciudadanos uruguayos radicados en el exterior la posibilidad de tramitar 
directamente sus partidas de Registro Civil con base en documentos electrónicos que hoy tienen 
algunos registros departamentales, permitiendo de manera más sencilla su conexión con el país. 


En lo personal -no en nombre de la Comisión- envié a la Secretaría del Congreso de Intendentes una 
propuesta de redacción en este sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde considerar el artículo 206. 


SEÑOR GOROSITO.- Como puede advertirse, el artículo 206 establece la derogación de un artículo 
referido a la realización de proyectos o programas a cargo del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y de Mevir. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


—La primera versión de este artículo estaba en el Presupuesto Nacional. El artículo 606 de la Ley de 
Presupuesto disponía que a partir del 1” de enero de 2012 la realización de los proyectos o programas a cargo 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y Mevir, financiados por el Fondo 
Nacional de Vivienda y Urbanización, estará supeditada a la aprobación por parte de los Gobiernos 
Departamentales de los instrumentos de ordenamiento territorial que correspondan, de acuerdo con lo 
dispuesto en la Ley N* 18.308, de 18 de junio de 2008, modificativas y concordantes. 


De alguna manera, podría entenderse que había una especie de vacación legal por la cual estos programas no 
debían cumplir la de ordenamiento territorial y se posponía hasta el 1” de enero de 2012. 


Posteriormente la ley de Rendición de Cuentas pasada -N” 18.834- lo llevó hasta el 1* de enero de 2013. Por 
lo tanto, a partir de esa fecha, la realización de estos proyectos estará supeditada a que los Gobiernos 


Departamentales tengan aprobados los instrumentos de ordenamiento territorial. De manera que es evidente 
que la derogación lisa y llana del artículo deja las cosas exactamente en el nivel en que lo rige la ley de 
ordenamiento territorial. Por lo tanto, la única interpretación sería que los programas tendrán que realizarse 
de acuerdo con la normativa que esté vigente. Porque la otra interpretación que podría darse es que, en la 
medida en que los instrumentos de ordenamiento no estén, estos proyectos no podrían llevarse adelante, y eso 
sería una restricción muy fuerte a las competencias de los Gobiernos Departamentales y a la posibilidad de 
encarar este tipo de iniciativas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita que se dé lectura por Secretaría a la explicación que brindó 
sobre este artículo el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de manera 
que todos la podamos compartir. 


(Se lee:) 


"SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Ingresamos al artículo 206.- En tal sentido, la norma que planteamos derogar fue instrumental a los efectos 
de que los Gobiernos Departamentales pusieran en gestión los instrumentos de ordenamiento a nivel de cada 
uno de los departamentos. El año pasado, dado el desarrollo que había tenido, planteamos una prórroga, que 
también operó positivamente desde el punto de vista de los avances que se vienen registrando en los distintos 
Gobiernos Departamentales. Entendemos que con los avances que ha tenido en el conjunto de los Gobiernos 
Departamentales el desarrollo de los instrumentos de ordenamiento territorial, hoy ya no es imprescindible 
contar con esta herramienta en la medida de que se han adoptado como suyos la necesidad de estos 
instrumentos". 


SEÑOR LAFLUF.- Es perfectamente compatible. 


Con relación al artículo 297, no se debería cerrar las posibilidades que tenemos, autorizando a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo a conformar únicamente una sociedad anónima con acciones nominativas, sino 
que se tendría que dejar abierta la norma a otras alternativas de financiamiento que puedan existir, como un 
fideicomiso, como hicimos con la patente, o la misma sociedad anónima que pensamos conformar las 
regiones para operar con respecto a la caminería. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa aclara que cuando tengamos la versión taquigráfica de las 
expresiones vertidas al respecto por el Ministerio de Economía y Finanzas en el día de hoy la haremos 
llegar al Congreso de Intendentes, porque, precisamente, hubo consideraciones de las distintas formas 
y de los diferentes momentos en que los Gobiernos Departamentales pueden adherir al sistema previsto 
por el artículo 297. 


SEÑOR GANDINI.- Efectivamente creo que va a ser de utilidad que los Intendentes lean esa versión 
taquigráfica, porque el artículo deja abierto un camino todavía incierto, en tanto debe prever todo tipo 
de posibilidades, porque aún se está en una etapa muy inicial y exploratoria. 


Mi particular preocupación -ustedes la conocerán cuando lean la versión taquigráfica- tiene que ver con la 
creación de una sociedad anónima que luego se enajenará, porque el Ministerio cambió una parte del texto y 
donde dice: "La CND podrá enajenar hasta el 100% de las acciones", dirá: "deberá enajenar". Aquí se me 
abrió la duda en el sentido de si una sola sociedad que la Corporación enajena en un 100%, puede llegar a no 
contemplar una solución múltiple en materia de la disposición final. Porque probablemente, por una razón de 
volumen, distancias y transporte, la solución de la disposición final de los residuos de todo el país - 
responsabilidad de las Intendencias, pero con colaboración nacional- deba reposar en varias soluciones 
regionales, cercanas al lugar en donde se generan los residuos. De lo contario, el transporte inviabilizaría 
cualquier sistema. Entonces, a mí me quedó la duda en el sentido de si debe tratarse precisamente de una 
sociedad anónima. 


Sin duda de que una sociedad anónima va a poder atender el problema más acuciante y más viable de 
resolver, que es la escala que tienen particularmente Montevideo y Canelones, que generan un volumen de 
residuos suficiente como para ser atendido con una planta en su región. Pero puede dejar afuera a otras. 
Entonces, ¿debemos hablar de una sociedad anónima o de varias? Si es una sociedad anónima y enajena el 


100% del capital, me queda una duda: ¿tiene que encontrar un interesado que quiera poner una planta en el 
norte, una en el este, una en el oeste y otra en el sur? A lo mejor eso es difícil de conseguir. Quizás 
encontremos una planta especializada en uno de los sistemas, por ejemplo, la incineración para el sur -por el 
volumen- y otro interesado en la generación de gas -a través de uno de los sistemas que existen- para 
regiones de menor volumen, pero que no está interesado en todas. 


Por eso decía que me quedan algunas dudas que creo que es bueno que ustedes conozcan, porque pienso que 
todos estamos de acuerdo en el fondo del asunto: viabilizar un mecanismo legal que permita ir recorriendo 
este camino de exploración, pero que no se cierre. También se dijo que por los tiempos, los recursos -de 
haber recursos nacionales; aparentemente así será-, vendrán en una próxima Rendición de Cuentas, si es que 
el Gobierno Nacional tiene que hacer aportes. Porque el Ministerio de Economía y Finanzas dijo aquí que, en 
principio, no comparte la idea de que UTE sea la que subsidie el costo del funcionamiento de este tipo de 
plantas con un precio especial de la energía, y que prefieren transparentarlo. 


Esto es algo relevante para nosotros: todavía tenemos algunos días de tratamiento parlamentario para 
profundizar en este sentido. 


SEÑOR SUREDA.- Quisiera hacer un comentario con respecto a la reflexión que hace el señor 
Diputado Gandini. 


No tenemos que confundir -esto lo hemos hablado en la Comisión técnica del Congreso, cuando analizamos 
los artículos- la solución técnica, que puede ser más de una -atendiendo a las realidades regionales y de 
distancia-, con el armado del negocio. Lo que estamos planteando en la propuesta que entrega el Congreso es 
que se piense en otras opciones de organización del negocio, que no necesariamente tienen que pasar por la 
formación de una sociedad anónima. Puede reivindicarse -y la propuesta lo hace al final- una solución 
parecida a la del SUCIVE, donde está AFISA, como fiduciario, que por supuesto nos da garantías a todos - 
como también las brinda la Corporación Nacional para el Desarrollo: no estamos haciendo objeción de eso-, 
pero sí hay una incidencia muy fuerte de los Intendentes en la toma de decisiones de todo el proceso, como 
ocurrió con el SUCIVE. No resulta tan claro que eso ocurra -quizás es un error nuestro de percepción-, como 
está en esta otra propuesta. 


SEÑOR LAFLUF.- Antes de pasar al artículo 210, que refiere a la categorización de suelos para los 
emprendimientos de generación de energía, quiero señalar que lo que decía el señor Diputado Gandini 
es cierto. En un primer momento, cuando se empezó a hablar del tema de la gestión de residuos 
urbanos, se pensó en una solución y, después, trabajando con el Presidente y con la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, se pensó en soluciones regionales. Por lo tanto, eso quizás va a habilitar 
diferentes mecanismos de tratamiento por las diferentes regiones que tiene el país. 


El doctor Gorosito hará una breve referencia al artículo 210. 


SEÑOR GOROSITO.- En el Congreso de Intendentes se expresaron algunas inquietudes con 
referencia a la redacción propuesta para el artículo 210, que tiene la expresión "facultará", es decir, 
que no obligará. Voy a dar lectura al artículo. Dice así: "El Comité Nacional de Ordenamiento 
Territorial, a iniciativa fundada de uno de sus integrantes” -cualquiera de los muchos que tiene- 
"podrá declarar de interés nacional y urgente ejecución un emprendimiento privado de generación de 
energía, que proponga su localización en suelo categorizado como rural en normas anteriores a la 
vigencia de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. Dicha declaración facultará al 
Gobierno Departamental respectivo a categorizar directamente el suelo rural como enclave suburbano 
industrial y así será recogido en los Instrumentos de Ordenamiento Territorial futuros, viabilizando así 
la efectiva materialización del proyecto en relación a su localización". 


En el Congreso de Intendentes hubo una adhesión particular a que se defienda el término "facultará" que, en 
definitiva, no significa que una organización de tipo nacional le imponga a un Gobierno Departamental una 
localización que no desea o que no se quiera en ese momento. 


Por otro lado, exhortaría a los señores Diputados a que miraran este artículo en relación con el actual 
artículo 610 de la Ley de Presupuesto Nacional N* 18.719, que declaró por vía interpretativa que las 


prohibiciones que se establecen para suelo rural, por el artículo 39, no comprende "(...) plantas de 
tratamiento y disposición de residuos, parques y generadores eólicos (...)", pero acá estamos hablando de 
proyectos de energía. Puede ser diferente la base. Digo esto para que se consulte al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente acerca de esta eventual contradicción que puede haber entre 
"parque eólico" en una norma y "proyecto energético" en otra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este tema también fue tratado cuando concurrieron las autoridades del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Como es un poco más largo, no 
lo vamos a leer. Se lo enviaremos expresamente, porque hay varias referencias al artículo 210, tanto de 
las autoridades del Ministerio como de algún señor Diputado que opinó sobre él. 


SEÑOR LAFLUF.- Para finalizar, quiero hablar de un tema sencillo, como es la patente de rodados. 


En la exposición de motivos se dice que el Gobierno nacional se compromete a aportar en el período 2012- 
2015 lo necesario para asegurar que ninguno de los Gobiernos Departamentales percibirá una recaudación 
inferior a la que hubiera recaudado en el 2010 por este concepto. 


A la fecha, el Gobierno Nacional ya realizó un aporte al Sucive de $ 300:000.000. Lo que plantea el 
Congreso de Intendentes -porque no lo sabe- es si hay alguna partida adicional hasta completar lo que se 
había acordado por concepto de restitución a los Gobiernos Departamentales por el acuerdo de la patente de 
rodados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También sobre este tema hay comentarios de las autoridades del Ministerio 
de Economía y Finanzas, que les haremos llegar. 


SEÑOR SANDER.- Quería aclarar que la pregunta la hice yo, específicamente al señor Ministro de 
Economía y Finanzas, el día martes. Pregunté por los $ 300:000.000 y si eran para el financiamiento o 
para gastos de funcionamiento del Sucive. Nos dijeron que era para gastos de funcionamiento y 
publicidad 


Creo que fue el economista Borchardt quien nos dijo que recién a fin de año se iban a definir las futuras 
asignaciones, una vez que cerrara el año. Esa es la respuesta que tenemos, pero el señor Presidente les 
enviará la versión taquigráfica correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como nos comprometimos, recibirán también la versión taquigráfica sobre la 
pregunta realizada por el señor Diputado Sander acerca de lo que está expresado en el informe 
económico-financiero del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero dejar una información. El artículo 269 del proyecto establece que: '(...) 
los impuestos administrados por la Dirección General Impositiva, las rentas obtenidas por no 
residentes como consecuencia de la actuación en territorio nacional de artistas no residentes, se 
consideran rentas de trabajo obtenidas fuera de la relación de dependencia". Hace una definición: 
cómo se cobran los impuestos a los conjuntos o a los artistas que vienen del exterior. También faculta 
"al Poder Ejecutivo a exonerar del Impuesto al Valor Agregado las retribuciones personales 
correspondientes a las rentas de trabajo a que refiere el inciso anterior, cuando las mismas se originen 
en actividades cuya trascendencia cultural lo justifique. A tales efectos el evento deberá ser declarado 
de interés nacional". Preguntamos al señor Ministro de Economía y Finanzas si estaría dispuesto a 
incorporar algún otro elemento para contemplar algunos espectáculos que llegan al país, que no son de 
gran relevancia como para ir al Estadio Centenario, pero que son de importancia departamental, para 
cualquiera de las actividades habituales que se hacen en los departamentos del interior, como la Fiesta 
del Río, la Semana de la Cerveza, "Minas y abril" y todas las que hay. A veces, se traen conjuntos y el 
impuesto viabiliza o no poder hacerlo. Entonces, ofrecimos una redacción que dice: "cuando los 
mismos se originen en actividades cuya trascendencia cultural, artística, turística o departamental lo 
justifique. A tales efectos, deberá ser declarado de interés nacional, así como departamental, cuando 
fuera del caso". Es decir que es una facultad que tiene el Poder Ejecutivo: puede declararlo o no. Para 
los efectos de los espectáculos nacionales, tiene que ser declarado de interés nacional, pero para los 


efectos de los espectáculos departamentales, debe ser declarado de interés departamental y tramitarse, 
eventualmente, la exoneración de estos impuestos. Creímos importante introducir esto porque, en la 
escala, muchas veces la inviabilidad de traer a un gran artista nacional al Estadio Centenario funciona 
igual para traer a un conjunto de Argentina y de Brasil, a cualquiera de estos espectáculos, porque lo 
encarecen mucho. En principio, creo que el Ministerio de Economía y Finanzas estuvo de acuerdo con 
una formulación de esta naturaleza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También les enviaremos la versión taquigráfica del planteo del señor 
Diputado Gandini y de la respuesta de las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas. La 
Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece la presencia del Congreso de 
Intendentes, de los Intendentes, de los asesores y de los Directores Departamentales. Seguramente 
estaremos en contacto. Se levanta la sesión. 


(Es la hora 20 y 19) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


